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Plan de capítulos 
Carta de la editora. En mi camino con el plagio he visitado algunos lugares de enunciación. 
Escribo esta carta para traer las experiencias de mi memoria formativa, espacio donde el plagio 
habitó y dejó diversas reflexiones. Sin duda estas experiencias ahora son parte del trabajo de esta 
editora, las cuales también, de cierta manera, hicieron el plagio narrado en estas páginas.  
Introducción. Genealogía del plagio. (1) El plagio ha sido explicado de múltiples maneras, desde 
donde se han construido complejos debates sobre la conducta. (2) Pero ¿qué pasa cuando alguien 
plagia en una Universidad?, ¿se castiga el plagio?, y peor aún, ¿qué sucede cuando quien plagia es 
una profesora y la plagiada es una estudiante? Allí, en una prestigiosa Universidad, se investiga 
una grave acusación con una contundente ganadora: la autoridad. La investigación preliminar de 
este plagio levanta sospechas en quien aún no ostenta el respaldo de la comunidad, una comunidad 
propia de una institución llamada ciencia. (3) En esta institución, como lo es la ciencia, el plagio 
no se restringe solo a la copia, sino que trae consigo nuevos conceptos y conexiones que lo 
describen como una desviación, y posteriormente como fraude, aspectos que se estudian desde los 
Estudios Sociales de la Ciencia. (4) Sin embargo, ¿qué es lo que implica el plagio? Entre los 
ingredientes a estudiar está la autoría, una que da giros desde del campo que se aborde y que 
responde a unas maneras de concebir una obra. (5) Y aunque las posturas puedan ser diversas en 
relación con el autor y su obra, la Ley planeta una voz particular que es un punto de referencia 
para hablar la construcción del plagio como delito, de una conducta que en apariencia viola una de 
sus caras.  
Primer capítulo. El mundo poético de Giovanni Quessep y el encanto de su poesía. (1) Después 
de que en la Universidad los miembros de la Facultad descartaron cualquier formulación en contra 
de uno de sus miembros más respetados, el plagio llega hasta los juzgados penales en un caso 
particular y único. La demanda interpuesta recrea la conducta para demostrar claramente la 
intencionalidad de la docente por plagiar a una estudiante. (2-3) En este sentido, la movilización 
de aliados y argumentos para determinar si la conducta de la docente puede ser considerada un 
delito es clave para el éxito de la demanda. (4) En este horizonte, la controversia ya no se limita a 
cómo sucedieron los hechos, sino que se requiere de un ojo experto que brinde una prueba 
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contundente frente a dos textos en los que se disputa el plagio. Sin embargo, la experticia en el 
ejercicio de peritaje es también el proceso que lo certifica. Entre tanto, aparece sobre la mesa un 
aspecto mayor para tener en cuenta, el cual será esencial para la defensa de la docente: el verbo 
que tipifica la conducta dentro del marco legal. 
Segundo capítulo. El delito del plagio. (1) Finalmente, la conducta es estabilizada en tres 
sentencias que se coordinan para producir el delito del plagio. Lo acontecido en el caso da algunas 
luces para reflexionar en torno a la pregunta de cómo conoce el derecho penal, su “congruencia” 
con las normas rectoras, todo esto específicamente frente al delito de plagio. ¿Cómo se condenó a 
la docente por “publicar parcialmente sin autorización” a la estudiante si el delito del plagio no 
existía en el Código Penal? (2) Asimismo, la interpretación de la Corte sobre el caso permite ver 
cómo los repertorios se construyen frente a ciertas figuras de protección. Aquí, la Ley también se 
configura desde el principio pro homine y el argumento de los magistrados para asegurar el 
cumplimiento de los derechos del autor, quien a fin de cuentas es entendido como un sujeto 
particular de protección.  
Conclusiones. Esta controversia sobre el plagio produjo un concepto complejo y flexible, donde 
las retóricas, las prácticas y materialidades, se coordinaron para movilizar el plagio como delito 
dentro el sistema penal.  
Anexo 1. El plagio 












Prefacio o “Carta de la editora y otras confesiones” 
 
Estimados lectores:  
Este es un pequeño apartado “etnográfico” sobre qué conllevó la realización de esta investigación. 
Así que más que confesiones sobre mi quehacer investigativo, lo que encontrarán es una 
descripción de algunos elementos interesantes que considero valiosos, que de excluirlos dejaría 
incompletas algunas ideas que iré desarrollando en este trabajo.  
La propuesta que aquí presento no es exclusiva de la labor bibliográfica, sino de algunas 
reflexiones que se dieron en el “trabajo de campo”, ese que no es propiamente un lugar “científico 
y metodológico”, pero es un espacio donde para mí habitó el plagio, y en el que también habité 
junto a él. De tanto cambiar el encuadre desde donde estudiaría el plagio en dos años navegándolo, 
terminé perdiéndome en sus definiciones y viendo cómo las líneas de contorno se borraban de 
tanto en tanto. 
Primero, parto de mi lugar como editora. Una editora que en particular se encontraba inquieta por 
el plagio tras encontrarlo repetidamente en su trabajo. Una editora que explicaba el plagio como 
una consecuencia del sistema de incentivos de la producción científica, y con decepción sentía que 
las soluciones que se proponían como aprender a citar no eran suficientes. Así di con el plagio, 
porque en mi formación profesional no lo había notado tan de cerca, aunque acepto que a veces 
me preocupaba que alguna referencia no bien citada pudiera ocasionarme algún problema. 
Luego, la maestría me ofreció el camino para ver el plagio con más lupa, pero antes de acercarme 
lo suficientemente a él, para “descajanegrizarlo” (Woolgar, 1991), necesitaba de los documentos 
y herramientas adecuadas. Lo primero era salirme de la mirada moralizante, quitar mi ira y mis 
teorías anteriores para poder hacerle otro tipo de preguntas. Los estudios sociales de la ciencia 
(ESCT) son una ventana interesante para esta labor. Algunos hablan de ellos como herramientas, 
otros como “gafas” o “lentes” que permiten una mirada particular; para mí, fue una especie de 
animal un poco indomable que irrumpe, rompe e incomoda. Y es que lo que aprendí en este camino 
es que no puedo ver este campo como una caja de herramientas, muy en un sentido utilitario, 
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porque si mal me enseñaron mis profesores —y Latour—, no es posible apartar la descripción de 
la teoría, no puedo jugar a vestir el caso de estudio con términos como “coproducción”, “actor-
red”, “ontologías”, y ubicar a estos últimos de tal forma que las relaciones que en apariencia son 
ensamblados, parezcan más complicadas mezclas forzadas. Este tipo de posiciones limitan la 
invitación a estudiar el caso desde sus ingredientes y responder a un llamado constante de las 
relaciones que se van configurando en cada lectura. Ver con detalle los ingredientes de un caso 
como este me permitió hacer ciertas preguntas que en ocasiones desbordaban los límites 
conceptuales de ciertos planteamientos teóricos.  
Este fue mi primer problema, librarme de esta sensación de tener que usar un flujo prescrito de 
teorías como si fueran normas incorruptibles. Ahí se dio el primer bloqueo: cómo estudiar el plagio 
cuando me siento tan incómoda al “analizarlo” usando esa fórmula. Claro, estaba equivocada, 
porque como mal me enseñaron estos dos años de trabajo, la sociedad, el Estado y demás categorías 
sociales no son conceptos estables, hay que cuestionarlos y ponerse uno mismo en cuestión en el 
proceso.  
Así que decidí ver cómo en ocasiones esa teoría se agotaba en mis manos. Nuestros propios 
conceptos tampoco son estables, ni como herramientas, ni como gafas. Debía concentrarme en 
notar las sutilezas de la producción del plagio como delito, porque parecía que al principio estaba 
más enfocada en hacer coincidir diversas ideas, como intentando hacer una teoría general del 
plagio. Cuán equivocada estaba, pero cuán necesario fue llegar ahí para no convertirme en un 
“ejemplo de buena enseñanza”.  
Fue entonces cuando volví a mis viejas anotaciones y empecé a ver cómo el plagio también era un 
objeto de frontera, que a la vez tenía tantos puntos de enunciación que se articulaban con leyes, 
tecnologías, prácticas y materialidades; era inestable, pero se coordinaba con tantos otros 
discursos, como el de la ciencia, el de la productividad académica, la ética de la investigación y, 
el que aquí nos reúne, el derecho de autor. Las versiones del plagio emergían, diferentes, diversas, 
pero casi señalando siempre el mismo dispositivo de acción: copiar, apropiarse de algo que no es 
de uno. Incluso, teniendo esta base conceptual común, al ingresar en distintos campos este 
cambiaba o se traducía. Por ejemplo, en la literatura, para algunos, es posible hablar de que el 
plagio no existe porque las creaciones son de todos, porque no existe la “originalidad”. Y ni decir 
cuando uno habla de las consecuencias.  
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Lamentablemente, tengo unas limitantes que solo me permiten desarrollar un pedazo de todas estas 
reflexiones. Sin embargo, han sido significativas para mí; en tanto que este animal también me 
cambió. Entonces escribí esta especie de experimento. 
 
¿Por qué es que te llaman “delito”? Le pregunté. Él, el plagio, seguía sin responder. Así que 
aprendí a hablar otro idioma 
Así que me fui a buscar el único caso que parecía dar luz del plagio como delito. Además, sonaba 
jugoso: una profesora que plagiaba a una estudiante. Casos así los he visto pasar mucho y ser 
detectados por el software “antiplagio”. Y en la oficina, entre otros editores solo podemos sentirnos 
indignados, ¿cómo alguien es capaz de hacerlo? Ven, todavía moralizante.  
Necesitaba el expediente del caso para ver qué era esto que el sistema judicial penal entendía por 
plagio, ya que no era una opción simplemente seguir la línea de muchas investigaciones 
relacionadas con el tema en que sugieren mejores “citadores” y mayor indignación por esta acción, 
como algunos colegas en charlas sobre el plagio planteaban. Como mencioné antes, necesitaba 
estudiar los elementos que en apariencia movilizaban el delito; es decir, los documentos que 
albergaba el expediente, donde también circulaban argumentos que quedaban por fuera de las 
sentencias. En los otros documentos del expediente se planeaban distintas narraciones de los 
hechos, hechos que contaban otras historias que en ocasiones eran purificadas (Latour, 1992) al 
momento de que los jueces y magistrados emitían una decisión sobre un delito.  
Inicialmente traté de localizar a las implicadas en el caso, con la esperanza de que alguna de ellas 
me permitiera acceder al expediente completo. Aunque logré hablar con la abogada que defendió 
a la docente y unos breves minutos con la estudiante, la información sobre el caso que obtuve de 
ellas no fue distinta a la que ya se contaba en las noticias. ¿Quién quisiera referirse a un momento 
así de bochornoso en su vida? 
Muy ingenuamente creí que acceder a un archivo penal cerrado era sencillo por el Archivo Central 
Judicial. Pues no, me tomó cerca de un año encontrarlo. No solo los trámites burocráticos mediaban 
mi esfuerzo por encontrar el expediente del caso, sino que yo no hablaba el lenguaje necesario. 
Mis esfuerzos ya no solo consistían en saber leer un caso penal (con todos los documentos que este 
contiene) y lo que permitió que el plagio fuera tipificado como delito. También para acceder a los 
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materiales cruciales para poder desarrollar mi investigación tuve que aprender un poco cómo 
interactuar en el sistema judicial, así fuera solo con las personas que trabajaban en el sistema de 
archivo. Entonces debía aprender otro nuevo idioma, uno que me permitiera comunicarme mejor, 
hacer las preguntas precisas. Mi ventaja: no era abogada. Esto para mí, aunque me hiciera 
redundar, me permitía mantener mi escepticismo a la norma, y no dar por hecho a esa especie de 
tribu a la que quería acceder. Ha sido difícil, y tal vez no termine de abarcarlo, pero de nuevo, esto 
es limitado.  
La naturaleza del expediente es muy especial. Es el ADN de un fallo, y contiene toda clase de 
documentos que al final desembocan en la sentencia, en la decisión de un juez o magistrado. Y 
pensarlo así me hacía recordar la mesa que describía  Latour y Woolgar (1995) en “La vida en el 
Laboratorio”: una mesa llena de documentos, de inscripciones de las máquinas del laboratorio, de 
otras investigaciones que aportarían los enunciados que los científicos estaban construyendo para 
finalmente hacer un artículo. Bueno, en este caso el expediente tiene correspondencia de los 
abogados y la Fiscalía, las pruebas, los análisis de los peritos, las sentencias, las transcripciones de 
las declaraciones de los testigos e implicados. Pero mi expediente era muy distinto a este deber 
ser.  
Primero, el expediente estaba dividido en tres cajas diferentes. Los números de las cajas fueron el 
primer reto, porque dado el cambio al sistema penal acusatorio, el Juzgado 50 había dejado de ser 
“juzgado” por un tiempo, por lo que los procesos que allí se llevaban fueron archivados, incluso 
los que aún se encontraban activos.  
El archivo de un expediente lo realiza el primer juzgado que tuvo el caso, en mi caso el Juzgado 
50. Si el proceso escala a más instancias como los tribunales o la Corte, el primer juzgado envía la 
carpeta a la segunda instancia, luego la segunda a la Corte, y como esta última da la decisión 
definitiva, devuelve el archivo cerrado al primer juzgado. Pero cuando la Corte finalizó no había 
Juzgado 50, así que lo devolvió al Tribunal Superior de Bogotá, el cual fue el que archivó 
finalmente parte del proceso.  
El problema con del primer archivo del Juzgado 50 era que al ser tan antiguo los que trabajaban 
en el archivo me decían que podrían no encontrarlo, porque algunos archivos de ese grupo se 
habían dañado por las malas condiciones de las bodegas. Asimismo, al momento de archivar el 
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expediente lo habían marcado mal, pues cambiaron el nombre de la acusada, por lo que encontrar 
las cajas fue una tarea del experto de la bodega del Archivo en Fontibón.  
Así que tenía que concentrar mis esfuerzos en insistir en que apareciera el expediente que fue 
archivado por el Tribunal. Y fue así, apareció una de las tres cajas. Pero era una y esperaba que 
fuera suficiente para hacer mi tesis. Durante los siete meses que duró el desarchive trabajé en 
encontrar la sentencia del Tribunal de Bogotá, ya que en internet se encontraban disponibles el 
fallo del juzgado y la Casación. Lo principal era saber quién había sido el magistrado del caso, y 
esto solo era posible a través del relator del Tribunal. Para mi suerte el funcionario se encontraba 
haciendo su doctorado y tenía problemas para acceder a información, así que le expliqué cómo 
usar las “páginas”, lo que me hizo movilizar un aliado importante que me brindó la información 
del magistrado y el procedimiento para acceder a la sentencia. Necesitaba aliados. 
Y es que en todo esto lo importante es seguir el procedimiento, cumplir los pasos para que cuando 
te digan que todo esto es culpa del paso que no has hecho tú puedas reclamarles de vuelta y obtener 
una respuesta distinta. Así conocí el archivo de Fontibón. Y así conseguí los números de las cajas 
y la segunda sentencia. De la misma manera pude acceder por medio de derecho de petición ante 
el Archivo Central para exigir “mi derecho a la información”, documento cuya respuesta nunca 
me notificaron, por lo que cada tanto debía ir a ver cómo iba el proceso. Ya empezaba a hacer uso 
de este nuevo idioma. 
En marzo de 2019 recibí la feliz noticia de que “había aparecido” una parte de lo que buscaba. Con 
carné universitario en mano, porque solo podía acceder a mi derecho a la información si mi 
propósito era educativo según el funcionario del Archivo, pude ver las carpetas con más de tres 
mil páginas, llenas de los documentos que les comenté anteriormente. Junto a la mesa de uno de 
los funcionarios de la oficina de Archivo, es decir, bajo su supervisión, pude revisar página a 
página lo que llevaba esperando por meses. Mi expectativa era un expediente completo, pero 
encontré que faltaban varias cosas, y cosas importantes. No estaban ni la primera ni la segunda 
sentencia, no estaban las “pruebas”, es decir, la tesis de la estudiante ni el artículo de la profesora. 
Estaba desorganizado, no era fácil identificar el orden cronológico entre los documentos. Pero 
entre eso debía escoger qué iba a mandar a sacar copias, porque no podía sacar las carpetas de la 
oficina. Finalmente escogí cerca de 400 páginas; excluí cierta correspondencia de la Fiscalía, como 
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la que autorizaba la salida del país de la profesora; excluí la Casación, que ya la tenía. Quería lo 
concreto, lo que me ayudara a entender cómo se construía en este caso un delito como el plagio.  
Ahí empezaba a ver cómo el lenguaje jurídico —este saber de expertos— no solo explica el 
funcionamiento de las leyes, sino el sistema general, y cómo las palabras específicas te abren las 
puertas que necesitas (a veces). Pero, la movilización de aliados es crucial para acceder a este 
lenguaje; debes convencerlos de que eres digno de su ayuda, es decir, que ellos podrían hacer algo 
más por ti que darte el puro reporte de lo que aparece en la pantalla, porque ellos te dirán con quién 
hablar, qué procedimiento es más efectivo. A la ventanilla a la que llegaba cada quince días con 
mi formulario de desarchive llegaban otras personas con mi mismo problema, y entre todos nos 
preguntábamos cuánto llevábamos esperado: unos un par de meses, otros un año o más.  
Con este pequeño triunfo que representó tener una carpeta llena de documentos que pensaba que 
ya estaban muertos, porque el caso ya estaba cerrado, noté cómo a medida que avanzaba mi trabajo 
el caso cobraba la forma de un organismo vivo, que aún tenía rastros de evoluciones y 
metamorfosis. El expediente era valioso, porque parecía que eso era el plagio, ese plagio que iba 
a responder mis preguntas de tesista y mis indignaciones de editora. Pero la experiencia difiere 
mucho con ese ingenuo lugar.  
Los muchos ABC del plagio, y de cómo evitarlo 
Durante los meses de espera por el expediente decidí indagar qué se andaba diciendo por ahí sobre 
el plagio. Y aunque la esperanza del plagio parecía existir exclusivamente en la caja que escondía 
la “verdad del plagio” como delito, no restringí la búsqueda a un estado del arte de publicaciones 
sobre el tema, sino que asistí a varias charlas que hablaban de él. Aunque no he sido juiciosa en 
llevar la cuenta de a cuántas charlas he asistido, han sido cerca de dos años de mayor cercanía a 
un tema que genera amores y odios; una conducta que para mí está en continua disputa y llega 
incluso a ser un objeto de frontera entre diversas disciplinas. El plagio ha sido una compañía 
particular.  
Después de asistir repetidamente a charlas dictadas por distintos “expertos”, personas que hablan 
de este asunto con propiedad, financiados en su mayoría o por universidades o por softwares “que 
detectan coincidencias”, al final advertí que la narrativa era similar entre todos. ¿Plagio entre 
expertos de plagio? La dinámica era algo así: arrancaban “intentando” armar un concepto sobre el 
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plagio con los asistentes, y pongo entre comillas “intentando” porque al final llegaba una 
diapositiva con una definición ya preparada, que sorprendentemente era muy similar a la que la 
mayoría de las personas habían descrito. Luego hablaban de algunas características y enmarcaban 
los problemas de este tipo de conductas dentro del derecho de autor, siempre este último como un 
eje importante para describir por qué se consideraba que el plagio era algo que debía ser perseguido 
y castigado. Los “expertos” finalizaban con algunas recomendaciones para prevenir el plagio, 
asuntos de ética, de cómo aprender a citar y de autoría.   
Al escuchar la misma historia una y otra vez, sentía salir decepcionada de las charlas. 
Decepcionada porque siempre llegaba con la ilusión de que alguien dijera algo distinto, que 
contribuyera a mi trabajo, que al menos no se repitiera la definición de la RAE, esta última el punto 
favorito de inicio de todos y que a mí en particular me generaba zozobra. Me indignaban tantos 
lugares comunes y que no se atrevieran a innovar. Los más arriesgados conservaban los conceptos, 
pero llegaban desde los análisis semánticos que permitían a los softwares especializados encontrar 
coincidencias entre textos.  
Algo pasaba, y no solo a mí como miembro en ese momento de esta “comunidad del plagio”. 
Estábamos comprando la misma idea institucional de la ciencia. Todos estábamos ahí, centrados 
en entenderlo, en explicarlo, y yo iba a seguir la línea, ya no desde la ética del investigador sino 
desde la explicación penal que daba razón de su existencia.  
Esos lugares que veía tan comunes realmente no eran comunes. Eran una de las tantas formas del 
plagio. El delito también. La literatura era otra. Cambiaba, era distinto, no una “conducta 
desviada”, sino muchas más relaciones, materialidades y discursos. Entonces quise ver esas 
prácticas también, esos procesos invisibles desde donde emergen las denuncias de plagio, pero 
también las que lo estabilizan en ocasiones y después regresan para volver a cuestionarlo. Este 
trabajo no es una taxonomía del plagio. Es también la narración de mi experiencia con él.  
¿Qué pienso ahora del plagio?: es congruente con un delito 





Genealogía de un plagio 
He contraído el misterioso deber de estudiar el plagio. Mi solitario juego está gobernado por 
variables que han surgido en este camino inusitadamente. Primero, encuentros fortuitos y 
acordados con un concepto que encierra tantos enigmas como conciencias claras de acción para su 
prevención. He visto pasar frente a mi “pantalla editorial” textos que “coinciden” en párrafos y 
páginas extensas con otros, y cuya referencia a los originales es inexistente, tanto así que 
desaparecen la vida escrita de los “gigantes” que los antecedieron. No ha sido gratis ver con detalle 
un objeto que se arma de tantos otros documentos para existir, y que a la vez desaparece con 
facilidad al cuestionarse su intencionalidad.  
La primera vez que lo vi fue en mi alma mater mientras estudiaba mi pregrado; escuché la temible 
amenaza de que el plagio arruinaría la vida de alguien, porque era algo así como la “muerte 
académica”. Y es que cuando se hablaba en voz alta del plagio, el público se indignaba ante 
semejante conducta inapropiada. Sin embargo, cuando se conocía un caso, unos murmuraban que 
pudo ser un error, que fue desconocimiento de la norma, que no se sabía quién plagió a quién, y 
ahí empezaba a disiparse el concepto hasta quedar oscurecido en alguna especie de archivo 
disciplinar.  
También nos decían, en aquel momento en que aprendía a releer manuscritos ajenos para 
convertirlos en libros, que el plagio era una forma de robo, y que por tanto se castigaba como un 
delito par. Que “el plagio es un delito” no era una afirmación menor porque era tomar las ideas de 
otros y atribuirlas como propias, y claro, ¡qué descaro!, si es que en el texto está también “el alma 
creativa del autor” y ahora, al separarla del creador, se atenta contra el aura de la invención. Volvía 
y aparecía la palabra sobre la mesa; algunos tomaban sus antorchas para gritar “plagio” y salir 
incendiariamente a decir que es un mal que acosa a la industria editorial, que los editores debíamos 
luchar contra ello. Mientras otros, más pedagógicos frente al asunto y con sus manualitos de la 5ta 
edición de APA debajo del brazo, invitaban a charlas para encontrar la salvación y la cura a tan 
terrible mal en la correcta citación de textos, pues, decían en tono tranquilizador, “el plagio sucede 
porque la gente no sabe citar”. 
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El plagio es una empresa complejísima y dedico en este texto mis escrúpulos y años de vigilancia 
para ver cómo un hecho tan controversial llega a ser un delito. No pretendo aquí instar de fiscal 
del deber ser y decirles en tono doctrinal que “el plagio está mal, por favor, por favor, no lo hagan”, 
sino que, en aras de multiplicar su complejidad, tomo el plagio en un idioma ajeno al de los debates 
que describí en los párrafos anteriores: el de los estudios sociales de la ciencia.  
En esa misma alma mater que me hizo editora y me graduó como comunicadora social, aconteció 
uno de los sucesos “plagiadores”, para mí, más interesantes de los que se haya escuchado hablar 
en Colombia. Plagios se han denunciado en distintos lugares, y abundan cuando se estudia con 
detenimiento las hojas de vida de prestigiosos mandatarios o personajes de la vida pública. Plagios, 
se dice, han hecho ministros, escritores, periodistas, candidatos a puestos de elección pública, pero 
como el que atestiguaremos pocos1 en el país, porque este se hizo delito.  
Muchas otras veces, antes de toparme con la disputa de plagio que narraré a continuación, escuché 
decir que plagiar era fríamente definido como el “robo de ideas”. Por aquel entonces jefes y 
profesores decían que no solo un suceso de ese tamaño terminaría con la carrera profesional de 
cualquiera, sino que además implicaría enfrentarse a un proceso penal. Esta no es una advertencia 
menor cuando se piensa que alguien podría pagar con cárcel el hecho de no aplicar correctamente 
el manual de citación o tener la “pereza” de pensar por sí mismo, lo anterior considerando todo 
aquel discurso de por qué el plagio estaba mal y cómo era posible evitarlo.  
 
1 Una de las razones por las que no he podido encontrar otros casos similares es porque a partir de 2012 se creó una 
figura que se ha encargado de atender las acusaciones de plagio o demás relacionadas con el derecho de autor: el 
Centro de Conciliación y Arbitraje “Fernando Hinestrosa” de la Dirección Nacional de Derecho de Autor. Este Centro 
ofrece a los ciudadanos un espacio para entender y resolver conflictos y controversias en lo relacionado al derecho de 
autor. Estos conflictos se resuelven a través de mecanismos como la conciliación o el arbitraje, y su funcionamiento 
está autorizado también por el Ministerio de Justicia y del Derecho. Asimismo, en el Código General del Proceso (Ley 
1564 de 2012), se le asignan funciones jurisdiccionales a la DNDA para atender estas controversias de carácter civil 
y además permite que la entidad actúe en calidad de Juez de la República. Lo anterior hace que muchas de las 
denuncias, como las de plagio, sean tratadas por la DNDA directamente sin tener que ser llevadas ante un proceso 
penal como el del caso de Giraldo-Londoño. Ejemplo del trabajo del Centro en relación a la violación de derechos 
morales, y en específico con el plagio, es el Fallo 16, donde el subdirector de Asuntos Jurisdiccionales de la DNDA 
dictó sentencia de primera instancia en la que resolvió declarar culpables a Víctor Dumar Quintero Castaño y Juan 
Carlos Lucas Aguirre por la infracción al derecho moral de paternidad de Ana Bolena Carvajal Pulido, como coautora 
de la obra denominada “Obtención y caracterización fisicoquímica de harina y almidón a partir del fruto del 
chachafruto (Eritrina Edulis Triana Ex Micheli)”; en los artículos denominados “Determinación de las propiedades 
térmicas y composicionales de la harina y almidón del chachafruto” y “Determinación de las propiedades térmicas y 
composicionales de la harina y almidón del chachafruto (Erytina Edulis Triana Ex Micheli)”. Lo anterior en relación 
con la denuncia de Bolena al señalar que los acusados copiaron y utilizaron sin autorización previa apartados 
completos de su tesis de pregrado.  
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Notaba a veces, con algo de incredulidad juvenil, que con casos como los del exviceministro 
Guillermo Reyes toda advertencia de una sentencia carcelaria era en vano, porque con argumentar 
que fue un error de citación, un pequeño “desliz” del autor, toda denuncia se disipaba; al final no 
hay aparente negligencia y aquel detalle puede ser excusable gracias a la fe de erratas. Luego, al 
ejercer como editora universitaria, identificaba algunas estrategias que usaban profesores para 
atribuir como propios textos de autoría de otras personas, en ocasiones por un mal cruce de 
referencias. Yo actuaba como me dijeron mis docentes, con indignación. Me negaba a entender 
cómo la existencia de tal conducta era posible y reprochaba, con quejas que se escapaban de entre 
mis dientes, que debía castigarse con el mismo peso que se predicaba entre los salones de clase. 
Pero la respuesta continuamente era el silencio.  
Sin embargo, la historia que aquí nos reúne no contó con tal suerte. Al final nadie admitió no haber 
citado correctamente, sino que se debatió si los apartes “copiados” eran “plagio”. La alma mater 
que me educó en un principio para aprender a identificar en los textos las copias malintencionadas 
también atestiguó el hecho, y ante la investigación se dice que declaró la inexistencia de una 
conducta como el plagio en los textos que movilizaban el debate. Fue una larga disputa de cerca 
de diez años para determinar el dictamen del delito. No hubo fe de erratas, experiencia laboral, 
testigos ni otros textos precedentes que salvaran a la acusada. La jueza y los magistrados fueron 
claros en que aquella acción era digna de un castigo descrito en la Ley, porque aquello representaba 
una acción que atentaba contra un bien jurídicamente protegido y que su “dañosidad social” era 
tal que merecía ser condenada. Sin embargo, aunque era un caso sobre plagio, nadie fue condenado 
por “plagiar”. 
¿Quién plagió a quién? 
Sucedió una denuncia de plagio de una estudiante a una docente en 1997. La estudiante aseguraba 
que la profesora había plagiado su tesis en un artículo. Ambas trabajaban el mismo tema: la poesía 
de Giovanny Quessep2. Al notar el nivel de coincidencia entre ambos textos, la estudiante decidió 
ir a la Universidad Javeriana a pedir una investigación al respecto, pues ambas, tanto la estudiante 
como la docente, pertenecían al mismo departamento de Literatura.  
 
2 Poeta colombiano. Estudió Filosofía y Letras en la Universidad Javeriana y el posgrado en Literatura 
Hispanoamericana en el Instituto Caro y Cuervo.  
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La investigación de la Javeriana no concluyó mayor cosa. Realmente se trató solo de una revisión 
de tres docentes de la Facultad de Ciencias Sociales, a la que pertenece el programa de Literatura: 
el padre Luis Carlos Herrera, Jaime Alejandro Rodríguez Ruiz y Cristo Rafael Figueroa, y fue el 
primero quien no dio más lugar a la controversia, ya que para él no había razón para una denuncia 
de ese tipo. Dicen los testigos —entrevistados por la Fiscalía— que participaron en la pesquisa de 
la Javeriana que no vieron motivos para semejante acusación y que, después de leer otros textos 
publicados por la docente, sentían sorpresa de que la estudiante no hubiese citado a la profesora, 
cuando ella era una experta del campo, “una especialista en el conocimiento de Quessep”, discípula 
directa del poeta, y presentadora de sus valores en la Universidad Nacional3, “mejor dicho, era la 
autoridad para hablar algo de GIOVANNY QUESSEP” (padre Luis Calos Herrera Molina, 6 de 
septiembre de 2002. Mayúsculas originales de la cita).  
Era claro que una experta así no tenía necesidad de copiar a nadie para decir algo que valiera la 
pena sobre Quessep, porque ella misma había dedicado su vida a cultivar su experticia alrededor 
del trabajo del escritor. Sin embargo, de haber similitudes estas debieron ser un mero error, porque 
no cabía en la cabeza de los conocidos de la profesora que ella tuviese la intención de cometer una 
conducta de ese tipo. 
Rodríguez Ruiz (13 de septiembre de 2002) declaró que la denuncia de la estudiante llegó 
directamente al decano de la Facultad de Ciencias Sociales, el padre Giraldo Remolina. La 
supuesta plagiada entregó un documento donde narraba los hechos que suponían eran constitutivos 
de evidencia adicional del plagio cometido contra ella. El decano procedió a entrevistarse con las 
implicadas; él consideró cerrado el caso después de escuchar las posturas de Rodríguez Ruiz y de 
Figueroa, y posteriormente envió una respuesta a la estudiante: no existía el tal plagio alegado.  
Para Rodríguez Ruiz, las pruebas de la inocencia de la docente eran su excelente trabajo, capacidad 
de investigación y su interés por comunicar a sus estudiantes los resultados de sus trabajos. 
Además, el docente afirmaba que, desde el punto de vista académico, el saber científico y la verdad 
de sus enunciados dependen no solo de la presentación adecuada de estos, sino de la competencia 
alcanzada por la persona que formula dichos enunciados:  
 
3 De acuerdo con el expediente, la docente dictaba clases en la Universidad Javeriana y Universidad Nacional.  
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Desde este punto de vista, en la Academia las verdades requieren no solo del juego del 
lenguaje argumentativo sino de un grado de competencia suficiente, el cual se alcanza en 
la medida en que se avance en la formulación más allá del pregrado. Con esto quiero decir, 
ya desde el punto personal, que la verdad enunciada por alguien que tiene trayectoria, 
información suficiente como puede ser la de doctorado, tiene mucha más legitimidad en el 
seno de la colectividad académica. Supongo que este criterio universal le permitió al 
Decano de entonces considerar que el caso de plagio denunciado no tenía bases suficientes 
[…] Desde el punto de vista universitario es indudable que ese es un factor determinante 
de la legitimidad de la enunciación académica, pero la profesora había publicado 
previamente y ya en calidad de doctora en Literatura, es decir con la competencia 
suficiente, artículos sobre la obra del poeta GIOVANNY QUESSEP. Esas dos 
circunstancias son fundamentales para decidir su legitimidad. (Mayúsculas originales de la 
cita). 
En esta declaración era claro que no solo bastó la comparación de dos textos para determinar si 
efectivamente había plagio. Generalmente se consideraba que con cierto grado de similitud en los 
textos se podía sustentar una copia inapropiada. Sin embargo, fue evidente que para los docentes 
involucrados en la investigación habían más factores para tener en cuenta, distintos a solo evaluar 
y comparar los textos, es decir, la tesis y el artículo. Estos aspectos estaban más relacionados con 
el mundo de la academia que con, por ejemplo, la protección del autor y su obra. Este punto cobra 
mayor interés cuando la situación sucede al interior de una universidad, y más cuando, según 
Rodríguez Ruiz, los alegatos de plagio llegan a instancias judiciales (de derecho de autor). Las 
consecuencias negativas en las dinámicas internas universitarias y académicas, de acuerdo con el 
docente, lesionan las prácticas de formación de pares y de competencias, tales como desmotivar a 
los profesores a la hora de comunicar sus resultados.  
Sobre el mismo argumento descansa el testimonio de Figueroa (13 de septiembre de 2002), quien 
aseguró que la docente fue la primera en la Javeriana en interesarse por la poesía colombiana 
contemporánea en los años 80. Para él, que además fue el director de tesis de la estudiante, no 
hubo plagio sino “confluencia interpretativa”, ya que no entendía cómo se podría acusar de plagiar 
un trabajo a alguien que venía escribiendo sobre Quessep desde 1981, y más cuando los temas son 
análogos a la tesis de la estudiante, publicada en 1996. Según Figueroa, él le mostró la tesis de la 
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estudiante a la docente porque le pareció “bien” que ella conociera otro trabajo sobre Quessep. 
Ella solo lo hojeó, en la oficina del profesor, mas no se lo llevó. 
Lo extraño para Figueroa, al igual que para el padre Herrera, era que en el trabajo de la estudiante 
no había una sola cita a la docente, quien era pionera en el tema. Además, Figueroa recordó que el 
trabajo de la estudiante coincidía en muchas cosas con artículos escritos por la profesora antes de 
la publicación de la tesis de pregrado, incluso en muchas palabras y elementos que eran: la atención 
que Quessep le pone a la fantasía como la propiciadora de la poesía; y la evolución poética que se 
lograba a través de un proceso recurrente de motivos, aspecto que señaló primero la docente usando 
la palabra “precisa”, que en Quessep significa que quiere “precisar” lo que no se puede precisar. 
Estos elementos, y otros más que se detallaron cuidadosamente en la declaración de Figueroa, 
daban muestra de la indudable experticia de la profesora, la cual no podría ser solo ignorada al 
momento de que una estudiante denunciara que había sido copiada, y más cuando la supuesta 
plagiadora era autoridad en el tema en común.  
Estos testigos decían que, al estar escribiendo sobre el mismo tema, era muy probable que la 
estudiante y la docente coincidieran en infinidad de cosas, pero que lo sospechoso era que la 
estudiante “coincidiera” en lo que la profesora había escrito varias veces antes que ella. También 
aseguraban que otra opción era que la profesora olvidara poner comillas en algunas de las frases 
de la alumna, pero que igual se debía ver con lupa “cuál era el origen de todos esos valores”, muy 
seguramente haciendo referencia a la “experta”, la “autoridad”, a quien se le atribuía la autoría de 
“esos valores”, dada la “legitimidad” sustentada en su experiencia investigativa.  
Parecía que una denuncia de este tipo no era considerada algo menor por los colegas literatos de 
la Javeriana. Aunque la investigación no tuvo mayor evidencia que conversaciones entre los 
docentes y el decano, era inconcebible que este tipo de señalamientos se realizaran, y no solo esto, 
sino que su escalamiento, por ejemplo, a instancias judiciales, significaba un daño enorme para la 
docente y la estructura académica que los testigos representaban.  
Según los testigos, acusar a los profesores de hurto de propiedad intelectual era una conducta 
complicada. Para ellos el profesor entrega la totalidad de sus estudios, sus intuiciones y su guía a 
los alumnos, y estos últimos, aprovechando el conocimiento impartido, dicen que el profesor hurtó 
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elementos de su autoría. Además, denuncias de este tipo podría desincentivar la producción 
académica, es decir, la comunicación de las investigaciones de los docentes.  
La estudiante, indignada, dijo que la Universidad no tenía elementos jurídicos para tomar alguna 
decisión al respecto. Así que denunció a la docente con la Fiscalía. Y surtió efecto. La docente fue 
encontrada culpable. 
Plagio: de la academia a los titulares 
Este caso es interesante porque cuando este tipo de investigaciones —que suelen ser simplemente 
disciplinares— migran al ámbito penal, se crean todo tipo de proyecciones del problema. Amigos 
y colegas de la docente continuaban con su posición favorable sobre la inocencia de la acusada. 
Ellos señalaban que, al no ver el trabajo de toda la vida de la profesora como prueba, no quedaba 
claro si efectivamente ella había plagiado. Asimismo, alegaban que la condena no reconocía el 
trabajo como docente e investigadora que la profesora había desempeñado correctamente en los 
últimos años. Otros la defendían diciendo que eso no era un plagio sino un error de citación, y que 
el escándalo se había llevado a proporciones donde no se podía dar una postura académica de lo 
sucedido.  
Por ejemplo, Holgín (2008) publicó en Semana una columna que señalaba que la acusación no era 
clara, y que el hecho de que no se tengan en cuenta las declaraciones ni las pruebas que favorecen 
a la docente parcializa el concepto. Para ella el proceso había violado uno de los principios 
fundamentales del derecho penal: presunción de inocencia. Entre tanto, Sanín (2010) afirmaba 
que:  
Con su acto de copia inconsciente, la profesora ha contenido a la alumna. Esta a su vez 
contenía a la profesora, quien se había ocupado con anterioridad y profusión del sujeto 
Quessep. Me pregunto si las dos mujeres se disputan una primogenitura (quién dijo primero 
lo que dijo sobre Quessep; en cuál se cultivó antes la semilla) o si quieren determinar cuál 
de las dos cautiva a su autor en mayor medida. 
A lo anterior Sanín agregaba que en el debate tampoco se discutió cómo los estudiantes imitaban, 
adulteraban, traducían y traicionaban a los maestros. Con esto pone en la mesa el debate del plagio 
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como práctica en el aula, es decir, sus argumentos sientan al plagio en el salón de clases como un 
problema natural en la academia.  
Del otro lado, medios como PlagioS.O.S (2010) señalaban que la denuncia de la estudiante fue 
valerosa porque defendió su derecho de autor y con esto sentaba un precedente público en 
Colombia.  
Posiblemente algunos docentes, con cargos directivos en las universidades cometen plagio, 
pero, al ser denunciados por este tipo de hechos en las instancias universitarias, la defensa 
de cuerpo y el tráfico de influencias sepultan los casos y agotan a los denunciantes, y las 
comisiones de absolución ordenan archivar el caso. El autoreconocimiento de la calidad de 
autor original (no “autor”), la formación en derechos de autor y el valor civil (que permite 
superar temores e intimidaciones) permite a los autores originales tener la entereza y 
persistencia en la defensa de sus derechos (PlagioS.O.S, 2010). 
En otro artículo publicado en El Espectador, Ayala, Figueroa, y Gonzalez (2012) consideraban que 
el plagio era un conjunto de situaciones que se ponen en juego como el desconocimiento de las 
normas, la falta de mano dura de las instituciones y el manejo inadecuado de internet. Los autores, 
a diferencia de los demás presentados, sí intentaron definir concretamente al plagio desde la Ley, 
considerándolo como “la apropiación y la violación de los derechos de autor de la producción 
intelectual de otra persona” (Ayala et al., 2012).  
Parecía que había una indignación entre ambas partes de la controversia frente a un suceso como 
el plagio. Sin importar de qué lado se viera el panorama, el real enemigo era el plagio. No obstante, 
nadie negaba que esto era una especie de enfermedad o problema que sucedía en un lugar muy 
particular: la academia. Y si en una institución tan consolidada como la academia, uno de los 
hogares de la ciencia, existía algo tan grave como el plagio, entonces ¿quién podría defendernos? 
La respuesta fue la Ley.  
Una institución llamada ciencia 
Los testimonios aquí recogidos hablan de una forma particular de ciencia: la ciencia como 
institución, la cual tiene un conjunto distintivo de normas y valores que conductas como el plagio 
violan. Esta ciencia parece tener unas finalidades y reglas determinadas, cuyas normas son 
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legítimas por su relación funcional con el objetivo de esta institución: el avance de la ciencia. 
Procesos como los de educación permiten transmitir y socializar dichas normas institucionales, así 
como ayudan a reforzar los criterios de recompensas o castigos en los casos que se requieran.  
Se podría considerar esta postura como un ethos o “código” que regula la manera en que los 
científicos se comportan, así como los sentimientos de indignación responden a conductas que se 
distancian de dicho marco normativo. Lo anterior no solo responde a una justificación 
metodológica, sino también a un consenso en el que los científicos se encuentran sujetos a las 
normas mediante un compromiso moral con ellas.  
Esta mirada normativa es propia de la sociología de la ciencia, la cual considera la ciencia como 
una institución estratificada, donde no todos los miembros son iguales y hay un sistema de 
recompensa que promueve este proceso de estratificación porque es funcional para el avance del 
conocimiento. Desde este punto de vista, afirmaciones como las realizadas por Herrera, Rodríguez 
Ruiz y Figueroa, son evidencias de un sistema donde la docente es reconocida como autoridad, no 
solo sobre su trabajo individual, sino como parte de un consenso donde los miembros de su 
comunidad científica, sus pares, la reconocen como “autoridad”.  
En esta controversia nos encontramos frente a una serie de situaciones que, según la explicación 
de la sociología de la ciencia, son propias de este sistema normativo y de una conducta como el 
plagio, la cual rompe con la armonía del funcionamiento del ethos. Este tipo de comportamientos 
eran entendidos como “desviados”. 
Para Merton (1973) las conductas desviadas no eran un asunto exclusivo de las personas 
directamente implicadas en la controversia, sino que incluían distintos miembros de la comunidad 
científica que manifestaban, a través de sus denuncias, un alto grado de indignación moral por la 
violación de una norma social. A su vez, Merton explicaba que esta situación era prácticamente 
consecuencia de las normas institucionales de la ciencia, donde la originalidad era primordial 
(p. 293), y las disputas también concentraban respuestas frente a las conductas que violaban las 
normas instituciones.  
La originalidad representaba en cierta medida el avance de la ciencia, y para que la institución 
funcionara eficientemente sus miembros debían esforzarse por hacer contribuciones originales a 
razón del bien común, el conocimiento. Este bien común, sumado a la comunicación de los 
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descubrimientos, se formulaba como un imperativo en la ciencia que era funcional frente al 
objetivo de la institución (Gomez-Morales, 2004).  
Para abarcar esta estructura, Merton definió el ethos de la ciencia como “ese complejo, con 
resonancias afectivas, de valores y nomas que se consideran obligatorias para el hombre de 
ciencias. Las normas se expresan en forma de prescripciones, proscripciones, preferencias y 
permisos” (Merton, 1973, p. 269). De esta manera, las normas se legitimaban con base en los 
valores institucionales de la ciencia y, a su vez, se reforzaban por acciones que moldeaban la 
conciencia científica. Sin embargo, afirmaba Merton, se requería ampliar la mirada también a las 
estructuras sociales que habían brindado apoyo a la ciencia, como era considerada en muchos casos 
la democracia, dado que aportaba los espacios necesarios para el desarrollo del fin institucional de 
la ciencia que era la extensión del conocimiento certificado. Frente a lo anterior, el autor categorizó 
cuatro imperativos institucionales como componentes del ethos de la ciencia moderna: 
universalismo, escepticismo organizado, desinterés, y “comunalismo” (Merton, 1973, p. 270).  
En primer lugar, el universalismo abarcaba la pretensión de verdad sometida a criterios 
impersonales establecidos, como lo eran la relación entre la observación y el conocimiento ya 
aceptado anteriormente. En este sentido, el universalismo buscaba que el contenido sometido a 
revisión no incluyera como criterio dentro de la evaluación las características identitarias de su 
autor (raza, género, clase, religión, filiación institucional, etc.). Así, se establecía el principio de 
objetividad que excluía del escenario cualquier posibilidad de particularismo, y el relacionado con 
formulaciones de verificación que eran secuencias y correlaciones de tipo objetivo, que iban en 
contra de todo esfuerzo de imponer criterios fuera del carácter impersonal de la ciencia.  
El segundo imperativo era el escepticismo organizado, el cual funcionaba como un mandato 
metodológico e institucional, dado que la ciencia planteaba cuestiones de hecho y comprobación, 
las cuales requerían de un cuerpo certificado que verificara los resultados. Dicho esfuerzo se 
presentaba en procesos como la revisión por pares, donde el examen riguroso de la comunidad de 
expertos avala la publicación de productos derivados de investigación, en otras palabras, avalan si 
las contribuciones planteadas por un miembro de la comunidad son importantes. De acuerdo con 
Gómez-Morales (2004), este aval confiere a los textos su carácter científico, ya que la publicación 
siempre está abierta a controversia y discusión, y al final es la “comunidad de lectores 
especializados la que confiere el reconocimiento a cualquier contribución específica al usar los 
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resultados y reconocer la fuente por medio de la referencia” (p. 29. Traducción propia). De esta 
manera, se plantean formas de validación institucional, tales como los sistemas de publicación en 
la ciencia. 
Frente a este sistema de validación de la ciencia orientado el cumplimiento del objetivo 
institucional, el desinterés funcionaba como un patrón de control que caracterizaba el 
comportamiento de los científicos (Merton, 1973, p. 276). Dicho imperativo funcionaba en tanto 
los miembros habían interiorizado la norma, lo que tenía que ver con el alto grado de integridad 
lograda propia de la vigilancia comunitaria aplicada en los sistemas de validación mencionados 
anteriormente (Gomez-Morales, 2004, p. 29). Este ejercicio planteaba la responsabilidad de los 
científicos frente a otros miembros de la comunidad en la competencia por la prioridad, ya que 
también se formulaban formas de sanción frente a conductas desviadas. Este grado de 
interiorización de la norma era lo que permitía la estabilidad institucional y la ejecución de 
acciones orientadas a “contribuir la integridad del hombre de la ciencia” (Merton, 1973, p. 276). 
Por último, el “comunalismo” proponía que la ciencia era un producto de la colaboración de la 
comunidad científica y que los derechos sobre cualquier tipo de propiedad, como las patentes, no 
funcionaban sobre argumentos individuales, es decir, sobre la premisa del vínculo personal de la 
obra con el autor, sino que eran de dominio público. Lo anterior era porque el “interés” recaía 
sobre el reconocimiento y la estima de la comunidad científica.  
Ahora bien, Merton también destacaba la preocupación por ser el primero en publicar el hallazgo 
(prioridad). Al socializar los descubrimientos en artículos o libros, y al participar de las prácticas 
de citación como formas de comunicación científica, aumentaba la estima de los científicos por el 
investigador, lo que hacía imperativo hacer parte de estos procesos de publicación y difusión. Esto 
también con el objetivo de reconocer la herencia común de la ciencia, de los aportes colaborativos, 
e incluso acumulativos, de los miembros que han permitido la construcción del conocimiento 
científico. Es por este motivo que se rechazaba el interés de propiedad privada como el 
descubrimiento, como era el caso de las patentes, porque esta misma acción negaba la cooperación 
competitiva y a su vez restringía el acceso al nuevo conocimiento. Lo anterior llevaba a que los 
científicos se instalaran en dinámicas de recompensa económica, lo que contradecía el imperativo 
del desinterés. El reconocimiento del científico no se daba por medio de la “propiedad de los 
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derechos”, sino que su contribución hacía parte del dominio público de la ciencia (Merton, 1973, 
p. 294). 
Pero el plagio seguía siendo una conducta compleja desde esta perspectiva. Por ejemplo, Merton 
(1973) mencionaba la “criptomnesia” o “plagio inconsciente”, el cual tenía un componente 
“psicológico poco concebido ("inconsciente") y un componente legal-moralista ("plagio", con 
todas sus connotaciones de violar un código y la culpa concomitante)” (p. 403). Este término, 
según el autor, hacía referencia a cómo el pensamiento aparentemente creativo en el que ideas 
basadas en experiencias pasadas no recordadas se consideraban nuevas, por lo que en el caso de 
un científico su idea “original” más preciada podía ser en realidad un residuo olvidado de lo que 
alguna vez leyó en otra parte (p. 403). Asimismo, Merton hacía referencia a la “cita por 
obliteración”, en la cual era permitida la omisión del nombre del autor, debido a que determinados 
contenidos cognitivos alcanzan una alta penetración en distintas esferas. Esto se trata más como 
un resultado del reconocimiento del autor y del concepto, como lo es el caso de la gravedad con 
Newton. 
A pesar de que Merton consideraba varias posiciones como las anteriormente señaladas, la 
pregunta de un plagio como delito se diluye entre la “criptomnesia” y la “obliteración”. Más allá 
de estas perspectivas, lo importante sería encontrar las intenciones que llevan a alguien a plagiar, 
por fuera de los comunes “olvidos” o de las exoneraciones a la cita. Las regulaciones frente al 
fraude en este sentido no llegan hasta la posibilidad de encarcelar a alguien, ya que estamos ante 
una institución que es funcional a partir de sus propios sistemas de validación y control, y por 
consiguiente una figura como la jurídica iría en contravía de dicho imperativo. ¿Cómo entonces el 
plagio pasa a ser un delito? Bueno, lo cierto es que no lo es siempre, ni en todas partes. 
Buscar “explicar” el plagio desde un único lugar no permitiría construir una afirmación ESCT 
alrededor de una conducta ensamblada y propia de discursos heterogéneos que enactan el plagio 
de formas diversas; hablar del plagio desde una única posición, desde ese lugar absoluto donde los 
conceptos están dichos, y casi predichos al estilo de las diapositivas de los miembros de la 
“comunidad del plagio”, reduciría las relaciones que se entretejen alrededor de una conducta como 
el plagio. Es por esto que, como formula Latour (2005), cuando el “explicar” agota las 
posibilidades para estudiar el plagio, el “describir” cobra mayor sentido. Para ello, Latour propone 
rastrear conexiones, inspeccionar los ingredientes de ciertos lugares de enunciación, esos que 
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incluso en campos como el de los ESCT han cobrado una retórica dominante. Compro la idea de 
examinar los ensamblados, ver las controversias a través de las asociaciones que me sean posibles 
percibir, las maneras en que se resuelven y sostienen los arreglos resultado de estas disputas. En 
este sentido, para comprender las dimensiones del caso es necesario estudiar los repertorios 
argumentativos que una vez desplegados configuran versiones de la realidad, de norma, de la 
manera en que se interpreta la ley, de la configuración de la práctica y el delito, esto es, las formas 
que va tomando el plagio.  
Para ello parto de las referencias que estudian casos como el que yo me dispongo a estudiar aquí. 
Sin embargo, al revisar la literatura, el plagio era un concepto que parecía disiparse en el campo 
de los ESCT. Aunque para Merton conductas como el plagio representaban un riesgo para la 
institución científica, no habían muchos trabajos en los ESCT que abarcaran este tema en 
particular. En mi búsqueda, las preguntas sobre el plagio eran mucho más fuertes en áreas como 
la ética académica o la educación, pero allí se bordeaba el asunto desde una orientación distinta —
e interesante— a la de los ESCT, pues en estos textos el plagio era el villano por derrotar en las 
historias de los científicos. Muchos documentos instaban a trabajarlo desde la universidad, con los 
estudiantes, a evitarlo citando correctamente. Se hablaba del plagio y la autoría, el plagio como 
espacio de creación. También se estudiaba su detección, las tecnologías para identificarlo, sus 
conexiones con prácticas de producción. Estos espacios donde se daban las discusiones eran 
lugares frecuentes de visitas, de debate, de conversación. Hablaban de algo que sucedía el día a 
día, las explicaciones emergían diversas y yo seguía preguntándome cómo es que el plagio podía 
ser también un delito.  
Como mencioné al principio de este trabajo, el plagio visita muchos lugares, pero es poco 
bienvenido. Así que parte de nuestra tarea desde los ESCT es narrar nuevamente las historias para 
reconstruir los lugares de enunciación, para restituir la simetría y ver qué tan complejos son los 
roles que se han configurado históricamente (Ashmore, 2004; Mulkay, 1993). Nuevamente, para 
intentar tomar un lugar distinto sobre el plagio, aparté la vista de ciertos trabajos para centrarme 
en formas de conectar el plagio con nuevos destinos. Los estudios sobre fraude que ofrecían los 
ESCT planteaban descripciones y análisis diversos sobre casos en los que la figura del “fraude” 
adquiría una posición distinta. En este sentido, las disposiciones sobre el fraude emergían en este 
trabajo, y bajo las relaciones que invitaban a explorar, el plagio parecía tomar otros caminos. 
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Salir de la desviación para ver la controversia 
En los ESCT, los estudios de casos de fraude permiten ver estos matices frente a prácticas como 
el plagio, es decir, ciertas “conductas desviadas”. Los trabajos como los de Restrepo (1996), 
Ashmore (2004) y Pinch (1992) ayudan a entender cómo ciertas prácticas son discutidas, la 
movilidad de los discursos y la misma estructura normativa de la institución científica parece poner 
nuevamente las partes en orden. 
Ashmore estudia el caso del “engaño” de los rayos-N desde una mirada simétrica de la historia y 
reconstruyendo la retórica de Wood en la denuncia: 
 […] en el fraude científico como el error craso son constituidas textualmente las 
actividades del denunciante […]. Al intentar un análisis detallado de la estructura narrativa 
de un rasgo central de estas historias (en 'El Cuento de la Sustracción del Prisma') y de los 
propios procedimientos textuales de Wood (en 'Wood y Wood sobre Wood en Nancy'), me 
propongo describir cómo se logra el evidente poder retórico de esta paradigmática narrativa 
de denuncia. (Ashmore, 2004, p. 72) 
Ashmore comprende que en los casos de fraude científico se deben discutir no solo las acciones 
de los denunciados sino también las actividades de los denunciantes. Esto lo realiza a través del 
análisis de la estructura narrativa de la denuncia para evidenciar el poder retórico de las partes. El 
autor parte de una posición escéptica de la denuncia de los rayos-N planteada por Wood, ya que 
los documentos escritos por este movieron la audiencia al escenario y a Blondlot, quien descubrió 
los rayos-N, al papel de sujeto/idiota en vez del de experimentador. Esto sucede gracias a una 
organización de la narrativa que construye un "teatro de los ciegos". Se nos muestra un evento 
textualmente construido que no nos hubiera sido posible ver porque tuvo lugar fuera de la vista. 
Según Ashmore, la construcción textual de Wood crea una retórica donde se acentúa el efecto de 
verosimilitud de los informes y por tanto la veracidad y confiabilidad de los reporteros, es decir 
Wood.  
A pesar de que finalmente se cayó la evidencia de la existencia de los rayos-N con el trabajo 
investigativo (o periodístico) de Wood, en el trabajo de Ashmore es clara la importancia de los 
criterios narrativos en la construcción de verdad, en consolidar y estabilizar un hecho después de 
una controversia.  
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Por su parte, el trabajo de Pich (1992) hace un llamado a ver los contrastes y las negociaciones de 
a quienes históricamente se les han proclamado como héroes y villanos de la ciencia, señalando 
así una invitación a ver con cuidado cómo ciertos discursos cambian, suben o bajan dentro de 
formas específicas de contar los sucesos. Para ello se debe reconstruir los hechos desde las retóricas 
y re-narrar las historias de formas distintas. Por ejemplo, Mulkay (1993) analiza cómo formas 
discursivas se construyen en el marco de una controversia y de estos repertorios se conciben 
definiciones y fuertes conexiones entre la sociedad y la tecnología.  
Por ejemplo, Wiener (2005) analiza un grupo de controversias de historiadores para entender cómo 
en algunos casos el plagio es algo castigado públicamente y en otros, a pesar de la denuncia y las 
pruebas, no hay sanciones ni escándalos sobre moralidad ni autoría. Aunque el estudio de Wiener 
no es de los ESCT propiamente, plantea una postura interesante donde se destaca que el plagio no 
debe ser solo un asunto de normas sino de construcciones sociales, que se derivan de ciertos 
actores, conflictos de intereses, estatus y discursos que lo legitiman o deslegitiman en 
determinados contextos. 
El grupo de trabajos mencionados me permiten ver cómo se movilizan los repertorios al mirar con 
detalle las controversias. Pero también son un llamado a volver a la simetría, a volver a contar la 
historia, y ver a la vez qué pasaba del otro lado, del perdedor. Este era el problema de la “sociología 
del error”, donde no había una posición simétrica en la que también desde las ciencias sociales se 
pudieran estudiar los casos de éxito, pues tanto el error como el acierto deberían ser abordados 
bajo los mismos criterios analíticos (Bloor, 2003). 
Desde los ESCT se presta atención a los distintos discursos que se articulan alrededor de agentes 
y grupos de interés. Estas formas de volver a narrar ciertos hechos permiten ver cómo las relaciones 
construyen formas particulares de objetos y conceptos, e incluso las conexiones entre ciencia y 
sociedad hacen posibles regulaciones como las del derecho de autor.  
En los estudios de controversias presentados anteriormente, algunas conductas desviadas se 
enactan en la medida en que se crean repertorios argumentativos, en que un conjunto de conceptos 
y relaciones interaccionan para producir unas formas particulares de conocimiento. Y no solo crean 
un único objeto —como el fraude, o incluso el plagio—, estas relaciones también posibilitan la 
coexistencia de otras formas, otras explicaciones; el plagio cambia desde su lugar de lectura y en 
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esta medida va tomando formas particulares. Un ejemplo de esto es cuando se lee el plagio en 
clave de las prácticas de comunicación de la ciencia. 
Esto, por ejemplo, lo estudia Restrepo cuando analiza un caso de fraude y reparación en la 
academia, donde alrededor de una acusación de plagio se construyen una serie de discursos con 
respecto a los textos científicos, la moral del trabajo académico y de las formas de evaluación en 
ciertos contextos de la producción científica. Allí, al revisar con detenimiento a los actores y sus 
discursos, se ve cómo ciertas retóricas se aplican para reparar la imagen de la Academia 
Colombiana de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales y se genera una discusión sobre el científico 
y su papel en la sociedad. Pero más allá de la sanción de la institución científica no sucede más. 
Similar a los casos señalados por Wiener, no hay proceso legal. Parece aquí que la estructura 
normativa es la única que puede ejercer alguna forma de castigo a una desviación como esta al 
“ethos” de Merton. Es por lo que, por ejemplo, suele entenderse la evaluación por pares como el 
control primario contra casos de plagio, y, más recientemente, los softwares de detección de 
coincidencias (Biagioli, 2012). Estas medidas de revisión son recursos que previenen el mayor 
daño que causa el plagio a la ciencia que es la ruptura de la confianza en ella.  
No obstante, en el caso que aquí nos reúne, ¿qué pasa con la amenaza de que el plagio es un delito?, 
¿cómo se construyen afirmaciones como las de mis profesores en los que se condenaba al plagio 
como una conducta ilícita, como una conducta delictiva? 
Los cómplices 
Para responder a las preguntas anteriores, primero es necesario ver cómo el plagio se ajusta a una 
complejidad de otros conceptos que lo acompañan, que hacen que la práctica del plagio cambie 
desde el lugar en que se enuncia (Biagioli, 2012). Por ejemplo, Biagioli (2012) plantea que uno de 
los conceptos a tener cuenta es el de la autoría, el cual no tiene una definición estable, sino que 
desde donde se aborde funciona como una ventana para ver cómo se construyen distintas 
relaciones. En este sentido, esta autoría también es entendida desde distintas orillas, como las áreas 
del conocimiento. Por otra parte, suelen plantearse posturas distintas cuando se habla del plagio 
en la literatura (como en los textos de narrativa) que cuando se menciona la conducta en los 
escenarios de comunicación científica. Se concibe que en el caso de la literatura la “dañosidad” 
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ocasionada por el plagio recae directamente sobre la “creación” del autor, pues es allí donde se 
centra la materialidad de su creación4.  
En contraste, se ha considerado que el texto científico busca captar la “representación de la 
naturaleza”, esa que es propia del estilo heroico descrito por Pinch (1992). Se podría afirmar en 
este caso que allí no hay una “creación” humana sino una descripción de la materialidad de la 
naturaleza, contrario a la composición de un texto literario, que suele ser resultado del “ingenio 
creativo” del autor. Incluso, para Biagioli el plagio en cada parte del artículo puede ser entendido 
de manera distinta debido al grado de importancia que contienen distintos apartados dentro del 
documento. Biagioli considera que el valor del trabajo científico está más en las ideas, técnicas y 
diseño del estudio que en las palabras, en el texto que describe el procedimiento. Desde esta 
perspectiva, el artículo científico tiene grados distintos de “originalidad” y “agencia autoral”, 
porque no es lo mismo un estado del arte que los resultados y las conclusiones. 
Por ejemplo, en el caso de las ciencias sociales, Mosca, citado por Merton, señala que en este 
campo del conocimiento no se puede establecer el plagio tan fácilmente como en las producciones 
literarias, porque lo que más importa en esta área es el concepto mas no la forma (Merton, 1973, 
p. 395). En este sentido, el concepto sería esa naturaleza que se aborda, en la cual se concentran 
los esfuerzos del científico, y la forma es entendida como un elemento estético, que no posee 
suficiente relevancia al momento de proteger un texto. 
Caso similar podría pensarse en textos como las críticas literarias. Este tipo de documentos, 
similares a los que desarrollaron tanto la estudiante como la profesora en el caso de plagio que 
aquí estudiamos, también pueden ser leídos en clave de textos científicos. La diferencia es que la 
naturaleza que se analiza en un artículo o tesis que hace crítica o análisis literario es el texto 
literario al que hacen referencia, es decir, en el caso de la Javeriana la poesía de Quessep. No 
obstante, esto no significa que hereden o hagan parte del mismo sentido de autoría que se refleja 
originalmente en la poesía de Quessep, pues la creación literaria tiene una noción de autoría distinta 
al que se plantea en los textos científicos, como lo son también los estudios en literatura. 
 
4 Incluso se puede hablar de una materialidad no tangible, pues el derecho de autor protege la obra, el texto, en una 
protección de lo intangible como lo llega a ser el contenido de un libro. 
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Según Biagioli, los autores científicos buscan formas de reclamar la acreditación de su trabajo, y 
estas solo pueden provenir del dominio público; las atribuciones de originalidad, o ganancia 
económica, podrían restar valor a tales afirmaciones o impedir la verificación. En el campo de la 
literatura la situación varía: la creatividad individual es central, la cual es la misma noción de la 
creatividad producto de luchas históricas sobre la propiedad intelectual enmarcado en el enfoque 
del autor como titular, como acción individual. Es así como desde esta interpretación los derechos 
de propiedad tergiversaron la larga cadena de agencia humana que produjo una obra literaria. De 
esta manera, Biagioli distingue dos formas de autoría: la científica y la literaria. Esta diferencia 
plantea una propuesta interesante al momento de estudiar el plagio, porque el interés sobre el bien 
protegido, el texto, el intangible, cambia. Es decir, aunque el plagio como práctica no varía mucho 
entre estas formas de autoría, su “dañosidad social” sí cambia.  
En el caso de la Ley colombiana, se contemplan ambas formas de autoría dentro del derecho de 
autor y sus líneas de protección, pues estas hacen parte de la creación de una persona, aunque se 
configuren dentro de los esquemas de la producción de textos académicos y científicos. Es así 
como el autor en la ciencia no es diferente al autor en la literatura dentro del marco del sistema 
legal, incluso cuando al plagiar un texto científico no se cambie la “naturaleza” o la “verdad” que 
allí se describen. 
La autoría y el plagio son conceptos situados (Biagioli, 2012) que emergen a través de las 
relaciones que se dan a su alrededor, a las tecnologías que se articulan, entre ellas la legal. En 
consecuencia, pueden coexistir distintas prácticas y definiciones, incluso dentro del mismo sistema 
legal, porque estos dos aspectos cambian en la medida en que se ven desde otros puntos de la red.  
Este aspecto es complejo dado que, por ejemplo, los sistemas de protección son variables, y en 
ellos conjugan una serie de normativas situadas. En este sentido, el plagio puede ser visto desde 
diversas ventanas que alimentan la manera en que se hace parte de las prácticas científicas, y 
también las legales. 
Un ejemplo de esto es el contraste entre los casos estudiados por Wiener —e incluso se podría 
deducir también en relación con lo abordado por Merton— y el que vamos a abordar aquí que es 
el del plagio como delito. El trabajo de Wiener se sitúa en Estados Unidos, donde la doctrina que 
rige es el copyright, normatividad sustancialmente diferente a la legislación colombiana. Este 
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asunto no es menor cuando, en el caso de Estados Unidos, sería difícil entender una conducta como 
el plagio como un delito; en contraste, en Colombia, como ya veremos, sí lo es.  
La línea que regula todo este asunto es el derecho de autor, una normativa particular de protección 
de los creadores y sus obras. Se diferencian dos doctrinas que abordan el derecho de autor: common 
law y civil law. La primera es generalmente conocida como el Copyright, practicada generalmente 
en países como Estados Unidos. El civil law es la línea continental del derecho de autor, y es la 
que rige en Colombia. Ambas doctrinas cuentan con un fuerte componente internacional debido a 
que la propiedad inmaterial —las obras— que esta norma protege no tiene fronteras, por lo que 
los tratados internacionales son importantes para regular y devolver el control al autor sobre su 
creación. Con esto se busca que un cierto número de estándares internacionales sean aplicados por 
todos los países miembros dentro de sus legislaciones. No obstante, el ingreso de estas normas 
suele generar complicaciones y discusiones al momento de adaptarlas, pero al final se establecen 
los mínimos de protección necesarios, así como los mecanismos de observancia para hacer valer 
dicha protección. 
Ambas tradiciones buscan instaurar un incentivo a la creación, pero el enfoque económico del 
common law entiende este incentivo como un monopolio limitado, e incluso aquí el autor no 
necesariamente debe ser una persona natural, pues una persona jurídica puede gozar de los 
beneficios que traen consigo la autoría. En contraste, el civil law explica la creación desde una 
visión más personal con el autor, una especie de vínculo irrompible entre el autor y su obra. El 
civil law entiende al autor como persona física, es decir una persona natural, pues sobre esta recae 
la acción de crear referida a una actividad intelectual que supone otros atributos como aprender, 
escribir, sentir, expresar, innovar, comunicar, exclusivos su mayoría de una persona humana (Vega 
Jaramillo, 2010). De ahí que en el caso colombiano se defina autor como “persona física que realiza 
la creación intelectual […] representa la calidad de autor-propietario de una de las formas de 
propiedad privada más sagrada, como es la que se desprende del acto de creación de los bienes 
intangibles surgidos del ingenio y del talento humano” (Barreto y Peña, 2012, p. 45) 
En este último caso, el derecho de autor otorga al creador un cúmulo de facultades morales y 
patrimoniales que permiten explotar la obra de forma exclusiva e insisten que la obra “refleja la 
personalidad de su creador” (Rengifo, 1996, p. 47). De ahí que en el common law el plagio sea 
tratado de forma distinta; de acuerdo con Echavarría, en el common law el plagio se entiende 
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“como una reproducción no consentida de una obra ajena” (2017, p. 28), lo que no necesariamente 
es una infracción al copyright. Lo anterior marca un contraste con la doctrina del civil law, donde 
el plagio puede llegar a ser entendido como delito. En este sentido, las leyes de derechos de autor 
en los países de civil law —como es el caso de Colombia— otorgan mayor relevancia al mérito 
del autor y da protección al creador de la obra artística, mientras que en los países que se rigen por 
el common law conceden mayor importancia al aspecto económico de las creaciones.  
Esta situación se debe a la visión personalista de la creación del derecho de autor,  que se interpreta 
desde la naturaleza dual de la norma, la cual entiende la relación del creador con su obra de maneras 
distintivas: una que implica un vínculo irrompible dentro del carácter personal del autor sobre la 
imprenta de su creación, y otra que considera la relación de explotación comercial de dicha 
creación. Se habla en general de dos caras de la misma moneda, pues ambas partes brindan un 
espectro amplio de protección y control. Esta situación es abarcada por el derecho de autor desde 
sus dos componentes: los derechos morales y los derechos patrimoniales.  
Los derechos morales son considerados inalienables, inembargables, intransferibles e 
irrenunciables, y en virtud de estos el autor puede conservar la obra inédita o divulgarla (derecho 
de ineditud), reivindicar la paternidad de la obra en cualquier momento (derecho de paternidad), 
oponerse a toda deformación, mutilación o modificación que atente contra el mérito de la obra o 
la reputación del autor (derecho de integridad), introducirle modificaciones, aun cuando la obra 
haya sido divulgada (derecho de modificación), y también tiene derecho a arrepentirse y retirar la 
obra del acceso público, incluso después de haber autorizado esto último (derecho de retracto o 
retiro) (Dirección Nacional de Derecho de Autor, n.d.; Vega Jaramillo, 2010). Por su parte, los 
derechos patrimoniales, los que limitan la explotación económica de la obra, se dividen en los 
derechos de reproducción, comunicación pública, trasformación, distribución, y seguimiento (para 
obras artísticas) (Vega Jaramillo, 2010). 
Los derechos patrimoniales señalados son similares a los derechos que se desarrollan en la línea 
del Copyright. Sin embargo, aunque el Copyright no incluya los derechos morales como forma de 
reconocimiento de la autoría y la relación del creador con su obra en tanto vínculo personal, sí 
incluye los derechos de ciertos autores a la atribución e integridad como es el caso de las obras de 
arte visual. No obstante, en el sistema del Copyright el reconocimiento legal de derechos morales 
de autor ha tenido un desarrollo lento. En cambio, en el sistema de derechos de autor del civil law 
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los derechos morales ocupan una posición preeminente y existe una tradición de alto nivel de 
protección de tales derechos. Dicha tradición incluye tratados de corte internacional, los cuales 
cada país miembro ajusta dentro de sus términos normativos (Stern, 2013, pp. 24–25). 
La propiedad, planteada bajo la figura de los derechos patrimoniales, hace parte también del 
conjunto de prácticas que configuran el plagio. No obstante, aunque los autores puedan 
beneficiarse de los derechos que les otorgan unas formas de explotación de su obra, Biagioli señala 
que el “interés” económico sobre la obra es variable. El autor toma aquí algunos elementos de la 
estructura normativa de la ciencia propuesta por Merton para explicar que en el caso de la autoría 
científica las prácticas se centran en el reconocimiento,  en la construcción de cierta credibilidad, 
donde la atribución es un punto crítico ya que, en caso de plagio, la “dañosidad” no recae sobre la 
infracción a la Ley, sino en el nombre y la reputación del autor. 
En este sentido, el plagio puede ser entendido como transgresión a dos “economías” del 
conocimiento diferentes pero superpuestas: el sistema de citas y el sistema de mercado (Murray, 
2009). Murray considera que uno de los problemas del plagio es esta doble afectación, si lo 
pensamos dentro del sistema de producción de conocimiento de la ciencia. En las dinámicas del 
mercado, el plagio puede afectar los derechos patrimoniales de un autor al recibir beneficios 
económicos por su trabajo. Esto no es lo mismo que la piratería, sino que una persona reciba 
ganancias por publicar un trabajo que no es de su autoría. En este sentido, se podría pensar en 
prácticas ya normalizadas en la industria editorial como los escritores fantasma5. Por otro lado, el 
sistema de citas no opera de manera aislada, sino que se entrecruza con otras formas de economías 
como la del reconocimiento y el sistema de recompensas por la producción científica, que también 
están reguladas por la Ley. De hecho, la cita es una práctica formalizada en la ley de derecho de 
autor.  
Según Olsson, citado por Rengifo, la base racional de la legislación en materia de derechos de 
autor puede resumirse en los siguientes puntos: 
 
5 Las editoriales suelen contratar individuos para que escriban el contenido de libros que serán publicados bajo la 
autoría de otras personas, generalmente personalidades públicas. A estos individuos se les conoce como “escritores 
fantasma”. Generalmente, a los escritores fantasma se les obliga a renunciar a sus derechos morales, y a la posibilidad 
de reclamar de manera pública la autoría sobre la obra que ellos escribieron.  
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1. El derecho de autor tiene por propósito estimular la creación intelectual contribuyendo 
al desarrollo social, económico y cultural de las naciones; 2. El derecho de autor sirve para 
salvaguardar las inversiones necesarias para la producción de bienes y servicios en los 
campos de la cultura, el entretenimiento y la información; 3. El derecho de autor alienta la 
divulgación y la propagación de los resultados de la creación intelectual. (Rengifo, 1996, 
p. 60) 
En este sentido, el uso común de obras es necesario dado el interés social que ellas conservan. De 
ahí que dentro de la Ley se contemplen unas limitaciones al derecho, las cuales son permisos 
concebidos para los usos de las obras protegidas. De esta manera, aunque se mantiene la estructura 
de protección sobre la obra, se permite acceder a ella bajo ciertas circunstancias. Dichas 
limitaciones están fijadas dentro del derecho de autor como el equivalente de los “usos justos” o 
fair use de las obras protegidas, estos entendidos en el marco de que existe un interés colectivo 
que está por encima de las prerrogativas y derechos económicos de explotación de los titulares 
(Barreto y Peña, 2012, p. 63). 
De acuerdo con Barreto y Peña (2012), el régimen de limitaciones y excepciones parte del principio 
de la inexistencia de derechos absolutos, pues la existencia de diferentes derechos es “un 
imperativo para la vida en sociedad”. En este sentido, el régimen de limitaciones y excepciones se 
plantea frente a la premisa de que “la propiedad privada tiene una función social que, si bien 
implica derechos, también implica obligaciones” (Barreto y Peña, 2012, p. 60). 
Bajo los términos de este equilibrio y respeto de los bienes protegidos frente al interés social como 
lo son el acceso a la cultura, la libertad de expresión y el avance de la ciencia, se contemplaron 
algunas excepciones con respecto al derecho de autor: el derecho a la cita, la utilización de una 
obra para fines educativos, la copia para uso personal, las reproducciones de leyes y decretos, las 
reproducciones de artículos de actualidad, las reproducciones con fines de información y las 
reproducciones de obras plásticas ubicadas en la vía pública (Barreto y Peña, 2012, pp. 66–72).  
Las repercusiones sociales de la vulneración de los derechos de autor, por la lesividad de las 
conductas y por la importancia de estos para el “avance del conocimiento y la sociedad”, 
representan un interés como bien jurídico penal, dado que la infracción no solo compromete al 
titular o autor de la obra, sino a un conglomerado social, además de la dificultad que supone la 
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reparación de un intangible. En este contexto, el plagio es relevante por su dañosidad social 
(Echavarría, 2017, p. 72). 
El derecho de paternidad y la cita están estrechamente relacionados, ya que la segunda asegura el 
uso de la obra como bien común respetando siempre el reconocimiento de la autoría. Y es en el no 
reconocimiento y atribución del creador donde radica una de las primeras definiciones del plagio. 
Esta es una de tantas que se van configurando alrededor del caso y de la Ley. No solo se le relaciona 
con la ruptura de la relación del autor con su obra, sino también con el daño sobre un bien 
intangible, jurídicamente protegido. Es ahí donde el plagio adquiere una nueva forma, ya no solo 
la de copia, sino que también se constituye como delito.  
Para seguir la pista del caso de plagio que aquí intento narrar, de lo sucedido en la Javeriana y en 
las cortes, es necesario ver un mapa claro de un concepto que moviliza tantas posiciones contrarias, 
que se cajanegriza (Callon, 1986) con mucha facilidad. Como he venido señalando, el plagio 
adquiere muchas otras formas, pues más allá del solo acto de copiar a otro, el plagio está 
fuertemente ligado a  otros elementos y lugares de enunciación: 
El plagio (uso el término, por el momento, en su sentido general, para incluir infracciones 
de derechos de autor) no es una característica inmanente de los textos, sino más bien el 
resultado de juicios que involucran, en primer lugar, la presencia de algún tipo de repetición 
textual, pero también, y quizás más importante, una conjunción de normas y 
presuposiciones sociales, políticas, estéticas y culturales que motivan acusaciones o 
disculpas […]. Las controversias particulares proporcionan una clara evidencia de los 
criterios no textuales movilizados en las decisiones sobre plagio: el estatus y el genio 
percibido de los autores, tanto el plagiado como el plagiador; el estatus alcanzado por el 
texto plagio antes del descubrimiento del 'plagio'; los intereses de los acusadores y 
acusados; y, por supuesto, las normas estéticas y legales que dominan los distintos 
momentos de producción, recepción y juicio del texto. (Randall, 2001, pp. 4–5)  
De ahí que para estudiar el plagio es necesario ver los ingredientes que lo construyen en y alrededor 
de la Ley, en su relación con la propiedad y el autor, la Ley y las normas sociales, así como las 
tensiones que subyacen a las distinciones fundamentales entre ideas y expresión, y en última 
instancia, entre la propiedad tangible y la intangible (Biagioli, 2012, p. 454). 
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La Ley es una caja negra (Biagioli y Buning, 2018). Abrirla hace parte del proceso de conocimiento 
del plagio como delito. Las prácticas jurídicas, retóricas y las relaciones que se configuran con la 
Ley producen distintos elementos. Muchas estructuras legales se ven como espacios estables donde 
la “norma” dicta estrictas formas de hacer. Sin embargo, la realidad dista de esta figura inflexible 
de práctica, pues la Ley posibilita también ciertos instrumentos retóricos y jurídicos que 
construyen elementos complejos, como lo son los “objetos de protección jurídica”.  
Es así como la configuración de plagio como delito parte de varios aspectos a analizar. No solo se 
necesita una norma para que sea interpretado dentro del escenario legal, sino que la construcción 
de conceptos gemelos como la autoría, como se refiere Biagioli, es fundamental para describir el 
plagio como una conducta ilícita. Desde el objeto de protección hasta las limitaciones y 
excepciones a la norma han incluido dentro del mapa de descripción ciertas prácticas que atribuyen 
un estatus al derecho de autor para que las conductas contra él sean tratadas dentro del sistema 
penal.   
El grupo de discusiones que tomé como referencia para hablar sobre el plagio me ayuda a 
ejemplificar la complejidad de conceptualizar esta práctica. Y es que esta misma discusión hizo 
parte del proceso judicial, en el que los repertorios argumentativos se desplegaron para poder 
traducir los hechos, el plagio, como parte del mundo legal, un plagio muy particular construido en 
la Corte.  
El caso de la estudiante y la profesora de la Javeriana no estuvo exento de conflictos y posiciones. 
Al llamar a rendir testimonio a algunas personas, en apariencia involucradas, fueron visibles las 
distintas versiones sobre lo ocurrido. Sin embargo, al final la Ley se pronunció mediante sentencias 
que se produjeron como un objeto purificado de muchas de estas discusiones. Pero este resultado 
es producto del proceso completo, de lo que parece un consenso entre los magistrados y los jueces 
(Maldonado, 2011) por proteger un bien jurídico. Al poder estudiar un escenario más completo, el 
agregar nuevos documentos, es posible rastrear los discursos, los actores, los marcos teóricos y 
jurídicos, los aliados y las estrategias argumentativas de cada una de las partes.  
Animándome en esta tarea de estudiar el plagio, vale señalar que criterios abarcados por 
Maldonado (2011), en su estudio sobre el debate en la Corte Constitucional sobre las tres causales 
de aborto, y Beira (2018), en su trabajo sobre la controversia técnico-jurídica en torno a los riesgos 
asociados a la energía eléctrica, han sido imperativos en mi trabajo, pues ellos trabajaron 
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controversias en las cortes y su metodología para estudiar procesos legales. De acuerdo con Beira, 
un estudio de este tipo es un proceso de descripción y análisis de los sucesos, porque “la 
descripción induce la explicación, o el análisis, y de cierta manera eso es, precisamente, lo que se 
muestra que hacen algunos actores en la controversia, como veremos” (p.7).  
Asimismo, al igual que en mi caso, los documentos, el expediente, las relaciones y la Ley son 
actores protagonistas de la historia. En parte porque la descripción de estos permite producir otras 
formas de ver las controversias y ampliar el espectro analítico: cambian el lugar de la disputa, y 
hacen otras formas de narrar el suceso. Así las cosas, y buscando estas otras formas en que el 


















El mundo poético de Giovanni Quessep y el encanto de su poesía 
Cuenta el expediente6 que el “robo” sucedió sin la autorización de la autora, Rosa María Londoño, 
una estudiante de Literatura en la Pontificia Universidad Javeriana que presentó una tesis de grado 
titulada El mundo poético de Giovanni Quessep, en 1996. Meses más tarde, en enero de 1997 para 
ser más precisos, llegó a manos de Londoño, gracias a su librero, la edición número 2 del año 1 de 
noviembre de 1996 a enero de 1997 de la revista La Casa Grande, la cual contenía un artículo 
sospechosamente titulado Giovanni Quessep: el encanto de la poesía, firmado por Luz Mery 
Giraldo de la Universidad Nacional de Colombia. Y digo que aquel artículo era sospechoso porque 
habían expresas coincidencias entre ambos textos, el de Londoño y el de Giraldo. Parece que el 
encanto de la poesía de Quessep se quedó diluido en medio de la controversia de plagio. 
En la denuncia, documento esencial y parte artífice de esta historia, el abogado de Londoño señaló 
que fue grande la sorpresa cuando al leer el artículo encontró plasmada, a lo largo del texto, la 
temática sustentada en la tesis de Londoño:  
Aún más: no solo la temática; el texto reproducía sus propias palabras, sin ninguna alusión 
a su trabajo y sin dar crédito a la verdadera autora. Ni la transcripción, entre comillas, que 
indicara al lector que dichas ideas eran tomadas textualmente y pertenecían a un autor 
diferente de quien firmaba el artículo. [Denuncia contra Luz Mery Giraldo de Jaramillo. 
Artículo 51—53 Ley 44 de 1993 sobre derechos de autor] 
Y en las pruebas que la defensa de Londoño entregó a la Fiscalía, según dicho abogado, no cabía 
duda de la clara similitud y la preexistencia de la tesis antes que el artículo de Giraldo. No había 
espacio para creer que fuese un error, pues además de la comparación entre los documentos, la 
declaración de Londoño y la historia de cómo Giraldo accedió al trabajo parecían contundentes: 
hubo plagio y total intencionalidad. 
La cronología de la narración de los sucesos según la denuncia impuesta por Londoño contra 
Giraldo cuenta así:  
 
6 Ver anexo 2 con la cronología del caso. 
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1.  Rosa María Londoño Escobar elaboró, bajo la dirección del profesor Jaime García Maffla, 
el trabajo titulado El mundo poético de Giovanni Quessep, que fue presentado ante las 
directivas de la Facultad de Ciencias Sociales y Educación de la Pontificia Universidad 
Javeriana de Colombia en abril de 1996. 
2. Para la defensa de Londoño era importante resaltar que Londoño, desde época muy 
temprana de sus estudios, mostró interés por Quessep, según lo podían certificar sus 
compañeros.  
3. La investigación de la estudiante se sometió sobre los siguientes tiempos: i) el proyecto se 
inscribió en la Facultad el 25 de junio de 1995; ii) la fecha de entrega de la introducción 
fue el primero de agosto de 1995; iii) el primer capítulo se entregó el primero de 
septiembre, el segundo el dos de octubre y el tercero el primero de noviembre del mismo 
año; iv) finalmente, las conclusiones se entregaron en diciembre de 1995.  
4. El 14 de abril de 1996, el profesor García Maffla hizo la presentación oficial del trabajo a 
la Facultad. En la misma época, señala el expediente, se entregaron dos copias al profesor 
Luis Carlos Henao para la lectura de los jurados de tesis: él y Cristo Rafael Figueroa.  
5. En junio de 1996, Londoño sustentó su tesis, y la calificación de sus jurados fue una “nota 
meritoria” de 4.5 sobre 5. 
6. A Londoño no le fue devuelta una de las copias que presentó para la lectura de los jurados. 
Entonces, en junio de 1996, el director del Departamento de Literatura, el mismo Cristo 
Rafael Figueroa que fue su evaluador, solicitó a la estudiante que le prestara el trabajo para 
facilitarlo a “una persona” que deseaba tenerlo como fuente de consulta para su próxima 
ponencia, en un evento que se realizaría en Ciudad de México. Ante la solicitud, Figueroa 
le aseguró a la estudiante que ella conocería dicha ponencia y cualquier cita a su 
investigación sería debidamente reconocida. De esta manera, el director del Departamento 
acusó recibido de manera verbal, pero perdió interés en ella al enterarse de que el evento 
no estaba centrado en Quessep y le comunicó a la autora de la tesis la real temática del 
evento.  
7. Posteriormente, Londoño se enteró que quien había asistido y dictado una conferencia 
sobre Quessep como heredero del Modernismo fue la profesora Luz Mery Giraldo.  
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8. Entre los meses de julio y diciembre de 1996, Londoño solicitó insistentemente al 
Departamento y a la profesora Giraldo que la dejaran conocer la ponencia presentada en 
México. No obstante, siempre recibió evasivas de parte y parte. 
9. En enero de 1997, Álvaro Castillo, persona a la cual Londoño le compraba los libros y 
conocía sus gustos literarios, llamó a la estudiante y le dijo que en la librería tenía algo para 
ella. Ahí, Londoño recibe la revista La Casa Grande, que incluía el artículo de Luz Mery 
Giraldo. Al hojear la revista y leer el artículo Londoño detalla que muchas de las palabras 
escritas eran de ella.  
10. De acuerdo con el abogado, podría caerse en el error de decir que como el trabajo de 
Londoño era de carácter académico, y se elaboró con fines académicos, su profesora podía 
hacer uso de este sin vulnerar la ley sobre derechos de autor. Sin embargo, y para no dejar 
cabo suelto, el abogado cita que el contenido normativo declara que:  
Es permitido utilizar obras literarias artísticas, o parte de ellas, a título de ilustración 
en obras destinadas a la enseñanza por medio de publicaciones, emisiones de 
radiodifusión o grabaciones sonoras o visuales, dentro de los límites justificados 
por el fin propuesto, o comunicar con propósito de enseñanza la obra radiodifundida 
para fines escolares, educativos, universitarios y de formación profesional, sin fines 
de lucro, con la obligación de mencionar el nombre del autor y el título de las obras 
así utilizadas. (Art. 32 de la Ley 23 de 1982). 
11. El abogado de Londoño enfatiza que la revista La Casa Grande no es una publicación 
didáctica, ni se encuentra destinada a la enseñanza, ni a fines educativos, o de formación 
profesional. Además, agrega que tras la lectura del artículo publicado por Giraldo no se 
informó en el texto quién era la autora original de los comentarios ni el título de la obra 
utilizada como fuente.  
12. El abogado define en la demanda que según Delia Lipszyc, en el libro Derechos de autor 
y derechos conexos, los requisitos para la tutela penal en caso de violación a los derechos 
morales de autor son tres: i) que se trate de una obra protegida, por aplicación de los 
principios generales sobre la protección de las obras; ii) que la utilización no se haya 
afectado al amparo de una limitación del derecho de autor o de los derechos conexos; iii) 
que el plazo de protección se encuentre vigente, es decir, que no se haya extinguido el 
derecho; y iv) que la conducta de la gente se adecúe a una figura típicamente incriminada. 
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Por último, Lipszyc, citada por el abogado, señala un último aspecto importante para dar 
la estocada final a la acusada: la existencia de dolo en el agente.  
La historia, aquí narrada en gran parte en la demanda, inculpa a Giraldo a través de una narrativa 
que no deja escape a su “culpabilidad”. Primero, la tesis de Londoño fue “publicada” o sustentada 
antes de la aparición del artículo; segundo, Giraldo tuvo acceso a la tesis antes de su viaje a México; 
tercero, la similitud de los apartes era significativa para que fueran reconocidos como copias; 
cuarto, no había citas al documento original.  
De acuerdo con el Código Penal (Ley 599 de 2000, art. 21—23), la conducta que se señala es 
dolosa cuando la persona conoce los hechos de la infracción y lo que se requiere para su 
realización, y se considera dolosa la conducta cuando la realización de la infracción penal fue 
prevista como probable. Y el trabajo de este primer documento, la denuncia, fue evidenciar que 
había una clara intención de hacer plagio. 
De este modo, no había sospecha alguna en la narración de la denuncia. La producción textual de 
aquella esmerada recopilación de la evidencia dejaba en claro que Giraldo había incurrido en la 
violación de los derechos morales de autor al no reconocer la autoría de Londoño. El breve 
problema que se hubiera solucionado si la docente hubiera hecho la respectiva referencia al trabajo 
de la estudiante, dirían mis viejos amigos de la “comunidad del plagio”. Sin embargo, la denuncia 
no terminó ahí. En la diligencia de ampliación de la denuncia rendida por Londoño nueva 
información salió a la luz. Por ejemplo, lo que pasó en la Universidad Javeriana antes de que todo 
el asunto escalara a los estrados penales, incluyendo aspectos enunciados en la Introducción.. 
Ante la indignación de lo sucedido, la estudiante decidió ir a la Javeriana a hablar de la gravedad 
de lo sucedido con el decano de la Facultad. Posteriormente a un “estudio” que realizó la 
institución, la estudiante recibió una carta en la que se afirma que efectivamente lo escrito por 
Giraldo ameritaba unas comillas. Pero adicional a la carta, a Londoño le entregaron un paquete de 
otros artículos publicados anteriormente por la docente y, además, un documento anexo donde 
Giraldo declaraba que lo publicado en La Casa Grande era un manuscrito que ella tenía hacía 
muchos años sin publicar hasta el momento en que lo hizo en la revista mencionada. Esta última 
aclaración de Giraldo le pareció incoherente a Londoño, pues era extraño que una docente con tal 
trayectoria guardara un artículo durante 9 años.  
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Pero, además de señalar los hechos ya descritos por su abogado, Londoño agregó lo que para ella 
era su percepción de lo sucedido: lo que pasó fue un “plagio de ideas y un plagio de forma”, donde 
el plagio de ideas refería a un plagio de lo pensado y escrito por ella en la tesis. Además, explica 
que 
El plagio de forma es la manera de escribir lo pensado, y esa manera de escribir lo pensado 
también lo plagió la señora Giraldo. Me llama la atención la manera cómo me plagió, 
porque ella plagia algunas veces tomando la idea y redactándola con sus palabras, y en 
otras ocasiones toma la idea y la manera de expresarla de tal forma que me copia 
textualmente. También ella modifica el texto, porque toma la idea y la forma de expresarla 
cambiando el orden de las palabras o toma la idea y la forma cambiando algunas palabras 
con sinónimos o reemplazando el nombre del poema con números. Otra cosa que llama la 
atención y que a mí me parece imposible que ocurra es que utiliza los mismos ejemplos, es 
decir los mismos versos del poeta Giovanni Quessep para sustentar la idea de lo expuesto. 
[…] Por otra parte, ella al plagiar cambia algunos términos con el fin de tratar de ponerle 
un carácter personal a algo que es totalmente ajeno y que pertenece al trabajo de mi tesis. 
Un ejemplo de esto es el término POLIVALENTE, el cual es usado varias veces por 
Giraldo en el artículo y aparece en mi tesis como la MULTIPLICIDAD DEL DECIR. 
(Mayúsculas originales de la fuente). 
Esta denuncia acometió un compromiso complejísimo, no solo al detallar todos los pormenores 
que en apariencia llevaron a la acusada a realizar el delito, sino también al involucrar en ella 
conceptos y descripciones del “plagio” de tal manera que fuera indiscutible la culpabilidad de la 
docente y el acto delictivo. Pero, durante el proceso, la denuncia y evidencias descritas siguieron 
en controversia, e incluso se cuestionó si la conducta debía considerarse un delito.  
Nuevos aliados 
Las descripciones y argumentos —o al menos la gran mayoría— construidos por las partes están 
consignados en el expediente, un ensamblado de documentos de distintos tipos, todos ellos 
orientados en el quehacer penal y cumpliendo la estructura del debido proceso y la idoneidad de 
las acusaciones. El expediente de este caso era particular ya que estaba fragmentado y aún hay 
algunos elementos a los que no tuve acceso. Para mí fue preocupante ver que lo que más se 
acumulaba dentro del documento principal que reposaba en el Archivo Central Judicial eran hojas 
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de la correspondencia de la Fiscalía y los abogados de ambas partes. No estaban las sentencias de 
los jueces. Lo más grave: no había una copia de los dos documentos que nos reunieron en 
semejante tarea, ni la tesis ni el artículo. Tanto los fallos7 como la tesis8 y el artículo9 fueron 
recuperados exitosamente y acopiados en un expediente que brinda un horizonte más amplio de 
esta historia. Son el estudio y organización de todos estos documentos los que me ha permitido 
dibujar un panorama de este plagio. 
Toda la información del expediente me permite ver cómo se construye el plagio como un delito, 
pues no basta acusar a alguien de semejante acto para iniciar un proceso como el penal, sino que 
se debe comprobar que existió culpabilidad: la plena intención de ejecutar la laboriosa tarea de 
plagiar. Además, también se debía discutir cómo tal acusación debía ser castigada por una vía 
como la penal, es decir, mostrar la acción como un delito en todo su repertorio.  
A pesar de que la denuncia era detallada en tanto la cronología y descripción de los hechos, así 
como en señalar la violación y reunir una serie de evidencias, no basta interponer una denuncia 
para iniciar un proceso penal. Aunque este documento debe ser lo más preciso posible para 
demostrar la existencia de una falta grave que debe ser castigada por el sistema penal, es la 
Fiscalía10 quien investiga si la conducta descrita en la denuncia podría ser un delito. Este ente se 
 
7 La primera sentencia y la Casación las encontré en internet. La sentencia del Tribunal Supremo de Bogotá fue mi 
pequeño triunfo aprendiendo a movilizar aliados en este proceso. Aunque tuve que instaurar un derecho de petición 
para solicitar el documento, la información necesaria para redactarlo la obtuve del relator del Tribunal y la confianza 
que creamos compartiendo información esencial para encontrar documentos en repositorios subversivos de artículos 
científicos y libros.   
8 La tesis la obtuve gracias al acceso que tengo como egresada a la hemeroteca de la Universidad Javeriana. 
9 Agradezco a mi tutor por ayudarme en la búsqueda del documento y enviarme una copia del artículo. 
10 Conviene aclarar que las facultades de la Fiscalía y algunos aspectos del proceso varían debido a la normatividad 
que cobijaba el caso. Para la época en que se realiza la denuncia rige el Decreto 2700 de 1991, el cual estuvo vigente 
del 1 de julio de 1992 hasta el 24 de julio de 2001. Según Bernal Acevedo (2016) esta legislación aparece los primeros 
elementos de una tendencia acusatoria real, como el otorgar la función de investigar a una entidad diferente a los 
jueces. Esta primera separación de funciones hace que la etapa de instrucción sea exclusiva de la Fiscalía y la del 
juzgamiento del juez. El fiscal inicialmente investigaba la situación una vez agotada la instrucción, resolvía la 
situación jurídica, ordenando conminación, caución o detención, esto según el caso. Así pues, se procede finalmente 
a efectuar una resolución de acusación o la preclusión del caso. La Fiscalía formulaba la acusación y la defendía en 
una audiencia pública frente un juez. De la misma manera, en la normatividad de 1991 se estableció el principio de la 
investigación integral, “con el cual el funcionario en la investigación de los hechos tiene la obligación de investigar 
tanto lo favorable como lo desfavorable a los intereses del sindicado y de las demás partes” (Bernal Acevedo, 2016, 
p. 49). Una vez llegado el momento del juzgamiento, se habilitaba el expediente para preparar por parte de los sujetos 
procesales por 30 días hábiles antes de la audiencia pública. Bajo esta situación, las partes podían preparar sus 
argumentos para la audiencia, solicitar nulidades y pruebas que fuesen conducentes (Bernal Acevedo, 2016). En el 
caso del Código Penal de la Ley 599 de 2000 y su respectivo procedimiento penal (Ley 600 de 2000) se mantiene la 
tendencia acusatoria y predomina un sistema mixto, inquisitivo en la instrucción y acusatorio en la etapa del juicio 
(Bernal Acevedo, 2016). Bajo la legislación del 2000 parece el juez de conocimiento, quien se encarga de una 
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encarga de investigar los hechos y recolectar pruebas, de acuerdo con el marco jurídico dispuesto 
en la Ley, como lo es el Código Procedimental. A ella llegan las denuncias y en su papel dispone 
de los recursos necesarios para la recolección de pruebas. Es así como se despliegan una serie de 
acciones como las entrevistas a posibles testigos, la solicitud de estudios de expertos, y el estudio 
de los documentos que proveen las partes del proceso. Todos estos elementos se regulan dentro 
del marco normativo, ya que la obtención de la información y de la prueba debe realizarse dentro 
de la “legalidad”, es decir, siguiendo los procesos requeridos, determinando los elementos 
requeridos de acuerdo con la acusación y la conducta, entre otros factores, pues de lo contrario la 
prueba se desconoce. Todo esto supone asegurar que no hay un incumplimiento a los derechos de 
justicia, de debido proceso, ni a los derechos humanos, en tanto que, en el plano de lo justo, se 
justifica un dictamen siempre y cuando se hayan dado las condiciones jurídicas que avalen y 
acrediten su imparcialidad y el cumplimiento de la ley. 
La acusación 
Dentro de un proceso mixto, como lo es este, la resolución de acusación es la manifestación de la 
autoridad judicial con la que:  
 
audiencia preparatoria donde las partes resuelven nulidades y pruebas que se presentarán finalmente en la audiencia 
pública. Según Bernal Acevedo, las audiencias con el juez de conocimiento se perfilan más el sistema del 2000 bajo 
una tendencia acusatoria, esto debido a que al presentar las pruebas las partes pueden controvertirlas o preparar sus 
argumentos antes de ir a directamente a la audiencia pública. Aunque la Fiscalía continúa con la facultad de adelantar 
el ejercicio de la acción penal y la investigación de los hechos que puedan ser considerados como delitos, la aparición 
del juez de conocimiento sopesa la tendencia inquisitiva del Decreto 2700. Aunque en el expediente del caso de 
Giraldo y Londoño no hay evidencia de afectación en el proceso frente a los cambios de la normatividad, cabe aclarar 
que la manera en que las funciones descritas anteriormente eran ejecutadas por la Fiscalía varió con la entrada en vigor 
del Sistema Penal Oral Acusatorio en el 2004. Por ejemplo, aunque en el Decreto del 1991 y las leyes del 2000 y 2004 
se mantuviera el rasgo de que la acusación se formulara por un ente distinto al juez, en el sistema del 2004 se crea una 
nueva delimitación de las funciones de los actores que intervienen en el proceso penal: se mantiene la función 
específica del fiscal que es investigar y acusar; aparece el juez de garantías para la verificación, de manera previa o 
posterior, de cualquier comportamiento de la Fiscalía que afecte derechos fundamentales; la función del juez de 
conocimiento es específicamente cuando se deba llevar la acusación a juicio; y la participación de la Procuraduría, 
que vela por el debido proceso. Antes, el fiscal en la medida de su trabajo investigativo podía, por ejemplo, interceptar 
las comunicaciones de algún acusado sin necesidad de tener autorización de un juez. De esta manera, al llegar al juicio, 
la Fiscalía prácticamente condenaba al acusado porque no se había dado la oportunidad de controvertir las pruebas 
ante un juez, por lo que el carácter de la legislación anterior al 2004 mantenía dicha tendencia inquisitiva. Ahora la 
Fiscalía tiene la obligación de demostrar que todas las pruebas las tomó con orden legal del juez, y además debe 
evidenciar que la cadena de custodia, que es la hoja de ruta de todas las pruebas, esté sin alteraciones. Todas las 
pruebas se pueden mostrar únicamente en audiencia de acusación, y si en esta audiencia la Fiscalía no presentó alguna 
prueba, esa prueba nunca más podrá ser agregada. De esta manera, la Fiscalía solo tiene una oportunidad para presentar 
todas las evidencias recolectadas durante su investigación. Es decir, el proceso se vuelve más parejo para ambas partes 
porque el acusado puede conocer en ese momento la información que tiene la Fiscalía para acusarlo, y existe un juez 
que verifica la trasparencia de la obtención de las pruebas.  
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a) Se evalúa las pruebas allegadas en la investigación; b) se fijan los hechos fundamentales 
del proceso; c) con referencia a las pruebas, se declara la probable responsabilidad del 
autor; d) se hace la adecuada típica provisional de la conducta; e) se da respuesta a los 
sujetos procesales; f) sirve como marco de referencia para el juicio y; g) se orienta el 
debate procesal, la defensa del imputado y la decisión definitiva del juez. (Fiscalía, 29 
de marzo de 2004) 
El 14 de febrero del 2000 la Fiscalía emitió su concepto sobre la denuncia de Londoño para resolver 
la situación jurídica de Giraldo. En este documento se consideró que, de acuerdo con el Estatuto 
Procedimental Penal, entre los requisitos para proferir una medida de aseguramiento contra alguien 
está el de “un indicio grave de responsabilidad, que resultare con base en las pruebas legalmente 
producidas”.  
Bajo este requerimiento, la Fiscalía concluyó que, de acuerdo con las pruebas recogidas, era 
evidente que se había producido una violación a lo consagrado por la Ley 44 de 1993: 
Habrá que deducirse y sostenerse, que, en verdad, nos encontramos frente a la violación de 
las normas que rigen lo relacionado con la materia como de derechos de autor, por parte de 
Luz Mery Giraldo y, en atención a la actividad que decidiera desplegar, efectuando tal 
publicación, sin hacer alusión a que pertenecía a una persona diferente a ella, y por el 
contrario sosteniendo que era de ella.  
Así pues, la Fiscalía decreta medida de aseguramiento en detención preventiva contra Giraldo 
como presunta responsable de la infracción consagrada en la Ley.  
Como ya mencioné, el expediente de este caso tiene ciertas piezas faltantes entre los documentos 
que contiene, que en apariencia impedirían una cronología clara de lo sucedido en el proceso. No 
obstante, hay documentos que contienen otros, que recogen argumentos de correspondencias 
desaparecidas y que, en mi caso, me ayudan a completar los vectores faltantes la cartografía del 
caso. Un ejemplo de esto es el concepto de la Fiscalía del 14 de febrero del 2000. En este 
documento se hace referencia a correspondencia recibida por la abogada de Giraldo, así como a 
una diligencia rendida por la acusada. Ninguno de estos documentos estaba en el expediente 
encontrado en el Archivo, pero el informe de la Fiscalía reúne descripciones de los argumentos 
contenidos en ellos. El expediente se sostiene aunque le falten partes.  
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En el expediente se menciona que la Fiscalía tomó en cuenta lo esbozado por la defensora de 
Giraldo, específicamente en lo que tiene que ver con el tema de que la tesis de grado no confluye 
dentro de los parámetros o lineamientos establecidos por la norma, es decir el artículo 51 de la Ley 
44. Por tanto, la tesis no es una obra literaria y por consiguiente no está protegida, esto de acuerdo 
con la definición de obra literaria de la referida Ley. Este señalamiento inmediatamente le quita el 
estatus de protección a la tesis de Londoño, y, por consiguiente, no existe violación de un derecho, 
porque para esto su documento debía ser “original”.  
¿Original?  
Sí, “original”. 
Aunque el concepto pueda ser debatible, para la Ley dicha definición ya se encuentra establecida, 
y, en el caso del derecho de autor, el objeto sobre el que recae la protección es una creación 
original. Esto no necesariamente quiere decir que deba ser novedosa11 o innovadora; sin embargo, 
sí debe ser una obra que no consista en una copia o reproducción total o simulada de otra obra. Y 
cita así el artículo 2 de la Ley 23 de 1982: 
Los derechos de autor recaen sobre las obras científicas, literarias y artísticas las cuales se 
comprenden todas las creaciones del espíritu en el campo científico, literario y artístico, 
cualquiera que sea el modo o forma de expresión y cualquiera que sea su destinación tales 
como: libros, folletos y otros escritos.  
En otras palabras, la originalidad es el mínimo necesario para la protección del derecho, porque 
esta de cierta manera implica la concreción de la individualidad del autor; “que lleve la impronta 
de su personalidad” (Vega Jaramillo, 2010, p. 16). De ahí que la originalidad implique que la 
creación sea en sí misma distinguible de otras obras de su propio género. A lo anterior hay que 
agregar que la obra la creación debe estar en un formato reproducible.  
Hablar de que no hay un objeto de protección en la denuncia, tal y como plateaba la abogada de 
Giraldo, significa que no hay razón para activar un proceso penal. Sin objeto protegido no existe 
el delito que deba ser castigado y regulado por el Estado. Esta estrategia era formidable, porque, 
 
11 Pensemos, por ejemplo, en tantos artículos que hablan de lo mismo sin ser novedosos, pero aun así son originales, 
y que también se consideran “resultado de investigación”. Sí, aunque mi mente editora no lo entienda, parece que a 
veces “los aportes a la ciencia” son confusos y obscuros.  
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de acuerdo con lo descrito en el documento de la Fiscalía, la abogada no respondía directamente a 
los hechos descritos en la denuncia de Londoño, sino que se limitaba a argumentar que la tesis no 
se acogía a los términos de protección de la Ley.  
Asimismo, Giraldo afirmó, en su diligencia, que ella publicó el artículo porque siempre había sido 
admiradora y estudiosa de la poesía de Quessep. Además, no consideraba que en algún momento 
esa publicación fuera un plagio o una copia de la tesis de Londoño, ya que no había lugar a ninguna 
copia de la especie, aunque su artículo y la tesis hablaban de temas similares.  
Pero como ya me había anticipado en la historia, la Fiscalía no consideró ninguno de los 
argumentos de Giraldo suficientemente claros para convencer a la entidad de que no existía una 
conducta que debiera ser estudiada, inicialmente, dentro de la justicia penal. En primer lugar, en 
lo referente al problema de si la tesis era una obra protegida, en un documento anexado por la 
Fiscalía y enviado por la Dirección Nacional de Derecho de Autor, se aclara que las tesis de grado 
son consideradas como obras. Un concepto de la Dirección, el ente experto en las normativas y en 
las tipificaciones del derecho de autor, era irrebatible. Pero no solo era el experto: la Dirección es 
un organismo del Estado que posee la estructura jurídica e institucional para el diseño, dirección, 
administración y ejecución de políticas gubernamentales en la materia. La Dirección, al igual que 
la Fiscalía, era ese Estado y esa Ley, que protege y define a la obra y la originalidad. Además, la 
protección se concede al autor desde el momento mismo de la creación de la obra sin que para ello 
se requiera formalidad jurídica alguna.  
Entonces, a pesar de que se declara la inexistencia de la conducta frente al argumento de Giraldo 
de no haber copiado a Londoño, y a la vez se argumentara que una tesis no era una obra, la decisión 
fue definitiva y la Fiscalía activó el proceso penal. Además, el acervo probatorio existente 
mostraba que la conducta estaba tipificada en el numeral 3 del artículo 51 de la Ley 44 de 1993, 
que dictamina:  
Incurrirá en prisión de dos a cinco años y multa de cinco a veinte salarios legales mínimos 
mensuales:  
3. Quien de cualquier modo o por cualquier medio reproduzca, enajene, compendie, mutile 




Sin embargo, en ninguna parte del señalado artículo, ni entre los verbos que lo tipifican, aparece 
la palabra “plagiar”. En el tipo penal citado se mencionan otras alternativas que, de acuerdo con la 
Fiscalía, se aproximan a las características de la conducta que se está investigado en este caso. 
¿“Reproducir”, “enajenar”, “compendiar”, ¿“mutilar” o “transforma” son alternativas para 
“plagiar”? Y aunque se hable continuamente usando los términos de plagio o de copia, cuando se 
requiere aterrizarlo a la Ley se usan otro tipo de conceptos que son “casi” lo que sucedió. De 
acuerdo con el Código de Procedimiento, “las normas rectoras son obligatorias y prevalecen sobre 
cualquier otra disposición de este Código. Serán utilizadas como fundamento de interpretación” 
(Decreto 2700, 1991, art. 22).  
En pocas palabras, para que la Ley reconozca el hecho como una realidad jurídica y punible, este 
debe ser traducido a un lenguaje conocido para la Ley. No vale solo con que se crea que algo es 
un delito, el argumento de la denuncia debe también entonarse en clave del idioma mediante el 
cual el derecho conoce. Y en caso de que la conducta no esté exactamente tipificada, dicho 
argumento se debe valer de las normas que sí están descritas para realizar la interpretación de los 
hechos.  
Es así como lo que se señala como tipo penal en la ley citada son un grupo de verbos rectores que 
no se mencionan tan frecuentemente en la denuncia como sí se hizo con “copiar” o “plagiar”. La 
parte acusadora, junto a la Fiscalía, acopló los argumentos de tal manera que la conducta se 
asemejara a la que estaba tipificada en la norma, ya que la similitud debe ser tan clara como para 
considerarse que el tipo penal está claramente evidenciado y que por lo mismo se debe penalizar.  
Teniendo esto en claro, se procedió a una investigación más meticulosa para aclarar frente a un 
juez la culpabilidad de Giraldo. Se requería entonces un debido proceso que contemplara el análisis 
minucioso de los textos implicados en el escándalo, pues ahora se hablaba de un posible delito. 
Para ello, la Fiscalía consideró que dicha comparación entre los documentos debía ser entregada a 
un experto que pudiera determinar el grado de similitud. Además, se necesitaban más testigos, más 
personas involucradas y dejar expuesta la manera en que pudo actuar la acusada para cometer el 
plagio.  
Pero dejaré que el expediente siga hablando. Y el turno en este caso es para Luis Carlos Henao de 
Brigard, Giovanni Quessep, Augusto Pinilla y Cristo Figueroa. Los cuatro fueron llamados a rendir 
declaratoria sobre los hechos que manifestó Londoño.  
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Al primero se le preguntó por la copia de la tesis que le fue entregada, a lo que respondió que la 
estudiante no hizo la solicitud a tiempo (pasado un año de la defensa de la tesis) y por consiguiente 
la copia fue enviada Biblioteca. A su vez manifestó que no conocía lo que había sucedido, y que 
solo durante la declaratoria se enteró que la tesis de Londoño era uno de los textos implicados.  
Quessep, por su parte, dijo no tener ninguna relación con dicho “plagio”. Su vínculo con la tesis y 
el artículo en cuestión era que ambos habían coincidido en hablar de su obra, pero el poeta no tenía 
conocimiento de más información al respecto. En este sentido, no es claro el interés de la Fiscalía 
por el testimonio del poeta, ya que la relación con las implicadas no era concerniente a la situación 
investigada.  
Por su parte, Pinilla llegó a poner en duda la denuncia de Londoño al aclarar que consideraba “raro 
que una persona que llevaba más de 15 años trabajando a un escritor de tan breve registro fuera a 
copiar alguna tesis de alguien”.  
Cristo Figueroa afirmó igualmente que, al revisar ambos textos, en el momento de la denuncia en 
la Universidad, él no encontró plagio. Asimismo, él duda que Giraldo tuviese la necesidad de 
inspirarse en alguien más, y que el artículo de La Casa Grande parece más una reelaboración de 
lo que la docente había señalado en los cuatro trabajos anteriores.  
Hay una pequeña anotación: durante las entrevistas la Fiscalía fue insistente en preguntar qué 
consideraban los testigos que era el plagio. Es decir, recogió diferentes significados de lo que esta 
acción era para las personas implicadas. Por ejemplo, Henao definió el plagio como “cuando un 
autor cita literalmente a otro autor, sin proporcionar la fuente y sin dar crédito al autor original”. 
La cosa no queda ahí: la Fiscalía también solicitó que se diferenciara el “plagio” de la 
“coincidencia”, a lo que Henao respondió que “una coincidencia es cuando las ideas expresadas 
por dos o más autores coinciden en los planteamientos acerca de un tema”.  
La definición de Pinilla no dista mucho de lo planteado por Henao: “Una coincidencia es hablar 
con términos análogos de un mismo tema y un plagio es trasladar literalmente, palabra por palabra, 
una idea o una unidad de sentido completo, como digamos la oración o el párrafo”. En cuanto a 
Figueroa, este definió la conducta como “la transcripción directa de una estructura de pensamiento, 
una sintaxis y un orden estricto de ideas”. 
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Sumado a lo anterior, también mencioné la definición dada por Londoño en la ampliación de la 
denuncia, donde ella brindaba una distinción entre dos tipos de “plagios”: el de idea y el de la 
forma. Sin embargo, el de la idea resultó sospechoso en el proceso. Llama la atención que esta 
definición era una descripción de lo que Londoño consideraba que había sucedido; su explicación 
daba razón a cómo las similitudes de ambos textos no solo se reducían a las palabras escritas, pues 
abarcaban casos donde los textos no eran literalmente exactos, pero en los que se había tomado “lo 
pensando”, “la manera de pensar” y “la manera de construir el pensamiento”. 
“¡Me ha matado moralmente!” 
La defensa de Giraldo no iba a dejar pasar tan fácilmente este último concepto de “plagio de ideas” 
ofrecido por Londoño. Digamos que fue la “papayita”, porque eso de las ideas tiene unas “formas” 
muy particulares en el derecho de autor. 
Al recapitular los argumentos del lado de la acusada, en primer lugar, habían manifestado que la 
tesis era no era una obra. Por consiguiente, no había delito porque no había objeto de protección 
legal.  
Denegado.  
Luego habían dicho que Giraldo no había cometido ningún tipo de copia y menos al trabajo de 
tesis de Londoño, “que solo se refirió al tema, sin haber lugar a copias de ninguna especie”. 
Nuevamente denegado.  
Pero aquella definición de Londoño no pasó desapercibida, por lo que aparece nuevas evidencias 
y repertorios retóricos de este lado para exonerar a Giraldo del delito del que era señalada. Se ve 
aquí, a mi parecer, que con cada documento se producen nuevas descripciones, pero descripciones 
que aunque se plantean como hipótesis de los hechos, también son construcciones factuales que 
van produciendo formas de mundo, un mundo que “literalmente pasa a existir a la medida de lo 
que se habla o se escribe sobre él” (Potter, 1998, p. 130).  
El caso busca que en principio las pruebas concedan ese lugar de partida. La Ley es solo una de 
las claves para leer la evidencia que emerge durante el caso. Las pruebas y los argumentos que las 
acompañan, como las declaraciones y entrevistas realizadas por la Fiscalía, surten un efecto 
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especial en tanto aparecen. Este efecto es que nuevas lecturas de los hechos añaden o retiran 
aspectos que en un principio resultaban importantes.  
La descripción que surge en la investigación en la Javeriana se formuló de tal manera en que, 
aunque existieran similitudes entre los textos, estas no fueran suficientes para “ver” el plagio. Allí, 
en este mundo de la universidad, se construyeron argumentos que sostenían otras sospechas, como 
las dudas contra el trabajo de Londoño, y fue así también como el bagaje de la experta y el sistema 
estratificado servían de “prueba”. Ese mundo, sin embargo, no fue reconocido en el proceso y fue 
desestimado en las decisiones de la jueza y magistrados.  
El plagio cambia sus formas en relación con los testimonios y las pruebas. Cada nueva evidencia 
expone repertorios que traen consigo formas de interpretar el mundo. La denuncia de Londoño 
sobre el “plagio de ideas” es un ejemplo de esto pues funciona como prueba también de cómo 
concibe el delito para la estudiante, incluso a pesar de que sea incoherente con lo normativo. 
Aunque la Ley no entienda el “plagio de ideas” como un problema, dado a que las ideas no tienen 
protección jurídica, puede que en la prueba que se asocia a esta categoría de plagio exista evidencia 
del plagio general. Se empieza a dejar de hablar de “plagio de ideas” para normalizarlo en un 
“único concepto”. Pero como veremos, esto sigue susceptible a cambios, pues en la medida que se 
reúnen nuevos repertorios, las formas de leer los hechos, e incluso la misma normatividad, cambia. 
Y la consecuencia es clara: ser o no culpable, y en este sentido, ir a la cárcel. ¿Plagio de ideas? 
La abogada de Giraldo toma las declaraciones de los testigos que llamó la Fiscalía. Señala que 
apuntan con claridad hacia circunstancias que desvirtúan cualquier indicio grave en contra de 
Giraldo, pues muestran cómo la docente conocía mucho antes que la estudiante el trabajo de 
Quessep, y además reconocen la producción de Giraldo anterior a la sustentación de la tesis de 
Londoño. Incluso, la abogada intuye que Augusto Pinilla sospechaba de difamación contra 
Giraldo. También, los testigos entrevistados fueron llamados por la Fiscalía por solicitud de la 
denunciante, y no por la denunciada, “quien sabedora de toda inocencia, citó a los mismos que 
mencionó la señora Londoño”.  
Aquí no hay evidencia de un indicio grave, o incluso leve, de la existencia del delito, o del acto de 
copia. En consecuencia, la defensa de Giraldo pone sobre la mesa consideraciones que no habían 
sido discutidas anteriormente, pero que debían ser expuestas a la luz de una investigación formal 
ya abierta por la Fiscalía. Es ese argumento que parecía ya venir elaborándose con sutileza en la 
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acusación sobre la obra, para llegar a incluirse con mayor claridad y se sostiene en todo el proceso 
por parte de la defensa de Giraldo, la cual multiplicó sus argumentos, ahora redirigidos con 
tenacidad que llega hasta a mofar lo diáfano de la acusación. La abogada corrigió y desgarró partes 
de los hechos para decir que las descripciones del “plagio de ideas” de Londoño no tienen sentido 
alguno a la luz del derecho. Aquí las consideraciones: 
La Ley 23 de 1982, artículo 6, dice con absoluta nitidez: “Las ideas o contenido conceptual 
de las obras literarias, artísticas y científicas no son objeto de apropiación. Esta ley protege 
exclusivamente la forma literaria, plásticas o sonora, como las ideas del autor son descritas, 
explicadas, ilustradas o incorporadas en las obras literarias, científicas y artísticas” 
Igualmente, en la misma ley 23, el artículo 232 señala: “incurre en prisión de tres (3) a seis 
(6) meses … quien (…) En relación con una obra o producción publicada y protegida (…) 
y sin autorización del autor, artística o productor, o de sus causahabientes, la inscriba en el 
registro, o la publique por cualquier medio de reproducción, multiplicación o difusión, 
como si fuera suya o de otra persona distinta del autor verdadero o con el título cambiado 
o suprimido, o con el texto alterado dolosamente”. 
De lo anterior queda claro: a) Las ideas no tiene dueño, de modo que nadie puede alegar 
que son suyas ni pretender que otro se las robó o plagió; b) Lo que la ley protege es la 
forma y nada más; c) Solo puede existir plagio en términos de forma y nunca de contenido 
conceptual. 
Para mí, lo que se manifiesta es otra manera del ver al plagio. Lo curioso es que esta no se parece 
en nada a lo que me contaban los profesores cuando hablaban de lo textual del robo, es decir, de 
las palabras que se toman sin citar. Y también encuentro llamativos todos los conceptos que se 
producen de lo que en apariencia es una misma acción; y aunque no todos cohabitan de manera 
sincrónica y coordinada, e incluso se contradicen hasta cierto punto, van produciendo unas formas 
particulares de acercarse al problema. Entonces, en el caso de lo que acabé de citar, parece que el 
“plagio” descrito por Londoño no se ciñe a la nueva interpretación de la abogada de Giraldo.  
No se ciñe en parte porque ya no es un delito, porque las pruebas concretas, es decir los textos de 
la tesis y el artículo, no muestran copia de la forma sino de “similitudes” entre las ideas expresadas, 
y en parte también porque están hablando del mismo tema y autor. De ahí que, aunque se entienda 
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la tesis de Londoño como una obra, el delito solo sucede si esta se inscribe como propia en el 
registro de la Dirección Nacional de Derecho de Autor. También hay delito en la conducta de quien 
publique una obra de un tercero y la haga pasar por propia; o quien publique una obra como si 
fuera de una persona distinta al autor verdadero. Asimismo, comete delito quien publica una obra 
pero con un título cambiado; o quien la publica así sea con su título verdadero —aunque no firme 
que es suya o de otro— pero con el texto alterado dolosamente.  
Dada esta descripción, la defensa de Giraldo desmonta hasta cierto punto los argumentos de la 
demanda y de la Fiscalía, ya que plantea que, de acuerdo con la norma citada, no hay delito 
relacionado con los hechos narrados por la parte acusadora. Además, la defensa retoma el 
planteamiento de la “idea” para nuevamente declarar que en este caso tampoco hay objeto de 
protección por la Ley, como en un primer lugar lo hizo al decir que la tesis no era una obra.  
De acuerdo con el expediente, Londoño aseguró que la gran mayoría de lo que hizo Giraldo 
correspondía al “plagio de ideas”, ya que también afirmaba que en el artículo de Giraldo no se 
usaban exactamente las mismas palabras, sino que se cambiaban ciertas expresiones y se 
reemplazaban por sinónimos. Por eso Londoño fue enfática en que era imposible que dos personas 
coincidan tan claramente en lo pensado sobre un tema.  
En las pruebas se encontró que había ciertas similitudes entre los textos, algunas como las describe 
Londoño. Sin embargo, hacer las mismas citas sobre el autor no implica una conducta que vulnere 
los derechos ni de Quessep ni de Londoño, y dado que estaban estudiando al mismo autor, era 
posible que tanto la estudiante como la docente coincidieran en usar los mismos recursos de trabajo 
de Quessep. Es así como para la defensa no se puede alegar plagio cuando la persona acusada está 
usando palabras diferentes, sinónimos, palabras diferentes o similares. Eso, en palabras de la 
abogada, es todo lo contrario al plagio. 
Ahora bien, en este documento de defensa el argumento no se cierra con solo con los enunciados 
que respectan a lo que no es plagio o lo que es un delito en el marco del derecho de autor. También 
se brinda un concepto de lo que puede verse como plagio de acuerdo con las referencias que se 
han traído como evidencia; es decir, los artículos de la ley citados y la interpretación que la defensa 
hace de estos. Conforme a la perspectiva de la defensa, la copia textual podría ser plagio y verse 
como un delito, puesto que se refiere a la forma, justamente lo único que puede ser plagiado al 
contrario de las ideas.  
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Sin embargo, en este caso hasta el momento se ha hablado de algunas palabras y expresiones 
sueltas en las que ambas autoras coinciden, pero que nunca están en el mismo orden. Además, se 
explicó la razón de la coincidencia en los estilos y en las ideas: tanto la denunciante como la 
denunciada están o estuvieron vinculadas a la misma universidad, donde ambas aprendieron, 
usaron y manejaron el mismo lenguaje literario, tal vez propio del entorno académico de la 
Facultad, o también del autor que ambas estudiaban. Al estar en este lugar en común pudieron 
nutrirse de “forma de expresarse”, del lenguaje propio de una escuela, que se reproduce entre 
estudiantes y profesores del departamento de Literatura; el mismo que se comparte en clases, en 
pasillos, entre los textos que se producen, con palabras iguales o similares, tal como suele suceder 
también en algunos ámbitos profesionales. Estudiante y docente incorporaron para sus análisis 
tanto el lenguaje propio de la institución como del poeta, recopilando y reproduciendo en sus 
creaciones terminologías heredadas.  
Nuevamente no nos encontramos ante un caso de plagio, sino frente a una gran coincidencia propia 
de un lugar, un autor, y un tema en común. Para la abogada usar palabras o expresiones sueltas 
parecidas o iguales no se puede considerar plagio, porque de lo contrario “todos los seres de este 
mundo nos estaríamos plagiando unos a otros a cada instante y estaríamos todos en la cárcel”.  
Esta discusión sobre las maneras en que existe o podría existir el plagio ha sido larga y abundante 
en la literatura, en especial en lo que se refiere a los estudios de narrativa y retórica literaria. Se ha 
afirmado incluso que el plagio no existe como una forma de delito en contra del autor y su obra, 
porque la producción de conocimiento y cultura de la humanidad es compartida; que las relaciones 
creativas son extensas y por consiguiente hablar de “originales”, donde no hay una similitud amplia 
entre distintas obras, es impensable. Incluso, se habla de intertextualidad o inspiración en casos de 
similitudes entre textos, como se han discutido en casos famosos como el de Gabriel García 
Marquéz y su libro Memoria de mis putas tristes, donde se acusaba al nobel de plagiar La casa de 
las bellas durmiente de Kawabata. Frente a estas posturas, ¿qué tiene de diferencia el plagio de la 
“inspiración”, o de los usos lícitos de la tradición, o de la cita de fuentes? Estas preguntas fueron 
claves, no solo dentro del caso estudiado sino dentro de mi reflexión alrededor del plagio, porque 
las prácticas que lo producen están lejos de ser exclusivas de lo que aprendí en mi alma mater o 
en mi oficio editorial. 
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Sin embargo, sospecho por qué mis profesores hablaban del plagio y las copias sin nunca hablar 
de que este tipo de situaciones se presentarían, sin ser dolosas necesariamente. Supongo también 
que cuando amenazaban tajantemente a sus estudiantes con la cárcel tampoco se imaginarían que 
semejante promesa se hiciera realidad. Pero lejos de poder negociar de nuevo con ellos, lo que 
intento aquí es no asentarme en los lugares comunes, como establecer una cátedra del plagio o de 
cómo evitarlo, finalmente de esas hay muchas y todas prácticamente iguales. Entonces, ¿qué hace 
este caso distinto? Que fue delito y estamos aquí para presenciarlo desde esta perspectiva de los 
estudios sociales de la ciencia.  
El expediente, la materialidad que me permite entrar un poco a las entrañas de lo sucedido, aporta 
la evidencia de las negociaciones entre los distintos actores del proceso. Todo debía quedar con 
soporte, no solo las sentencias, sino la correspondencia, los alegatos y las pruebas. El debido 
cumplimiento del proceso, además de aportar diversos documentos que van armando el caso, 
también permite que se dé lugar a diversos argumentos que van produciendo no solo el caso en 
concreto sino los hechos. Incluso, aunque el delito no se encuentre expresamente descrito en la 
ley, dentro del marco del procedimiento legal y técnico, se permite hacer múltiples traducciones e 
interpretaciones de los sucesos, que desmontan o recrean gravedad y circunstancias de los hechos, 
y que finalmente le dan vida al delito.  
Sin embargo, aunque ese “debido proceso” sea de alguna manera receptivo a las interpretaciones, 
también es limitado en tanto que es aceptado para tener en cuenta. La Ley conoce unos idiomas 
concretos, y los argumentos deben venir diseñados de tal manera que puedan ser escuchados y 
tenidos en cuenta por un juez. Y al final, todos estos recursos retóricos e interpretativos se 
estabilizan en lo que se ajuste a la norma, y también en lo que considere el juez considere que es 
el mejor acercamiento al lenguaje de la Ley.  
Por eso es importante pensar en cómo en la abogada de Giraldo producía una nueva narración de 
los hechos, incluyendo una explicación amplia de cómo es que podrían haber sucedido las 
similitudes. Un plagio distinto al denunciado, y tal vez ni siquiera un plagio. 
Este último argumento se valía del derecho de autor para explicar la no protección de las ideas. 
Sumado a esto, la abogada de Giraldo argumentó que al no coincidir ambos textos ni siquiera en 
una unidad de sentido completa, sino en algunas expresiones similares, no se puede hablar de 
plagio, porque no habría plagio de conceptos. Para ella, plagiar consistía en apropiarse de la forma 
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de la obra, y esto era pensar la obra como una unidad. Por consiguiente, ni palabras ni expresiones 
que aparecen en la obra constituyen una acción delictiva. Según la defensa, en el caso denunciado 
no había plagio, “sino una exagerada creencia de alguien que imagina que la han copiado. No 
existe delito, sino exageración de apreciación. Como acusar de homicidio a otro porque ¡me ha 
matado moralmente!”.  
Expertos del plagio. Peritos y peritajes 
Enunciados como los planteados por la defensa, como el de la inexistencia del delito, plantean 
formas particulares de entender la Ley. Los argumentos de ambas partes —Londoño y Giraldo— 
buscan respaldar la existencia o no del delito de acuerdo a su interés particular, y conforme a esto 
narran los hechos. En este sentido, el derecho de autor es sujeto de retóricas variadas. Bajo esta 
perspectiva, la Ley no se entiende como como un artefacto argumentativo estable, sino que es 
flexible a los repertorios de quienes intervienen en el debate. 
Ahora bien, ¿cuál es el propósito de preguntarse si en los hechos descritos hubo o no plagio? Ayuda 
a entender cómo aunque lo jurídico es limitado en su lenguaje y en sus efectos también es amplio 
en la medida en que permite una producción retórica a su alrededor, la cual integra a sus marcos 
interpretativos, como las leyes, nuevas realidades jurídicas tales como el plagio.  
En este sentido, en el expediente se va creando un mundo literario, unas descripciones del plagio 
se van traduciendo a lo jurídico, incluso a pesar de que algunas de estas provengan de otros campos 
de estudio como la literatura. Sin embargo, las descripciones se deben plantear de tal manera que 
coexistan con las prácticas del derecho y la estructura normativa, y así con las maneras en que el 
derecho conoce. Y el derecho conoce también a través de sus materialidades; los documentos que 
constituyen ese expediente.  
Pensemos por ahora en el expediente como un organismo vivo. Tiene una vida mientras el caso 
sigue en proceso e incluso después de él. Se podría decir que una vez cerrado es disecado, y que 
en él se queda la materialidad de lo que alguna vez existió. No obstante, no es así, porque ya una 
vez el derecho conoce, es difícil que olvide: el delito sigue respirando, y ya se conoce un poco de 
su anatomía. Pero para conocer y caracterizar este organismo se requiere de expertos que sepan de 
morfología, que la comparen con lo que existe en la literatura, en las colecciones. Lo bello de esto 
es que tal vez se pueda descubrir una especie nueva. 
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Imaginemos el plagio como un animal que siempre ha estado en apariencia a los ojos de todos. 
Hemos hablado de él una y otra vez. Lo hemos señalado en múltiples casos y especulábamos sobre 
las consecuencias de hallarlo en algún texto. Pero era fácil confundirlo con otras especies como el 
“error de citación”, y más cuando su aparente avistamiento terminaba con la tipificación de una fe 
de erratas.  
Muchos alarmaron al sistema hablando de haberlo visto, pero muchas de estas observaciones —o 
acusaciones— se esfumaron por distintas razones que desestimaban la evidencia de que tal animal 
hubiera sido visto en un texto en específico. E incluso, el plagio se escondía bien en medio de las 
investigaciones que trataban de hablar de su morfología, la cual cambiaba entre los casos. Parecía 
que todos lo veían, pero no lograba llegarse a un acuerdo de cómo era o cómo lucía, de su 
ecosistema o demás. Sin embargo, el caso de Londoño y Giraldo fue distinto, porque tenía un 
componente importante: un experto en plagio.  
Hay que llamar al perito 
El experto en este caso debía determinar si el texto de la publicación que aparece en la revista es 
igual o idéntico en todas sus formas y características, hasta el punto de constituirse en una copia o 
plagio de la referida tesis. Se debía entonces confrontar o cotejar los señalamientos efectuados de 
uno o de otro campo; había que observar y describir las particularidades, frases, oraciones y 
párrafos mediante el estudio de ambos textos. Y ante la complejidad del tema que se investiga, la 
Fiscalía se vio en la necesidad de decretar una prueba pericial con el propósito de obtener un 
concepto técnico autorizado, es decir, un análisis de un tercero que no fuera parte de la 
controversia, pero que tuviera la “autoridad” para emitir un veredicto sobre la acusación de plagio 
al estudiar ambos textos a la luz de su experticia.  
Para esta tarea se necesitaba alguien que acreditara la suficiente experticia para identificar si hubo 
plagio. La Fiscalía solicitó el desglose de los textos y documentos a la dirección seccional del CTI, 
sección Criminalística, “con el objeto de practicar sobre ellos el estudio de expertos que permitirá 
determinar la existencia o no del ilícito que se investiga en el proceso de referencia. Se trata, en 
concreto, DE LOS TEXTOS DONDE APARECE EL SUPUESTO PLAGIO Y CUYA 
COMPARACIÓN PERMITIRÁ ESTABLECERLO, EN CASO DE EXISTIR” (mayúsculas 
originales del documento).  
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Sin embargo, había limitaciones para emitir un concepto preciso frente a ambos textos. A pesar de 
que el técnico criminalístico determinó que había una equivalencia entre algunos de los 
componentes de ambos documentos, este consideró que no podría ofrecer un dictamen, debido que 
“sobre su esencia o contenido intrínseco, no es mi competencia llegar a la conclusión franca e 
incontrovertible de plagio o no de la referida tesis” (documento del 7 de abril de 2000). La 
experticia del perito grafóscopo12 se limitaba a emitir juicios de “identidad” del documento, es 
decir, revisar documentos y confrontarlos para determinar particularidades en las artes gráficas y 
cinéticas de la manuscritura, tales como alteraciones, imitaciones o simulaciones. 
Por lo anterior, la recomendación del técnico fue sugerir que el estudio y la valoración del posible 
plagio lo efectuara un experto en literatura. Es así como el caso llega a manos de un miembro del 
departamento de literatura del Instituto Caro y Cuervo, un experto, aunque no precisamente en 
plagio, que se esperaba determinara con precisión el grado de similitud entre los textos y si esta 
era suficiente para asegurar la copia.  
Tras el trabajo inicial del CTI, la descripción de la tarea se hace más específica: se le describe la 
tarea al experto y se enfatiza en el análisis de un grupo de párrafos donde la similitud fue evidente 
para el primer técnico en criminalística. Se solicita observar con detalle los párrafos ya marcados 
en la tesis y en el artículo para determinar si la similitud es textual, aunque se aprecie en estos un 
cambio de orden y uso de palabras sinónimas; que aquel nuevo perito viera con la experticia propia 
la página 123 de la tesis frente a la página 35 porque ahí, se intuía, había similitudes sospechosas 
debido al uso de sinónimos; que en la página 128 de la tesis y en la 36 de la revista se apreciaban 
cambios en el orden de la exposición pero con los mismos ejemplos, palabras y sentido; que en la 
página 131 del texto de la estudiante y en la 38 del artículo de la docente se percibía que solo se 
omite una frase de la tesis “en su libro la Muerte de Merlín”, y además solo hay una adición de un 
párrafo (Fiscalía, 29 de mayo de 2000). 
Las descripciones sobre los documentos se hacen más agudas. Ya no solo se sustentan en las 
pruebas recolectadas al principio del proceso por el apoderado de la parte civil en la demanda, sino 
que el trabajo de la Fiscalía se ha ido perfilando a una investigación más detallada. No basta con 
una revisión completa de los textos, se debe ser enfático que son ciertos apartes los que han 
 
12 Experto en realizar peritaje caligráfico que busca comparar documentos y determinar falsificaciones. 
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generado mayor duda: hay un nivel de particularidad en la conducta que se investiga que parece 
camuflarse de maneras diversas, que usa herramientas textuales para diferenciarse, y que es visible 
no en la complejidad del entramado total del documento, sino en ciertos fragmentos, unos 
sospechosos que empiezan a tomar el protagonismo. 
El protagonismo de estos fragmentos o “apartes” está en que parecería que son prueba, pero su 
especificidad debe ser leída en clave de un personaje con el conocimiento para identificar las 
sutilezas del detalle; comparar y encontrar que una idea adquirió formas extrañamente familiares, 
y como las ideas sí pueden ser compartidas, la manera de declarar un plagio es ver esa forma 
común. Es entonces cuando asignaron la revisión a Jaime Bernal Leongómez, reconocido 
académico en literatura y lingüística adscrito como investigador del Instituto Caro y Cuervo.  
Sin embargo, la experticia de un perito en un proceso penal no es solo reconocida por la trayectoria 
académica del experto. Se requieren algunos elementos del orden legal para que la opinión del 
perito pueda ser traducida a un dictamen pericial. Es ahí donde Bernal falló.  
Posterior al dictamen pericial de Bernal, la parte civil objetó el trabajo del perito. El argumento 
era que este cometió un error grave, posición que compartió la Fiscalía: “El informe de Bernal 
Leongómez carecía de las características de un dictamen pericial, por ausencia total de método 
efectivo para alcanzar los resultados requeridos, además de parecer más una defensa de la 
sindicada que una ayuda a la jurisdicción” (15 de noviembre de 2002).  
Por su parte, la defensa de Giraldo considera que el dictamen de Bernal fue correcto, ya que en 
este al parecer favorecía a la acusada. En la correspondencia del 20 de julio de 2000 el abogado de 
Giraldo reiteraba su solicitud de la revocatoria de la decisión mediante la cual se resolvió la 
situación jurídica de la sindicada y se dictó medida de aseguramiento. Lo anterior dando razón al 
concepto del perito, quien dice que los textos analizados no son iguales e idénticos, “de manera 
que tampoco son uno y el mismo texto, aunque exista similitud de ideas y tratamiento del tema y 
en el caso de seis (6) párrafos haya coincidencia de trozos de frases”. Además, la defensa de 
Giraldo aclara que, bajo este argumento, no se encuentra una unidad de sentido completo enteros, 
sino algunos fragmentos de frase. Es decir, al no ser una forma concreta, una “unidad de sentido 
completa”, la forma, esa que era protegida por la Ley, volvía a deshacerse, en una idea, una frase, 
un fragmento desconectado de una totalidad que le acreditaría la calidad de obra, la calidad de 
objeto protegido.  
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Sin embargo, la prueba, el dictamen de Bernal, no fue tenido en cuenta para el cumplimiento 
proceso, mas no desapareció del mapa. Regresó como prueba de la defesa de Giraldo, ya no solo 
en forma de un concepto sobre la similitud de los textos, sino también como muestra de un 
problema procedimental, aspecto que podría considerar un juez y jugar a favor de la inocencia de 
la acusada.  
Hacer valer la experticia 
He hablado antes de la importancia del problema de cómo el derecho conoce. Y una de las formas 
en que lo hace es por medio de los peritos. ¿Dónde encontrar un experto de este tipo que cumpla 
con los requerimientos normativos de la Ley? De acuerdo con el Decreto 2700 de 1991, artículos 
264 y 266, en los casos que se requiera la práctica de pruebas especiales, como tecnocientíficas o 
artísticas, el funcionario decretará la prueba pericial, y designará peritos oficiales —estos no 
requieren juramento ni posición para ejercer su actividad—, y en caso de que no se encuentren 
peritos oficiales para realizar la tarea, un perito designado por nombramiento especial tomará 
posesión del cargo —en este caso sí se debe hacer juramento y explicar la experiencia que tiene 
para rendir el dictamen—. La persona encargada de dicha investigación deberá recolectar y 
documentar la evidencia que resulta derivada de su actuación, esto para dar informe al funcionario 
judicial de las acciones requeridas para emitir el concepto final.  
Los análisis de las pruebas realizadas por un perito, propio o externo del campo judicial, que se 
encuentre dentro de los parámetros establecidos para asumir dicha tarea son importantes en un 
caso dentro del sistema penal. Ellos actúan bajo el criterio del conocimiento específico en un área 
y emiten un concepto sobre un hecho con base en las pruebas. La autoridad de estos expertos se 
da no solo sobre su experticia sino bajo el cumplimiento —nuevamente— del debido proceso. No 
es menor que deban realizar el procedimiento requerido para el caso, como lo es el juramento y la 
autorización de un ente judicial, como la Fiscalía, para que el dictamen emitido tenga validez como 
prueba. Los expertos, en determinados espacios, necesitan de redes de legitimación que acrediten 
su conocimiento experto.  
El perito no solo se encarga de identificar, dentro de lo solicitado por el ente judicial, si existe 
evidencia relacionada con algún acto delictivo entre las pruebas: su testimonio también es una 
prueba. Finalmente, lo que se necesita de estos expertos ante un proceso penal es la capacidad de 
evaluar cuerpos heterogéneos de conocimiento y ofrecer opiniones equilibradas, basadas en una 
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comprensión menos que perfecta, sobre cuestiones que no se encuentran dentro de la competencia 
disciplinaria precisa de nadie (Jasanoff, 2012, p. 152). 
El perito es a la vez experto y testigo: no necesita estar presente cuando los hechos sucedieron, 
pero se le otorga la autoridad suficiente para hacer parte del caso como experto y su criterio es un 
argumento fuerte en el proceso. Sin embargo, esta movilidad es limitada, pues su experticia 
también se encuentra dentro del mapa de posibilidades que admite el sistema penal, y como 
veremos más adelante, su concepto puede verse entredicho cuando no se han cumplido los 
requisitos mínimos que lo acrediten como perito. Frente a lo anterior, “la autoridad de una 
experticia siempre depende del escenario en que esta se pone en escena y de las cadenas de 
interacciones que este contexto supone” (Maldonado, 2011, p. 50). 
De esta manera, los criterios para que sea tenido en cuenta el dictamen, para que el “derecho” lo 
reconozca como prueba, son la idoneidad del perito, la fundamentación técnico-científica que 
sustenta el dictamen, el aseguramiento de calidad aplicado, el sistema de cadena de custodia sobre 
las pruebas entregadas, y los demás elementos probatorios que obren en el proceso (Art. 273). La 
estandarización del “debido proceso” hace parte de los criterios jurídicos mínimos para avalar los 
hechos y la experticia también debe ceñirse a dicho marco normativo, pues la solidez del 
procedimiento, así como la metodología, ayudan a construir la credibilidad del experto en un 
espacio donde todo es puesto en duda. En dado caso que el dictamen no cumpla, como sucedió en 
nuestro caso, con la fundamentación técnico-científica, se puede objetar el concepto.  
Un nuevo perito 
Debido a la objeción con el trabajo de Bernal, la labor de comparación y estudio de los textos fue 
nuevamente asignada a la Academia Colombiana de la Lengua, institución que designó a Ciro 
Alfonso Lobo Serna. El dictamen, según la correspondencia de la defensa de Londoño, sí tenía un 
fundamento metodológico para abordar el estudio.  
Lobo Serna sostuvo su concepto, además de los protocolos como el juramento, gracias a que el 
documento del dictamen daba muestras claras, tanto para la defensa de Londoño como para la 
Fiscalía, de cierto grado de “cientificidad”. Primero un demostrado desinterés por favorecer a 
alguna de las partes, un análisis de aparte por aparte desde la estructura gramatical, lo que le 
permitió determinar qué fragmentos coincidían (plagios) y cuáles solo compartían la misma idea. 
Finalmente, Lobo Serna expresa su indignación con conductas como el plagio, no solo por ir en 
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contravía del derecho de autor sino porque quien realizó el hecho era alguien del círculo 
académico, “cuya ética no fue tenida en cuenta por Giraldo mientras realizó sus estudios 
universitarios”. 
Esta expresión de indignación es, como describiría Merton (1973), una consecuencia de la 
desviación con respecto a las normas sociales, por lo que es normal que otro literato, a pesar de 
actuar como perito dentro del caso, exprese su respuesta frente a una clara violación. Dicha 
respuesta, como la escrita por Lobo Serna, suele ser hostil, porque “quieren juego limpio, quieren 
que la conducta se ajuste a las reglas de juego (pp. 292—293). 
El trabajo presentado por Lobo Serna inició con una breve definición de plagio:  
Antes de emitir mi concepto considero de importancia hacer las siguientes precisiones: el 
Diccionario de la Real Academia define el plagio como la acción de “copiar en lo 
substancial obras ajenas dándolas como propias”. (…).  
Mas no es la única que el perito cita:  
El escritor español Federico Carlos Sainz de Robles la presenta más ampliada, porque dice 
en su “Ensayo de un Diccionario de la Literatura, tomo I”, lo siguiente: “Hubo o 
apropiación de conceptos, de obras, de libros o tratados ajenos y publicados con el nombre 
de otro escritor”. (comillas y aparte subrayado original de la cita) 
Y luego, se apoya de otros autores para sustentar las hipótesis de lo que no puede ser plagio:  
En el libro “Del plagio y de las influencias literarias y otras tentativas de ensayo”, que el 
académico doctor Lucio Pabón Núñez (q.e.p.d.) publicó en la Imprenta Nacional en 1965, 
hay una completa información acerca de lo que es en realidad el plagio, pues contempla en 
su obra una serie de aclaraciones que no encajan en el concepto de plagio. Tales 
aclaraciones son las siguientes: 1. Las repeticiones necesarias. (…) 2. La unidad 
humana. 3. Leyendas populares o folclóricas. (…) 4. Las influencias escolásticas. (…) 
5. Las coincidencias. (…) 6. Coincidencias naturales y culturales. (…) 7. 
Reminiscencias verbales. (…) 8. Imitaciones verbales. (…) 9. Las imitaciones de ideas. 
(…) 10 Las imitaciones totales. (…) 11. La igualdad verbal. (…) 12. La igualdad ideal. 
(Comillas, versalitas, subrayado y negrillas originales de la cita) 
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Soy franca: ni mis famosos profesores, ni los incendiarios, ni en mi trabajo, ni en otros textos 
estudiados había encontrado esta detallada información, ya que, en su mayoría, la bibliografía 
suele referirse al concepto cerrado de lo que es el plagio y explicar cómo se ve en la práctica. No 
obstante, esta dinámica de crear una diferencia sobre las acciones que podrían ser concebidas como 
alguna forma de plagio, plantea un horizonte nuevo. Para fines de este trabajo quiero enfocarme 
en “las coincidencias naturales y culturales” y “las imitaciones de ideas”.  
El concepto de “coincidencia” ha intentado continuamente armarse en el proceso. En las 
declaraciones, la Fiscalía solicita una definición por parte de los entrevistados, y en la 
correspondencia el abogado de Giraldo considera que todo este asunto del plagio es solo una 
coincidencia propia de dos personas que escriben sobre el mismo autor y además provienen de la 
misma escuela. Aunque la coincidencia no deba ser entendida como plagio, como sustenta el 
perito, ¿por qué no logra sostenerse el argumento de la coincidencia en este caso, donde el ente 
acusador no toma en cuenta dicha hipótesis sobre lo sucedido? 
Por su parte, “las imitaciones de ideas” se sustentan sobre la base de que imitar una idea no es 
plagiar una forma. De nuevo, esta tipología plantea la diferencia entre la idea y la forma, incluso 
cuando la estudiante se mantiene en que el robo también incluye “su manera de pensar”, 
específicamente en los fragmentos que no son textualmente iguales, pero manifiestan un 
pensamiento en común. ¿Qué pasa entonces con estos apartes textuales que entran en el caso, y 
que son continuamente señalados como parte del delito que se acusa? 
En este sentido, el perito nota que en los apartes que la fiscal presenta para la comparación, es 
decir, los fragmentos que solicitaban ver con mayor cuidado sobre la totalidad de los textos, la 
docente y la estudiante “coinciden (?)” hasta en la escogencia de las muestras poéticas de Quessep. 
El perito añade: “se podría decir, aunque con cierto reato literario, que ello es coincidencia; pero 
con los preámbulos de conceptos que fueron plagiados, difícilmente puede uno aceptar que fue 
mera coincidencia”.  
Lobo Serna detalla los aspectos en común entre ambos textos sobre cada uno de los fragmentos 
especificados por la fiscal, pero también su concepto con relación a lo sucedido a la luz de los 
textos. Por ejemplo, en el estudio del aparte de la página 131, líneas 1 a 5, de la tesis, frente a la 
página 38, párrafo XXIII, líneas 17 a 20, del artículo, el perito comenta que en este párrafo se 
suprimieron un grupo de palabras, lo cual no se exime de pensar y de afirmar que la autora del 
67 
 
artículo “hizo copia de los conceptos tomados de la tesis que, indudablemente, estuvo leyendo 
mientras escribía para la revista el artículo que muestra a las claras modelos de plagio o robo 
literario. No copió toda la obra, pero sí muchos conceptos”. Lo anterior, además de sustentarlo 
sobre la similitud, se complementa con la acción donde se evidencia la intención de la acusada por 
plagiar, porque prácticamente iba transcribiendo la tesis de la estudiante en la medida que escribía 
su documento. Contempla así, en apariencia, un nuevo hecho que no estaba descrito en la demanda: 
la posibilidad de lectura-escritura simultánea. Y con el uso de los recursos mencionados, el perito 
afirma que hay plagio.  
El perito se refiere a este plagio como una copia sin recato. No se refiere a la “coincidencia (?)” 
de seleccionar las mismas citas al autor para ejemplificar sus estudios, sino que rechaza la postura 
de “un mero asunto de suerte” cuando muchos de los poemas usados fueron primero descritos en 
la tesis que en el artículo: “claramente no se trata de influencia literaria ni de coincidencia, sino de 
que la autora del artículo en la revista tuvo delante la tesis con que he venido haciendo las 
comparaciones para dictaminar si hubo plagio”. Pero, si en la denuncia se necesita todo un 
repertorio para demostrar a través de la descripción de diversos hechos que efectivamente hay una 
intención de plagio, ¿cómo el perito reconoce dicha culpabilidad solo con referirse a los textos?  
Tanto la Fiscalía como ambas partes del problema, la denunciante y la denunciada, deben 
argumentar sus posiciones con relación a lo sucedido; el experto demuestra indignación por la 
copia de ambos textos sin dar mayor lugar a una defensa de Giraldo, y, con una acusación en 
camino, parecía que no había posibilidad de dudar de la culpabilidad. Esta es una de las formas del 
plagio, y la que finalmente se comprende sobre la similitud textual del artículo y la tesis. El plagio 
no es solo la copia, pero la copia, sin cita, es el indicio más claro de la existencia de una conducta 
inapropiada.  
La posición del perito en el caso va más allá de una extensión de, por ejemplo, un par evaluador. 
Al ser un experto en la misma área de la sindicada, parecería que su dictamen tiene la posibilidad 
de enseñar sobre el estatus metodológico de una controversia y, en este caso, de cómo acercarse a 
los textos y evidenciar similitudes en la estructura del documento. Pero la labor del experto en este 
caso se limita a diferenciar entre el “original” y la “copia”, de lo que podría tratarse como una 
“coincidencia”, un descuido o error, de una intención de plagio. En resumen: debe separar los 
puntos importantes de los que no tienen lugar en el debate (Jasanoff, 1996, p. 116). El perito en su 
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dictamen no solo se quedó con los fragmentos recomendados por la Fiscalía, sino que señaló que 
en los documentos existían más similitudes de las reportadas: los ojos del experto aportaron nueva 
evidencia, es decir, más copias. 
El caso nos ha dado indicios de que el plagio no es un objeto estable en tanto que es flexible en 
sus formas de interpretación. Es así como los lugares de enunciación y las distintas lecturas 
posibilitan la movilidad de los argumentos, incluso los que no son propios de lo normativo. Pero 
esto no significa que todo argumento sea permitido dentro del contexto de un caso penal. La suerte 
de permisos que se conceden se rige dentro de las maneras en que conoce el derecho; la decisión 
de qué repertorios son posibles no es arbitraria, pues los recursos son limitados por un conjunto de 
fórmulas prescritas como lo son los tipos penales.  
No es mi tipo 
En el caso de los procesos penales, como el que aquí detallo, cuando se habla de una conducta que 
deba ser tratada penalmente, dicha conducta se entiende desde un grupo de elementos que la 
tipifican. Se entiende que la conducta sucede en el “mundo fáctico”, algo así como en la “realidad”, 
pero en la práctica jurídica esta debe encajar en el “tipo”: la Ley debe conocerla, tal vez no de 
antemano y explícitamente, pero hay que argumentar la conducta para que la Ley la reconozca y 
se interese en ella.  
El delito es entendido desde el derecho penal como una conducta que conlleva graves daños 
sociales y por consiguiente debe ser controlado. Es decir, las acciones reguladas corresponden a 
“las más graves”, las que se encuentran descritas en los tipos. Se supone que desde la teoría jurídica 
todos estos actos de decisión en las sentencias son formas de poder del Estado, este orientado a la 
protección de los bienes jurídicos más importantes de la persona y de la comunidad.  
De acuerdo con lo que explica Vega (2016), para determinar dicha conducta se tienen en cuenta 
tres aspectos: los verbos rectores, las circunstancias y las estructuras típicas. Los primeros hacen 
referencia al verbo que rige la oración gramatical llamada “tipo”, por ejemplo, en los delitos contra 
los derechos de autor se señala “el que publique, total o parcialmente, sin autorización expresa 
(…)”, donde “publicar” sería el verbo rector del tipo penal. Las circunstancias pueden ser de 
tiempo y de modo, agravantes o atenuantes de la situación, pero no todos los tipos penales 
necesariamente tiene este elemento dentro de su caracterización. Finalmente, las estructuras típicas 
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son las razas de tipos, teniendo en cuenta las exigencias estructurales como la acción, la omisión, 
el dolo, la culpa, el resultado y la preterintención. 
El problema de la tipificación es que la Ley no suele definir los tipos completamente cerrados, 
sino que los conforma al definir o precisar la conducta con la pena; lo que se define es el delito o 
la conducta punible, así como su pena. Dicha acción suele ser entendida desde el lenguaje 
partiendo del verbo rector, cuyo sentido constituye el núcleo gramatical de la realización de la 
conducta típica: la descripción se ofrece como una oración completa, cuyo sentido debe ser claro 
y distintivo, y su centro es el verbo que identifica la acción. De esta manera se busca que el juez 
identifique la estructura de la conducta punible dado sus características, que son estas cualidades 
que le confieren una individualidad a cada figura delictiva (Carrasquilla, 2013, p. 202).  
¿Recuerdan cuando mencionaba que los profesores amenazaban con que el plagio era un delito y 
uno podía ir a la cárcel por esto? Bueno, aunque resulta sospechoso, explicar esto es más complejo, 
porque la Ley debe conocer y ejecutar también esta afirmación. Es decir: el derecho debe conocer 
la conducta del plagio como un delito. 
El asunto de la tipificación fue una de las disputas más llamativas de este caso. De hecho, esta es 
la que finalmente llega escalando hasta la Corte Suprema, ya que en la Casación señalan que se 
alegaba “la violación del derecho de defensa por formulación anfibológica de los cargos imputados 
en la acusación e incongruencia entre los cargos imputados y los que fueron objeto de condena” 
(Corte Suprema, Sala de Casación Penal, 31.403, 2010). 
De acuerdo con la defensa de Giraldo, en la denuncia nunca se aclaró de qué tipo delictivo se 
sindicaba a la acusada, y aunque la denunciante narró unos hechos, estos no constituían por sí 
mismos un delito contra los derechos de autor. Incluso, en la acusación de la Fiscalía tampoco es 
clara la definición del tipo penal ni del delito que procedía, como aclara el abogado de la docente.  
Efectivamente, la descripción de la Fiscalía fue la violación a la Ley 44 de 1993, numeral 3 del 
artículo 51, mas no se señaló el delito directo del que se acusaba a Giraldo, dándole un valor 
abstracto a la acusación de la Fiscalía. En el documento interpuesto contra Giraldo se señalaba que 
“alguien” había violado el Código Penal, pero no se entraba en detalles de la descripción penal de 




 Como mencionaba, la conducta, en nuestro caso el plagio, debe ser conocida por la Ley para 
considerársela como delito. Las tipificaciones están descritas dentro del Código Penal, el cual 
norma gran cantidad de conductas que deben considerarse un delito, como lo son matar, robar o 
secuestrar. Las descripciones de las conductas en el Código son la guía jurídica para sindicar a 
alguien de un delito, pues es allí donde se especifican los elementos y las condenas relacionadas a 
las acciones ilícitas.  
Asimismo, he estado hablando de una serie de procedimientos que intentan investigar un alegato 
de plagio como si este fuera un delito; sin embargo, dicho delito no está descrito dentro del Código 
ni la Ley. Y preguntarán: ¿entonces por qué todo este escándalo para un delito que no existe? 
Bueno, pues se viene lo más interesante: hacer una conducta un delito.  
Un delito, como había explicado antes, necesita ajustarse a un marco normativo que está 
prácticamente prescrito. Muchas conductas, aunque en apariencia no sean similares a la descrita 
dentro del Código, pueden ser argumentadas como delito de acuerdo con los elementos retóricos 
que se dispongan. Pero con el plagio, y este caso en concreto, pasa algo muy particular, porque 
más allá de buscar el tipo penal que se ajustara a la conducta, o crear un nuevo tipo penal, se usaron 
una serie de herramientas muy particulares para considerar dicha acción como una violación a la 
norma.  
En el artículo 27013 del Código Penal colombiano (Ley 599 del 2000) se considera la violación de 
los derechos morales de autor como un delito que incurrirá en dos a cinco años de prisión y una 
multa de veinte a doscientos salarios mínimos legales mensuales vigentes. En este apartado del 
Código —estos elementos son similares a los especificados en el artículo 51 de la Ley 44 de 1993, 
normatividad que antes del Código Penal del 2000 incluía las sanciones para las conductas 
descritas a continuación— se definen tres acciones que atentan contra los derechos y deben ser 
entendidas desde una perspectiva penal: 
 
13 Inicialmente estas conductas estaban contenidas en el capítulo IV, De las sanciones, artículo 51, de la Ley 44 de 
1993, sin embargo, con la aparición del Código Penal del 2000, se modifica la ley mencionada y los delitos contra los 
derechos de autor quedan dentro del nuevo Código. En el proceso se habla de ambas normas a pesar de que los hechos 
sucedieran antes del Código del 2000, ya que por el marco temporal de la denuncia la violación inicialmente era 
descrita por la Ley 44, sin embargo, la Fiscalía, al igual que la jueza y los magistrados, consideraron que al solo haber 
un traslado del apartado de sanciones y una actualización de las penas en el Código, podría ajustarse la descripción 
del delito a la vigente desde el 2000. No obstante, en temas del procedimiento penal, el caso se ajusta al Decreto 2700 
de 1991, la Ley 81 de 1993 y la Ley 504 de 1999, lo anterior de acuerdo con las modificaciones correspondientes que 
cada una introduce.  
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1. Publique, total o parcialmente, sin autorización previa y expresa del titular del derecho, 
una obra inédita de carácter literario, artístico, científico, cinematográfico, audiovisual o 
fonograma, programa de ordenador o soporte lógico. 
2. Inscriba en el registro de autor con nombre de persona distinta del autor verdadero, o 
con título cambiado o suprimido, o con el texto alterado, deformado, modificado o 
mutilado, o mencionando falsamente el nombre del editor o productor de una obra de 
carácter literario, artístico, científico, audiovisual o fonograma, programa de ordenador o 
soporte lógico. 
3. Por cualquier medio o procedimiento compendie, mutile o transforme, sin autorización 
previa o expresa de su titular, una obra de carácter literario, artístico, científico, audiovisual 
o fonograma, programa de ordenador o soporte lógico. (Ley 599, 2000, art. 270) 
El apartado citado detalla ciertas actividades que podrían llegar a considerarse plagio como la 
publicación parcial, la mutilación o transformación sin autorización previa de una obra, o el 
presentar como propio un texto alterado de un tercero. Sin embargo, esta manera de definir el 
plagio se despliega en un grupo de acciones, en apariencia específicas, que se relacionan con 
romper la integridad de una obra, es decir, alterar o deformar la naturaleza de la una creación 
original: su forma. No obstante, alterar una obra, en otras palabras, tomar un fragmento e incluirlo 
dentro de otro texto y “suplantar” la verdadera autoría cuando hay apartes de otros que no han sido 
citados, no podría pensarse como una mutilación de la obra original.  
El Glosario de la OMPI, citado por la DNDA, sobre derecho de autor nos da algunas definiciones 
para entender los verbos rectores ya descritos en la Ley y el Código. Por ejemplo, la deformación 
de una obra se describe como “la distorsión del verdadero significado o expresión de una obra”; 
modificación es la “transformación de la obra”; y mutilación es “cualesquiera cambios 
introducidos en una obra por supresión o destrucción de una parte de ella” (DNDA, Subdirección 
de Asuntos Jurisdiccionales, Fallo N° 16, 2018, pp. 10-11).  
Por consiguiente, y como bien señala el abogado de Giraldo, parece que los hechos investigados 
no tipifican ningún delito descrito por las normas rectoras. Asimismo, aclara el abogado, no se 
indicó con precisión cuál es el verbo rector que se endilga a la conducta ilícita, porque la ley citada 
contiene cinco verbos rectores (compendiar, mutilar, transformar, publicar e inscribir). Pero para 
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la Fiscalía este alegato no tiene lugar: se ha afirmado que en el artículo publicado había frases, 
párrafos y conceptos idénticos, a los plasmados por Londoño en su tesis, y en este sentido se 
considera que el verbo determinador compuesto, es decir alternativo, podría ser compendiar, 
mutilar o transformar. Bajo esta perspectiva, el tipo coincide con la descripción de la denuncia y 
la acusación de la Fiscalía.  
Asimismo, el ente público declara que existe el delito de reproducción de fragmentos de una obra 
literaria, porque la conducta delictiva que se le imputa a Giraldo es contraria a la protección de los 
derechos de autor. Incluso a nivel mundial se entiende en sentido similar este asunto, pues al ser 
el autor quien ostenta los derechos morales tiene el derecho a la integridad de la obra, lo cual le 
permite oponerse a toda alteración efectuada por cualquier persona sin su consentimiento.  
Este último punto es interesante, ya que esta definición que construye la Fiscalía va en contravía a 
lo que se conoce como integridad sobre la obra. El problema de esta afirmación es que cambia el 
lugar del plagio: de un problema de paternidad, de “usurpación” de la autoría para atribuírsela a 
un tercero que efectivamente oculta el nombre del verdadero creador para tomar una obra y hacerla 
pasar como propia, a un asunto sobre el texto, el cual fue alterado para formar un documento 
“nuevo”. Pero más allá de alterar la obra general de Londoño, lo que hizo Giraldo fue fragmentarla, 
tomar algunas oraciones y conceptos para atribuírselos dentro de una nueva creación. Creo que, 
aquí, la “integridad” del texto de Londoño no es un problema, sino la “integridad” de su relación 
con la obra, la cual es separada, desvinculada.  
Esta respuesta de la Fiscalía no fue suficiente para la defensa de Giraldo, porque para esta última 
la denuncia y la acusación eran anfibológicas. El problema con esta situación es que cuando una 
acusación es anfibológica suele determinar más de un sentido sobre lo que se señala, asunto que 
es problemático al momento de establecer una estrategia de defensa. Ahora bien, la impresión 
sobre lo que se denuncia puede configurar una indeterminación de la imputación fáctica y jurídica, 
es decir, la forma en que se interpretan los hechos para ser traducidos a la realidad “jurídica” debe 
fijar una forma particular y precisa de cómo ocurrió la conducta conectada a un tipo penal 
específico.  
En este sentido hay una profunda dificultad para ejercer el debido derecho a la defensa del acusado, 
ya que no es posible crear una red argumentativa coherente con lo imputado al no precisar el verbo 
rector que se endilga como conducta ilícita, esto frente a los cinco mencionados en el Código.  
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Por el contrario, la defensa de Londoño insiste que negar la existencia del delito de reproducción 
de fragmentos de obra literaria o escrita, tal como menciona la Fiscalía, va en contravía de la 
protección de los derechos de autor. Sostener que el plagio no es un delito implicaría aceptar que 
una persona pudiera reproducir trozos de otras obras sin consentimiento del autor gozando de la 
garantía legal de impunidad, lo que al mismo tiempo contradice el derecho a la cita, el cual permite 
los usos justos de los textos de terceros haciendo la respectiva referencia a su autor original, sin 
que exista aquí conducta ilícita.  
Sin embargo, la disputa alrededor de la tipificación y la imprecisión de la denuncia al no especificar 
el verbo rector es aparentemente resuelta en los tres documentos decisorios del caso: las sentencias. 
En este caso el proceso piso las tres instancias legales: primera instancia con el Juzgado 50 del 
Circuito Penal de Bogotá, la segunda ante el Tribunal Superior de Bogotá y la Casación de la Corte 
Suprema de Justicia. Debido a su categoría decisoria frente a la conducta, en las tres sentencias se 
entretejen muchos de los argumentos antes sostenidos por los distintos actores del caso; estos 












Capítulo 2.  
Culpable, ¿de plagiar? 
Las sentencias que dan “cierre” al caso en tres etapas son documentos que se presentan como 
macrotextos, aspecto descrito por Maldonado (2011) al señalar que las sentencias “están 
compuestas por textos particulares y autónomos que sin embargo están integrados constituyendo 
un cuerpo textual relativamente coherente” (p. 64). Las sentencias que atañen a este caso están 
compuestas de los argumentos expuestos durante el proceso, pues allí se vuelven a presentar 
algunos de los hechos ya abordados en otros documentos, pero con un pequeño giro: las partes ya 
no quieren convencer a la Fiscalía de que desestime el caso o continúe el proceso, sino que buscan 
convencer al juez de que su dictamen sea favorable a sus intereses. 
Dichos argumentos se presentan ordenadamente, se abordan por todas las partes en un solo lugar 
y ya no entre la correspondencia de los involucrados en el caso. Todos dentro del juzgado reúnen 
las posturas que construyen una especie de “confianza en los procesos de deliberación” 
(Maldonado, 2011, p. 71), pues se debe garantizar que efectivamente las pruebas y las posiciones 
de las partes fueron escuchadas y tomadas en cuenta para la decisión final.  
Sin embargo, a pesar de que la controversia dentro del expediente use ampliamente otros recursos 
—siempre inmersos dentro de las posibilidades del proceso— y marcos teóricos que enfocan el 
argumento hacia la tesis de cada una de las partes, en las sentencias muchos de ellos desaparecen 
para restringir la controversia aún más. Es decir, al revisar la correspondencia de los abogados con 
la Fiscalía, múltiples textos son citados, como leyes y códigos, pero también otros de carácter no 
jurídico como libros de literatura o diccionarios, los cuales no pertenecen propiamente al marco 
normativo. Este mecanismo permite a los abogados, e incluso al perito, crear una suerte de 
argumento objetivo que da esa categoría de comunidad bajo la que el delito que se acusa atenta 
contra un grupo de personas. Es entonces cuando plagiar no es solo una conducta realizada contra 
Londoño, sino que es una conducta que atenta a la mayoría: los derechos de todos los autores.  
Pero si en las sentencias existe cierta movilidad de los argumentos, la casación varía un poco más 
las reglas del juego. Esta, que es descrita como un “recurso extraordinario”, es la última posibilidad 
dentro del sistema penal colombiano de objetar la decisión de un juez o un magistrado —como por 
ejemplo el segundo fallo otorgado por el Tribunal Superior de Bogotá—. Este documento sí integra 
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muchos más elementos normativos. Incluso, solo acceder a este recurso requiere de cierta 
experticia.  
La Corte Suprema, la última instancia, es un lugar de producción de conocimiento legal distinto. 
La casación fue tal vez el documento más difícil de leer para mí, porque la tecnicidad del 
documento es tal que en ocasiones el argumento es un sinfín de citas a normas que se articulan 
para concretar una aproximación muy precisa a la Ley.  
La sentencia es una tecnología literaria (Beira, 2018; Maldonado, 2011; Shapin, 1984). Parece, en 
cierta medida, una “retórica correcta” de los hechos, que estabiliza un conjunto de acciones y 
finalmente da la imagen del cumplimiento de una Ley “limpia”, unificada y correcta en tanto la 
defensa del derecho a la justicia. En ella se prescriben formas de comunicación sencillas y 
eficientes que frente a cierto grado de experticia puedan ser claramente entendibles y usables como 
referencia para futuras sentencias. La Ley, al igual que el conocimiento científico, es producido 
por una red de actores (Callon, 1986; Strathern, 2005), prácticas y materialidades, que validan y 
acreditan los resultados, como lo son las sentencias y otros documentos oficiales. De esta manera 
se percibe que en el proceso cumplió lo indicado en la estructura normativa, la cual a su vez da al 
usuario, o público, un aire de confianza de que se hizo justicia. 
Pero estos tres documentos que describiré a continuación son constitutivos en tanto determinan el 
delito; estos recopilan, describen, como si escucharan ambas partes, para decidir finalmente si la 
conducta es tipificable como delito. Todos son parte de un proceso que parecía no acabar, pero en 
el que al parecer hubo acuerdo entre el juez y los magistrados: Giraldo era culpable, pero de 
“publicación parcial sin autorización”. 
Primera sentencia 
El primer juicio se llevó a cabo por María Teresa Nossa Bernal, jueza del Juzgado 50 Penal del 
Circuito de Bogotá, el 5 de febrero de 2008. A la denunciada se la sindicaba de infracción a la Ley 
44 de 199, específicamente en lo previsto en el artículo 51, numeral 1°, y la misma norma señala 
una pena de prisión de dos a cinco años de prisión, y una multa de entre 5 y 20 salarios mínimos.  
La audiencia pública, según relata el documento, inició con la declaración de la Fiscalía. Cada uno 
de los involucrados en el proceso intervino, hasta que, una vez escuchadas las partes, el juez dio 
su veredicto.  
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La Fiscalía presentó las pruebas allegadas al expediente, unas contenidas en la denuncia presentada 
por el apoderado judicial de Londoño, otras en los testimonios de las personas entrevistadas, y el 
dictamen del perito. Muchos de los testigos no fueron considerados dentro de la investigación por 
vínculo laboral y amistoso con la procesada, por lo que consideraron que su testimonio no era 
imparcial frente a los hechos. 
De acuerdo con este ente, el dictamen pericial concluyó de manera clara y precisa que 
efectivamente hubo plagio y que en la revista se tomaron apartes de la tesis, lo que hace intuir que 
no se trató solo de una coincidencia, sino que se copiaron fragmentos de la monografía de la 
estudiante para hacerlos parte del artículo publicado a nombre de Giraldo. Tras la revisión de la 
Fiscalía del dictamen pericial, también se consideró que efectivamente no existió equivocación 
alguna en las conclusiones del experto y, por ende, dicho concepto debe ser tenido en cuenta como 
prueba suficiente para concluir que Giraldo cometió la infracción. 
Asimismo, el ente fiscal, al verificar las similitudes y estudiar ambos textos, coincide con el 
concepto del experto y por ende concluye que no hay cabos sueltos que permitan dudar sobre la 
inocencia de la docente: ella había violado los derechos morales de autor de Londoño por lo que 
debe proferirse fallo de carácter condenatorio.  
La defensa de Londoño, muy alineada con los argumentos de la Fiscalía, retoma el respaldo al 
dictamen pericial. Para ellos dicho concepto es legal, aunque haya sido objetado a lo largo de la 
investigación. La materialidad de la investigación se encontraba debidamente probada, aspecto 
que conlleva a aclarar la duda sobre la tipicidad del hecho como delito. Sobre esta perspectiva, el 
dolo fue plenamente probado y la defensa de Londoño añade que 
no se necesitaban mayores esfuerzos para concluir que la profesora Giraldo conocía que 
estaba realizando un injusto, y sobre ese conocimiento basta señalar la experiencia que 
tenía el mundo académico, luego no vislumbra ninguna de las causales de antijuricidad que 
justifique su actuar. 
Esta situación ya había sido aclarada por la defensa de la estudiante en la correspondencia anterior 
al juicio, pero cabe aclarar lo mismo frente al juez, que es al final quien decide sobre la legalidad 
del dictamen y la tipicidad del delito. También el abogado de Londoño aclara que la hoja de vida 
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de la docente no necesita ser tenida en cuenta como prueba, pues, aunque tenga una experiencia y 
trayectoria en el mundo académico, esto no significa que no haya cometido el delito.  
Este último argumento fue clave en la investigación en la Javeriana, mas no en el plano jurídico, 
ya que el sistema de estratificación y autoridad que planteaban los pares de Giraldo no era un 
argumento contundente que la exonerara de cometer un delito de este tipo. La Ley no parece 
reconocer el currículo vitae como un punto a favor de la docente, sino más bien como uno en 
contra. Hacer parte de las dinámicas académicas descritas por los profesores de la Javeriana 
entrevistados involucra a Giraldo fuertemente con el dolo de la conducta, porque implicaría que 
ella tiene comprensión de las consecuencias del plagio.  
Por su parte, la defensa de Giraldo toma esta experticia de la docente para señalar que ella, al 
conocer las dinámicas de los procesos de escritura e incluir en todos sus textos citas y referencias 
sobre los escritos que usaba, no tenía motivación para omitir la respectiva cita a Lodoño. Es más, 
al igual que Herrera, Rodríguez Ruiz y Figueroa, la defensa considera que muchos de los 
fragmentos señalados por la Fiscalía ya habían sido escritos por la docente de forma similar en sus 
anteriores publicaciones. En este sentido, al no tenerlos en cuenta y no hacer también un estudio 
comparativo de estos con la tesis, se olvidan los propósitos de la investigación, tales como analizar 
las pruebas en conjunto, sin fragmentarlas o mutilarlas. Lo anterior debido a que se consideraba la 
producción completa de la docente, no se estudiaba el artículo de La Casa Grande en su conjunto, 
pues este último solo se analizaba en relación con los apartes comparados con la tesis.  
Otro punto sobre la mesa de la vocera de la imputada fue que, aunque se tiene en cuenta la posición 
del “perito experto”, no se reconocen los conceptos de los profesores de la Facultad, quienes 
también son considerados “expertos” y además concluyeron que no hubo plagio. Ellos, más allá 
de “amigos de Giraldo” como señala la Fiscalía, son testigos de los sucesos, que a su vez declararon 
que en otros documentos publicados anteriormente por la docente ya se usaban conceptos e ideas 
muy similares a las usadas en la tesis de Londoño, y que era sospechoso que la estudiante no haya 
hecho referencia a la “autoridad”, más cuando ella trabajaba sobre el mismo tema en el que Giraldo 
llevaba más de diez años investigando.  
Frente a la prueba pericial, la defensa insistió en que el dictamen de Lobo Serna no puede ser 
tenido en cuenta, debido a que no hubo posesión como lo demanda la Ley. En cambio, Bernal 
Leongómez sí prestó juramento, y también asumió con rigor y compromiso la tarea asignada, no 
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solo frente a la autoridad judicial sino “con la sociedad de cumplir de manera legal bien y fielmente 
con los deberes del cargo que le impone”. Con respecto a esto, se solicitó que no fuera tenido en 
cuenta el dictamen de Lobo Serna pues, al incumplir el requisito del juramento, no se puede 
considerar perito y su opinión no sería un dictamen. Asimismo, al revisar el concepto, hay 
claramente juicios de responsabilidad que están expresamente prohibidos, ya que en “sus 
expresiones se evidencia una pasión no excusable en un perito, pues se está suplantando al 
funcionario judicial al señalar que hubo plagio en varios apartes de la tesis e igualmente utilizó 
expresiones irónicas en las conclusiones”, y objeciones como estas frente a la conducta solo son 
propias de los jueces.  
La defensa de Giraldo también retomó la discusión sobre la formulación anfibológica de los cargos 
al no determinar la conducta con unos verbos rectores específicos, ya que la Ley 44 contempla 
cinco verbos distintos, y se considera que la precisión de la acusación debería ser específica al 
señalar cuál de estos es el que corresponde a la conducta denunciada. De hecho, la defensa agregó 
que la Fiscalía acusa a Giraldo de “reproducción” parcial del trabajo de la estudiante, pero este 
verbo rector no existe en la normatividad penal sobre derechos de autor, y es la Ley la que hace 
una descripción sobre las conductas que se consideran delitos.  
Por todo lo anterior la defensa de Giraldo solicitó que se absolviera a su defendida por las 
siguientes razones: no existía ningún tipo de delito por el cual acusar a alguien por tener ideas 
idénticas de otro, pues las ideas no son de nadie y pueden ser copiadas por cualquiera; el plagio 
como delito no existe en la legislación colombiana; el verbo “plagiar” no estaba incluido en la ley 
que señala la Fiscalía que violó Giraldo; ninguno de los verbos de la Ley 44 coincidía con las 
conductas señaladas por la denunciada; no se probó que la docente hubiera copiado la obra 
completa, sino se adujeron algunos fragmentos de párrafos; existía una duda razonable sobre lo 
que ocurrió en relación a la pregunta de quién copió a quién; la denuncia instaurada por la 
estudiante es infundada pues no existen prejuicios materiales o morales contra ella.  
Consideraciones del despacho 
Frente a las alegaciones presentadas anteriormente, el despacho estimó que había suficientes 
razones para acusar a Giraldo de publicación parcial de apartes de la monografía de Londoño. Del 
mismo modo, se consideraba que existió vulneración a los derechos de autor de la estudiante, pues 
solo bastaba que ocurriera la conducta contentiva de alguno de los verbos rectores como 
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“publicar”, “reproducir”, “enajenar”, “compendiar”, “mutilar”, “transformar” e “inscribir en el 
registro”, para que dicha conducta se tipifique como delito.  
De otra parte, también se consideró que todos los testigos, u otros expertos señalados por la defensa 
de Giraldo, estaban vinculados en forma directa con la procesada, poniendo en presente el vínculo 
laboral, por lo que la prueba testimonial podía tener ciertas inclinaciones que no la hacía totalmente 
imparcial. En el caso del perito, el despacho consideró que el dictamen rendido por Lobo Serna 
era detallado y diligente en la comparación14 entre los dos textos implicados, y su metodología 
exponía que se hizo una copia de conceptos tomados de la tesis que Giraldo indudablemente estuvo 
leyendo mientras escribía para el artículo publicado en La Casa Grande. Más aún, la jueza 
consideró que la prueba era legal, pues se llevaron a cabo todas las formalidades legales al ser 
realizada por una persona con fundamento técnico-científico para advertir la existencia de plagio 
entre los textos. Por lo anterior, se acepta el dictamen de Lobo Serna como prueba —y la Ley 
conoce el dictamen como prueba—. Además, aunque el perito haya emitido juicios de 
responsabilidad, esto no impedía tenerlo como válido porque la juzgadora tampoco los tiene en 
cuenta. En adición, ella centra su decisión sobre los argumentos de fondo que hizo el perito, 
además del análisis objetivo y científico del experto.  
Para continuar con su argumento, el despacho toma como concepto a considerar lo expuesto por 
Gaviria Londoño en su libro Delitos contra los derechos de autor, esto como una base conceptual 
que respalde la decisión de vincular el plagio a una conducta delictiva que debe ser sancionada 
como específica por la Ley. En el documento mencionado se considera que: 
De ahí que se afirma por la doctrina de manera prácticamente unánime que al hablar de 
violación a los derechos morales de autor se está hablando de plagio, término que este no 
es empleado por la legislación colombiana y al que solo se refieren de manera expresa 
contadas legislaciones foráneas como la española, peruana y ecuatoriana. Sin embargo, 
debe precisarse que el plagio no es solo una de las formas a través de las cuales se produce 
violación de los derechos morales de autor, luego no todo caso de violación a los derechos 
morales implica plagio. (Gaviria Londoño citado por el despacho) 
 
14 Ver Anexo 1.  
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Para la jueza lo anterior explicaba que una conducta como el plagio sí debe ser considerada una 
violación contra los derechos morales, aunque esta no se encuentre explícita dentro de la norma. 
Asimismo, el despacho señaló que no todo el plagio debería ser entendido bajo las mismas 
consideraciones, ya que distingue el plagio “burdo” o “servil” del que puede ser “inteligente”. El 
primero hace referencia a quien reproduce en su totalidad de manera idéntica a la original, en 
cambio el plagio inteligente es aquel donde la reproducción es parcial o está acompañada de 
agregados que pretenden mimetizarla para que pase desapercibida. Así las cosas, para la jueza la 
conducta atribuida a Giraldo fue una reproducción parcial del trabajo de Londoño, es decir, plagio 
inteligente.   
Es interesante que se haga esta distinción para precisar que no es necesario copiar un texto 
completo para que sea plagio, sino que con fragmentos idénticos sin referencia a la fuente es 
suficiente para determinar una conducta en contra de los derechos morales. Asimismo, sobre los 
hechos narrados por la parte civil, quedó evidencia suficiente para asegurar que la docente sustrajo 
de la lectura de la tesis los apartes mencionados, pues tuvo acceso al documento antes de la 
publicación de su artículo. Por ese motivo para la jueza fue claro que Giraldo copió ilícitamente 
—es decir, sin autorización de la autora original— los apartes del trabajo, toda vez que la similitud 
era indiscutible y no cabía motivo para considerar que fuera una mera coincidencia, tal como bien 
lo aclaró Lobo Serna.   
La jueza también especificó el problema del verbo rector: la acusada se limitó a “publicar 
parcialmente” la obra de Londoño sin previa autorización de la autora,  
conducta que en el lenguaje los académicos se denomina plagio, y en la ley se halla 
tipificada como una de las formas contempladas bajo la denominación jurídica de violación 
a los derechos morales de autor, tan es así que la doctrina ha señalado que la conducta de 
publicar parcialmente una obra ajena haciéndola pasar como de creación propia, (que lo 
fue sucedido en el sub-exámine), atenta contra el derecho moral de autor a que se le 
reconozca la paternidad de su creación, al paso que los eventos de mutilación, 
transformación y compilación no implican desconocimiento de una paternidad; y sin 
embargo son considerados violación a los derechos morales de autor por cuanto este (autor) 
tiene derecho a impedir que su obra sea objeto de mutilaciones, transformaciones y 
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compilaciones, así se le reconozca como autor, cuando con tales conductas se le ocasiona 
perjuicio a la reputación del autor y se demerite su obra.  
Dejando este aspecto en claro, el despacho aclara que la norma penal por la que se condenó a 
Giraldo no es la misma mencionada en la acusación, pues, aunque sea la misma Ley, se advierte 
que debe hacerse un cambio frente al numeral 1°. Las evidencias contra la acusada muestran que 
de manera consciente y voluntaria vulneró el bien jurídico tutelado de los derechos de autor, y por 
lo anterior las manifestaciones que exaltaban su experiencia y trayectoria profesional a lo largo de 
su vida no la hicieron ajena a los cargos formulados por la jueza.  
Por todo esto, el despacho determinó que Luz Mery Giraldo fuera condenada en calidad de autora 
de la conducta punible denominada “violación a los derechos morales de autor”, acción 
contemplada en el artículo 51, numeral 1° de la Ley 44 de 1993:  
Artículo 51°. Incurrirá en prisión de dos años (2) a cinco (5) años y multa de cinco (5) a 
veinte (20) salarios legales mínimos mensuales;  
1. Quien publique una obra literaria o artística inédita, o parte de ella, por cualquier medio 
sin autorización previa y expresa del titular del derecho.  
 
Así pues, Giraldo fue condenada a veinticuatro (24) meses de prisión y se le interpuso una multa 
de cinco (5) salarios mínimos legales mensuales que debió pagar a favor del Estado. Sin embargo, 
con respecto al tiempo en prisión, el despacho consideró que la situación reunía las circunstancias 
penales mínimas para conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena, pues la 
sanción no excede los tres años de prisión y se comprobó que su comportamiento no es recurrente 
ni repetitivo.  
Pero este proceso no quedó aquí. No conforme con la decisión y considerando que el fallo de la 
jueza violaba algunos derechos de la acusada, la defensa de Giraldo demandó la sentencia ante el 





La defensa de Giraldo solicitó al Tribunal que revocara la decisión, o en su defecto decretara 
nulidad, bajo los argumentos de que se condenó a la docente por una conducta de la cual no fue 
acusada, por una conducta que no realizó. Lo anterior teniendo en cuenta que se condenó a la 
acusada por un tipo penal sin ingrediente normativo; porque el fallo anterior sustentó el hecho con 
una prueba obtenida de forma irregular (el dictamen pericial); y porque el despacho omitió analizar 
y pronunciarse sobre las otras pruebas, como los trabajos y publicaciones realizados por la 
procesada antes de la publicación de la tesis de Londoño.  
Muchos de los argumentos de nuevo traídos al Tribunal son exactos a los defendidos en la primera 
instancia, así que la defensa de Giraldo continúa la misma ruta retórica de insistir no solo en la 
inocencia de su cliente, sino también en un juzgamiento injusto y fuera de la Ley. De acuerdo con 
esto, la abogada de Giraldo reafirmó que no se tuvo en cuenta evidencia fundamental para descartar 
el “quién plagió a quién”; a saber, la anterioridad de la forma de las ideas expresadas por la docente, 
las cuales habían sido usadas en otras publicaciones de ella. Asimismo, se mantuvo en el 
argumento de la atipicidad de la conducta por la cual fue condenada la docente.  
Sin embargo, la posición del magistrado tampoco fue favorable. 
Londoño 2, Giraldo 0 
En primer lugar, se planteó nuevamente la discusión sobre la posesión del perito, quien había sido 
designado para la tarea por la Academia Colombiana de la Lengua, la cual es cuerpo consultivo 
del Gobierno. Debido a esta situación y a que en su momento ninguna de las partes impidió la 
remisión de documentación para hacer el respectivo estudio, se convalidó tácitamente el acto de 
“posesión”. No obstante, como el concepto desfavoreció los intereses de la procesada, entonces se 
planteaba como objeto de reproche la legalidad de su dictamen. Lo anterior no da fundamento 
jurídico para no ratificar la decisión de la anterior jueza de aceptar como prueba el estudio del 
perito. 
En lo relativo a la congruencia que debió tener la resolución de acusación y la sentencia, la sala 
del fallador acertó en el sentido de que el proceder de la implicada se adecuó típicamente al 
 
15 El juicio ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, sala penal, se llevó a cabo por el magistrado 
Fernando Maldonado Cala, el 10 de junio de 2009, discutido y aprobado según el acta N° 072.  
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numeral señalado por la primera jueza (1° del artículo 51 de la Ley 44 de 1993), y no con el 
numeral 3°. Dicho cambio no repercutió en la vulneración de garantías procesales, pues  
los hechos fácticos son los mismos, la conducta está inmersa dentro de las mismas normas, 
la pena a imponer no varía y los argumentos de las partes siempre han estado orientados a 
defender o controvertir con las mismas probanzas, el derecho moral de autor que se 
reclama.  
Asimismo, el cambio de numeral no modificó la calificación jurídica, ya que mantuvo los mismos 
parámetros de la norma, por lo que se ratifica que el verbo rector que procedía la responsabilidad 
de la conducta delictiva de Giraldo era “publicar”. Frente a esto no hay confusión o un argumento 
anfibológico a debatir.  
En cuanto a las pruebas que se omitieron en la primera instancia, es decir las demás publicaciones 
de la profesora, el magistrado determinó que la conducta punible no versaba sobre esos otros 
textos, sino en específico a la tesis y el artículo. Por este motivo se acudió a un experto para emitir 
un dictamen sobre el análisis de los dos documentos, lo que arrojó resultados positivos para 
determinar que efectivamente la publicación de Giraldo copiaba apartes escritos por Londoño.  
Con todo lo anterior en mente, la sala penal del Tribunal confirmó la sentencia proferida por el 
Juzgado 50, con la cual el fallo siguió en pie y no se dio lugar a modificaciones en la condena ni 
en la multa que se habían estipulado.  
El último recurso 
Ante la negativa del magistrado del Tribunal, y una sentencia ratificada en segunda instancia, la 
defensa de Giraldo acudió ante el último recurso de la vía penal: la casación.  
“El recurso extraordinario de casación” es un control constitucional y legal que regula las 
sentencias de segunda instancia a partir de un concepto de la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia. Con este trámite se busca salvaguardar los derechos fundamentales de las 
partes de un proceso penal y velar por el respeto estricto de las garantías esenciales del ciudadano 
para que se den los elementos mínimos del derecho a la justicia. Se puede acudir a este recurso 
cuando se advierta la existencia de alguna transgresión sustancia de los derechos constitucionales 
o legalmente reconocidos (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, SP 33844, MP 
Augusto J. Ibáñez Guzmán). 
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Las causales para acudir a este recurso se deben formular por los siguientes motivos: 1) Cuando la 
sentencia sea violatoria de una norma de derechos sustancial, y si la violación de la norma 
sustancial proviene de error en la apreciación de una determinada prueba, es necesario que así se 
alegue; 2) Cuando la sentencia no esté en consonancia con los cargos formulados en la resolución 
de acusación; y 3) Cuando la sentencia se haya dictado en un juicio viciado de nulidad (Ley 600, 
2000, art. 207). 
Para acceder a una demanda de casación se necesita cumplir unos requisitos formales imperativos 
para que el recurso sea admitido por los magistrados, de lo contrario, la Corte inadmitirá la 
demanda y devolverá el expediente al despacho de origen. Los requisitos para una casación son: 
1) La identificación de los sujetos procesales y de la sentencia demandada; 2) Una síntesis de los 
hechos materia de juzgamiento y de la actuación procesal; 3) La enunciación de la causal y la 
formulación del cargo, indicando en forma clara y precisa sus fundamentos y las normas que el 
demandante estime infringidas; y 4) Si fueren varios los cargos, se sustentarán en capítulos 
separados (Ley 600, 2000, art. 212).  
Como mencioné en los apartados anteriores, este recurso es sumamente técnico, y acceder a él se 
requiere de una experticia que permita redactar la demanda, la cual debe estar enmarcada dentro 
de los criterios establecidos por la Sala de Casación. En el caso de la demanda presentada por la 
abogada de Giraldo, se especificaban los hechos en los que procedió el proceso penal, los alegatos 
de ambas partes, la narración del supuesto plagio y las otras dos sentencias. Los argumentos 
desarrollados por la defensa de Giraldo —y posteriormente admitidos por la Sala— se sustentan 
sobre la garantía de los derechos fundamentales y el desarrollo de la jurisprudencia, en específico 
a lo relacionado con la violación de las garantías fundamentales, es decir, la violación del derecho 
a la defensa por la formulación anfibológica de los cargos imputados y su incongruencia con los 
cargos objeto de la condena. Este argumento no es nuevo, ya que se había desarrollado en la 
correspondencia antes del primer juicio y también fue expuesto por la defensa de Giraldo durante 
la primera sentencia. Esta incongruencia, como había mencionado anteriormente, significaba que 
tanto la denuncia como la condena imputaban a la docente cargos diferentes, por lo que para la 
defensa de Giraldo no podía plantear una estrategia de defensa coherente. Lo anterior debido a que 
inicialmente se plantean argumentos frente a una imputación específica en la denuncia, pero en el 
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momento del juicio, según la defensa de Giraldo, los cargos cambian y sus repertorios quedan sin 
sustento.  
Se alegó que hubo un juicio viciado de nulidad por esta misma formulación anfibológica, porque 
en primer lugar la Fiscalía hablaba de “reproducción textual”, mientras que las sentencias se 
tipificó el delito como “publicación parcial sin autorización”. De esta manera, la acusación no 
precisó el verbo rector pues la defensa de la sindicada alegaba que no era lo mismo “compendiar”, 
a “mutilar”, “transformar” o “alterar”. Esta imprecisión, señalaba la abogada, generaba una 
irregularidad acreditada que imposibilitaba la adecuada defensa. En este sentido, de haberse 
indicado desde el inicio de manera clara y precisa la conducta ilícita por la que se acusaba, la 
defensa habría podido enfilar sus esfuerzos a desvirtuar el cargo. 
Adicionalmente, la defensa de Giraldo señaló que esta imprecisión tiene otro componente para 
tener en cuenta. Los verbos “reproducir”, “enajenar”, “compendiar”, “mutilar” o “transformar” 
son preceptos que describen unas conductas específicas, así como los ingredientes normativos que 
se requieren para su ejecución. Por ejemplo, “publicar” dentro del tipo penal exige que la obra 
publicada sea “inédita”, mientras que los demás verbos, como “reproducir”, que configuran el 
numeral 3° del artículo 51 de la Ley 44, no demandan dicho criterio. Por ello, aunque las 
formulaciones de la demanda y de la condena pertenezcan al mismo artículo, ambos numerales 
están concebidos para protegerlo de manera distinta, pues el verbo rector usado en la denuncia no 
requiere que la obra sea inédita, mientras que “publicar”, el verbo aplicado en la condena, sí 
necesita de este ingrediente normativo para su ejecución. De acuerdo con la defensa de Giraldo, 
este aspecto cambia la naturaleza del objeto, de publicado a inédito, y en este sentido tanto la tesis 
como el artículo no eran obras inéditas. Es así como para la abogada de la docente los verbos no 
hablan de conductas idénticas ni “semejantes en su descripción fáctica o en el contenido de la 
prohibición, y por tanto es diferente la imputación fáctica como imputación jurídica”. 
Esta forma particular de conocer en el derecho requiere también del componente que configura la 
manera en que se describen los hechos, lo anterior para que su precisión jurídica corresponda a lo 
ocurrido. En este caso, la descripción de la conducta no era fácilmente reconocible por el “mundo 
jurídico”, dado que en primer lugar no había un verbo rector específico que le diera “vida jurídica” 
como delito. En este sentido, se debía hacer una descripción y un argumento claro para justificar 
que la extensión retórica de la Ley podría incluir conductas “conocidas por los académicos como 
86 
 
plagio” pero que, al traducirlos en una sala penal, un juzgado o un tribunal, tienen otro nombre: 
“publicación parcial”. Asimismo, se requiere que las descripciones legales correspondan en igual 
medida al mismo hecho, porque al usar otros verbos rectores se hace referencia a protecciones 
distintas, aunque sea el mismo artículo en el Código o se hable del mismo bien jurídicamente 
protegido (los derechos morales). 
En específico, cuando se habla de plagio hay una fuerte conexión con el derecho de paternidad, en 
otras palabras, con que siempre se vincule o mencione al autor con su obra. Así pues, de acuerdo 
con la definición general de plagio, se rompe dicha relación al atribuirse como propio un texto que 
es propiedad de otro. De esta manera, el plagio desconoce el reconocimiento del creador, 
comportamiento punible conforme al numeral 2° del artículo 5 de la Ley 44: 
Quien inscriba en el registro de autor una obra literaria, científica o artística a nombre de 
persona distinta del autor verdadero, o con título cambiado o suprimido, o con el texto 
alterado, deformado, modificado o mutilado, o mencionando falsamente el nombre del 
editor, productor fonográfico, cinematográfico, videográfico o de soporte lógico. 
Dada esta situación, la defensa insiste en que se case la sentencia, es decir, que se reverse el fallo 
de segunda instancia. Finalmente, la Corte admite la causal para la demanda de casación: 
“violación del derecho de defensa por formulación anfibológica de los cargos imputados en la 
acusación e incongruencia entre los cargos imputados y los que fueron objeto de la condena” 
Consideraciones de la Corte. El otro plagio 
Era hora de que la Corte hiciera precisiones sobre el delito. La Corte es la instancia más alta de la 
jurisdicción ordinaria en el país, cuyas sentencias y disposiciones están pensadas en normalizar 
procesos penales que puedan ser controvertibles. La decisión de la Corte instaura una posición 
general del sistema completo, puede llegar a cambiar el rumbo de un fallo para determinar si todo 
cumplió lo requerido, y si efectivamente la lectura de la conducta y su respectiva sentencia son 
acordes con lo dispuesto en la ley y en la jurisprudencia.  
Aunque la casación es votada por los magistrados de la Corte, el documento da un aire de 
unanimidad, sobre una base de consenso en el que el cuerpo colegiado “se acoge a la racionalidad 
de un sistema jurídico y vela por su integridad” (Maldonado, 2011, p. 78). La estructura de la 
sentencia inicia con la narración de los hechos y la actuación procesal relevante. Como había 
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mencionado, en el documento se vuelve un poco a “contar la historia”, a ubicar el estado en el que 
llega la denuncia para reconstruir el proceso y sustentar los fundamentos de la demanda y los 
puntos admitidos para casación. A lo anterior se le añade el concepto del ministerio público frente 
a la denuncia. Todo esto construye una especie de base de enunciación que será clave para entender 
la decisión de la Corte.  
La presentación inicial que realiza la Corte da un aura de objetividad a la decisión, la cual se 
construye a la luz de los hechos procesales más que de este “mundo fáctico” que se recrea y que 
es mucho más amplio en la primera sentencia. Los argumentos son limitados y no hay lugar a un 
debate como en el juicio del Juzgado 50, donde todas las partes intervienen; aquí la voz es casi 
exclusiva de la Corte.  
Después de la narración de los hechos, la Corte retoma todo el marco normativo que interviene en 
la decisión —en este caso las leyes de derecho de autor vigentes— y plantea una posición 
interpretativa sobre él. Hace un barrido sobre los derechos de autor, su composición frente a la 
Ley, así como otras decisiones de la sala en consonancia con el marco legal abordado. Asimismo, 
la Corte articula y enfatiza sobre los derechos morales, el punto esencial que se debate frente a la 
figura del plagio; e incluye el principio de no protección de las ideas, citando apartados de la 
norma, pero valiéndose de referencias externas para precisar los demás conceptos hermanos, como 
el de “idea” y el de “originalidad”. Con esto, la Corte enmarca la naturaleza y la estructura 
normativa del bien jurídicamente protegido, para determinar si la violación tiene que ver con la 
comprensión que ella tiene sobre el derecho de autor.  
De esta manera, los magistrados llegan a la interpretación constitucional del tipo penal que se 
alega. Para la Corte, la violación del derecho de paternidad o su reivindicación es lo que genera 
mayor agravio hacia los derechos morales, porque “es precisamente la posibilidad de 
reconocimiento a partir de la labor de la inteligencia trasplantada a la obra, lo que impulsa a la 
ardua tarea y permite que muchas de las grandes creaciones del intelecto hoy conocidas hayan 
superado la simple idea” (Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, SP 31.403, 2010).  
Para la Corte, esta relación de “paternidad” sobre la obra cobra mayor importancia en el marco del 
derecho de autor, y en especial bajo su doctrina de fomentar el “avance del conocimiento”, pero 
dentro de la protección del autor y su creación. Los magistrados interpretaron de esta manera al 
autor como su obra: “el autor es su obra” y no reconocer así esta atribución es “desconocer al 
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hombre su condición de individuo que piensa y crea […]. Por tal razón los derechos morales de 
autor deben ser protegidos como derechos que emanan de la misma condición de hombre”. Con 
esto, el derecho de autor se concibe como un derecho humano, que va de mano de ese la 
manifestación propia de su “espíritu e ingenio”. Por esto la prohibición del plagio es necesaria en 
miras de proteger el derecho del autor, porque se asocia a una “grosera vulneración del principio 
de paternidad que consiste en tomar lo de otro y hacerlo parecer propio” (Corte Suprema de 
Justicia, Sala Penal, SP 31.403, 2010). 
Este tratamiento de los derechos morales de autor bajo la condición de derechos fundamentales 
del hombre implica que la jurisprudencia aplicable sea la del principio pro homine, donde las 
normas deben ser interpretadas de la manera más amplia posible, es decir prefiriendo su 
interpretación extensiva. Sobre este punto parece que la Corte cambia el tratamiento del derecho 
de autor, pasando de una postura propia de los derechos económicos —el marco dentro del que se 
encuentra en la Constitución la propiedad intelectual—, a una que lo concibe como parte de los 
derechos fundamentales del hombre, como, por ejemplo, el derecho a la vida. La interpretación 
extensiva también le permite dar una postura más amplia ante el problema del plagio, porque la 
Ley no debe acoplarse exclusivamente al tipo penal como el verbo rector, sino que se puede valer 
de más herramientas argumentativas para sostener la violación a la paternidad del autor. La Corte 
especifica esto así:  
En consecuencia, la Corte, como deben hacerlo todos los jueces, atendiendo la necesidad 
de conciliar la norma con los estándares internacionales de protección de derechos 
humanos, advierte que el artículo 270 del Código Penal ha de ser interpretado de tal forma 
que su numeral primero no solo cubra la tutela de lo inédito respecto de la publicación, sino 
que en sentido amplio proteja el derecho moral del autor y, consecuentemente, incluya 
dentro de las conductas pasibles de sanción penal: 1) aquellas que a través de otras formas 
de divulgación conlleven la pública difusión de la obra inédita, sin autorización previa y 
expresa de su titular; y, 2) aquellas que conlleven a la violación del derecho de paternidad 
o reivindicación, conforme a las siguientes eventualidades: […] Cuando sin autorización 
previa y expresa del titular del derecho, se publica total o parcialmente, a nombre de otro, 
una obra ya divulgada, de carácter literario, artístico, científico […] (Corte Suprema de 
Justicia, Sala Penal, SP 31.403, 2010). 
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De esta manera, la Corte reconoce como plagio cuando un actor se atribuye como propia la obra 
completa de otro o cuando, sin reproducirla idénticamente, la imita en sus extremos esenciales. 
Asimismo, la Corte distingue dos formas de plagio: “imitación servil” e “imitación elaborada”, 
donde la primero se debe solo a la supresión del nombre del autor, y la segundo designa instancias 
en las que se extraen partes importantes para incorporarlas a una obra plagiaria. En ambos casos 
se encuentra tipificado el delito. 
En esta línea, la Corte no concuerda con los alegatos de la defensa de la docente. Esta última 
sostuvo que el plagio no está tipificado como delito cuando, de acuerdo con la doctrina 
especificada en la sentencia de casación, la violación a los derechos morales de autor alude al 
plagio como una de las formas de violar este derecho. Así, para la Corte este asunto es decantado 
desde el principio de congruencia, en el que se halla concordancia entre los hechos y las peticiones 
de la demanda, porque tanto en la acusación como en la denuncia hay señalamientos con un eje 
conceptual fáctico-jurídico que busca garantizar el derecho a la defensa, la unidad lógica y jurídica 
del proceso. 
Además, la Corte aclara que sobre este principio el juez puede condenar por una conducta punible 
diferente a la imputación en el pliego de cargos de la Fiscalía, esto siempre y cuando no agrave la 
situación del procesado con una pena mayor. Y en este caso, al tratarse del mismo artículo de la 
misma norma, no hay una modificación sobre la sanción: el artículo 51 de la Ley 44 de 1993. En 
caso de que se trate de una conducta señalada en cualquiera de sus numerales, esta se entiende 
sobre el mismo precepto y no varía el núcleo básico de la acusación.  
A la luz de estos argumentos frente al caso concreto de Giraldo, la Corte no requirió de la 
verificación de un experto —de un perito como sucedió en la primera parte de la investigación— 
para emitir un concepto propio, ya que para los magistrados era evidente la similitud de ambos 
textos. En este sentido, los hechos narrados y la comparación entre los documentos eran pruebas 
contundentes en la descripción del plagio. Finalmente, el magistrado trazó una línea entre el 
sentido común y el conocimiento experto (Jasanoff, 2012). 
En el método comparativo usado por el casacionista, la Corte advirtió que la afectada pudo haberse 
valido de algunas ideas para construir su tesis, pero que de ninguna manera este uso fue objeto de 
apropiación. Dado que tanto la estudiante como la docente están usando el mismo eje de trabajo, 
es normal encontrar ideas y formas gramaticales compartidas y propias de un estilo muy particular 
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de quienes realizan análisis del mundo poético de Quessep. No obstante, más allá de los conceptos 
compartidos, la Corte sí denota una apropiación indebida o plagio por parte de Giraldo, pues al 
confrontar los textos, hay una amplia similitud en la forma de algunos fragmentos de la tesis y el 
artículo:  
Es que, si se advierten párrafos enteros en los cuales apenas se cambia una palabra o se 
muta su orden, es lógico concluir que la procesada no sólo hizo valer como propio lo ajeno, 
sino que, consciente del desafuero, buscó ocultarlo, aunque, cabe decir, de forma bastante 
burda. (Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, SP 31.403, 2010) 
El comparativo presentado en la casación16 funciona como figura demostrativa de los apartes 
copiados, y permite a los lectores e involucrados en el caso conocer de primera mano (en caso de 
no tener acceso a la demanda o al dictamen pericial) los fragmentos continuamente mencionados 
en todo el proceso; es decir, hacer de testigos virtuales de los hechos (Shapin, 1984). Ni en el 
primer fallo, ni en la sentencia del Tribunal, se hizo referencia explícita a estos apartados, para que 
quienes leyeran los documentos no tuvieran duda de la similitud de los documentos.  
En consecuencia, la Corte no casó el fallo impugnado, por lo que se conservaron completos los 
efectos de la anterior sentencia. Es así como la controversia se cierra. El plagio finalmente se hizo 
delito. 
El delito del plagio y el pro homine 
Los repertorios argumentativos construyen formas particulares de mundo. Por ejemplo, para Potter 
(1998) la factualidad de las descripciones son construcciones, es decir, fabricaciones de diversas 
retóricas a partir de las cuales el “mundo literalmente pasa a existir a la medida de lo que se habla 
o se escribe sobre él” (p. 130). Si pensamos esta afirmación a la luz del caso de Londoño y Giraldo, 
el plagio también es la descripción de este “objeto abstracto” en el fallo (es o no plagio, es o no 
delito), el cual se constituye de tipos de prácticas en las que opera el discurso descriptivo. Para 
Potter no es posible separar los hechos de sus descripciones, de ahí la importancia de “examinar 
tanto los procedimientos mediante los cuales se construyen versiones factuales como los 
procedimientos mediante los cuales se socavan estas versiones” (p. 141). Desde este punto de vista, 
es el proceso de construcción de hechos el que intenta cosificar las descripciones para que parezcan 
 
16 Ver Anexo 1. 
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sólidas, pero al entrar al narrar los lugares desde otras voces —o ironizarlas como precisa Potter— 
dichas descripciones dejan de parecer un todo consolidado para asumir más la apariencia de 
descripciones parciales.  
Por ejemplo, en la primera parte del análisis del caso de la docente y la estudiante se articulan las 
retóricas, se negocia con la Fiscalía, e incluso se intentan cambiar los lugares desde donde se quiere 
reconfigurar los papeles de víctima y victimaria: por ejemplo, al acusar a la estudiante de plagiar 
a la profesora debido a que esta última tenía más experiencia en el tema y un mayor número de 
publicaciones. Asimismo, los argumentos que entran en discusión durante la etapa de investigación 
de la Fiscalía buscan persuadir al ente de que el plagio es o no un delito. Y es que el ente fiscal es 
importante porque es el primero que conoce el caso, y a su vez es quien considera si la acción 
descrita atenta contra un bien jurídico protegido penalmente. Persuadir a la Fiscalía es parte 
esencial para continuar o evitar un proceso penal. De ahí la insistencia de ambos abogados sobre 
la manera en que sucedieron los hechos; por un lado, de la defensa de Londoño en relacionarlos 
con la forma de un delito, y por el otro, de la defensa de Giraldo en negar la tipificación del delito 
por la imprecisión de los verbos rectores.  
No obstante, a pesar de las formulaciones de la abogada de Giraldo, en la que desestimaba los 
argumentos de la denuncia, para la Fiscalía la conducta debía ser considerada como delito. Y la 
Corte, siguiendo este hilo de la denuncia y las sentencias anteriores, señaló que la conducta de 
Giraldo consistió en “publicar parcialmente” —como obra suya— parte, apartes, o párrafos sin 
autorización previa ni expresa de Londoño. Esta descripción es finalmente tipificada como delito.  
Observar con cuidado todo el asunto del debido proceso permite ver las rutas que tomó la 
controversia, pues, aunque se encontraba regulada y limitada por el marco jurídico, también 
produjo salidas interesantes al debate. Los códigos procesales aparecen como dispositivos de 
garantía del cumplimiento de la Ley, de que las normas rectoras se cumplan, entre ellas, la correcta 
traducción de los “hechos” al “mundo jurídico”. De este modo, las normas rectoras “canalizan la 
actividad interpretativa del operador jurídico, imponiendo restricciones de sentido en la creación 
del derecho por vía judicial […], precisando el sentido y alcance que ha de concederse a cada 
componente del delito” (Carrasquilla, 2013, p. 132). No obstante, este caso de plagio permite ver 
cómo los instrumentos legales y los recursos retóricos intentan imponer interpretaciones muy 
particulares del mundo material (Bowker, 1992). 
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El derecho es una práctica social interpretativa (Rodríguez-Puerto, 2010) y la lectura literal de la 
norma no es el único criterio interpretativo que cabe, pues la Ley no es un sistema de preceptos 
listos para su aplicación mecánica (Rodríguez-Puerto, 2010). A pesar de que existe una jerarquía 
en los criterios interpretativos, ciertos argumentos no dependen exclusivamente de lo dispuesto 
por la Ley, como en este caso pasa con la manera en que se lee el derecho de autor. Así pues, 
aunque este lugar interpretativo dé pie a formulaciones sobre ciertas formas del derecho, también 
se mantiene dentro de los rangos permitidos dentro de la práctica de este campo. Por ejemplo, a 
pesar de que se ofrece una mirada alternativa al derecho de autor como si fuera un derecho 
fundamental, esto se hace dentro de la capacidad otorgada por una norma previa, el principio pro 
homine. Es así como el poder de los jueces no está exclusivamente limitado por lo estrictamente 
descrito en la norma, ya que en ciertos casos se plantean puntos de fuga ante el problema. 
En este sentido, el derecho está en elaboración —o reelaboración— constante; la práctica del 
derecho no se limita al flujo prescrito de normas, sino que, aunque se mantiene sobre un texto 
normativo, también se abre a otras formas de ser fijado, como lo son las sentencias. Como en el 
caso presentado en este trabajo, la Corte se dio a la habilidad de plantear el caso del plagio desde 
una lectura ampliada al no restringir su interpretación de los hechos a lo estricto de la norma. Esta 
posibilidad en parte está dada por la jerarquía de la Corte y la autoridad de su figura sobre el plano 
penal, pues su posición otorga una garantía de certeza sobre lo que se formula en la casación.  
Asimismo, la Corte, con su formulación, plantea una manera particular de leer los hechos. Al no 
necesitar un perito para la confrontación de los textos y para finalmente concluir la similitud de 
estos, expresa su postura ante “lo evidente”: la clara intención de plagio por parte de la docente. 
En el primer fallo, la jueza usa como insumo la experticia de Giraldo como investigadora para 
argumentar la intención de realizar el delito por parte de la docente. Su conocimiento de las 
prácticas de escritura, entre ellas la de la cita, sumó para culparla del plagio. La Corte, por su parte, 
asume esta posición y funge a su vez como “perito” sobre la prueba. Los hechos leídos por la jueza 
y los magistrados dan luz para asegurar que la docente tuvo la intención de cometer la conducta 
ilícita, y además pareció gozar de un trato especial por el prestigio alcanzado gracias a su 
trayectoria académica. Así las cosas, pesa sobre Giraldo el hecho de ser reconocida y su posición 
como docente.  
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El estudio de este caso penal sobre el plagio permite ver las formas que va adquiriendo el plagio a 
partir de los repertorios argumentativos que se enactan para hacerlo aparecer y desaparecer. 
Asimismo, desde este trabajo se puede analizar cómo las prácticas jurídicas y los conocimientos 
legales son flexibles, inclusive dentro de las estructuras más rígidas, como las penales. Los 
estándares preexistentes sobre los que se disputan los verbos rectores dan lugar a un universo del 
derecho en acción. El tipo penal, al final, no es un elemento estable e inmovible, no al menos en 
sus formas y en líneas de interpretación, ya que en la práctica se puede derivar en nuevas 
descripciones de delitos no delimitadas antes. El plagio como delito da lugar a pensar las maneras 
en que el plagio se produce en relación con otros artefactos de enunciación, materialidades, 
relaciones, traducciones y prácticas.  
El alcance de la “verdad” en el derecho está marcado por la “verdad procesal”, es decir los hechos 
naturales que fueron probados bajo un fundamento jurídico. Por esto, aunque los sucesos acusados 
como delito no estén específicamente normados dentro de los lineamientos rectores, en la doctrina 
del derecho se considera que interpretaciones como las de la Corte son necesarias para cumplir las 
finalidades del Estado social y democrático. De acuerdo a lo anterior, las lecturas sobre la Ley no 
pueden ser meramente descriptivas (Carrasquilla, 2013), sino que requieren del marco 
interpretativo para ampliar su lugar de acción. Por este motivo, hablar superficialmente de un 
problema como el “vacío jurídico” no es coherente con el funcionamiento del derecho penal en 
este caso. Aquí, a pesar de no estar claramente descrito o tipificado el delito del plagio, la 
interpretación de la Ley permitió que la protección del derecho se extendiera para habitar incluso 
en los espacios que no han sido explícitamente enunciados con anterioridad. Por este motivo, el 
argumento pro homine usado en el fallo de casación amplía el uso legal de los principios rectores 
para aplicar la Ley de manera más favorable ante el cumplimiento de los derechos fundamentales. 
Bajo esta figura se produjo el delito del plagio. 
En este sentido, la apertura de la Corte ante nuevos problemas que no habían sido prescritos, como 
es el caso del delito del plagio, dio el espacio para que la interpretación de los magistrados pusiera 
sobre la mesa el principio pro homine para hacer ver su decisión coherente con la norma estudiada 
(el derecho de autor). Pero ojo, no es una opinión per se, pues cabe recordar que el marco jurídico 
está presente, y aunque parece una visión particular sobre un hecho, este hecho se configura 
también dentro de los criterios legales. El giro dramático del pro homine plantea a su vez la 
94 
 
importancia de la protección de los individuos dentro del derecho, y la prioridad que se le da en la 
Corte al autor. Es decir, ya aquí no es el mero autor, sobre el aura de su obra y demás, ahora es un 
sujeto poseedor de un derecho y en condición de reclamarlo para hacer efectivo el cumplimiento 
de la norma. El autor es también un individuo, una persona humana. Sin embargo, la visión de la 
protección no se otorga solo sobre la premisa de la “manifestación del aura creativa del autor”.  
El genio individual del autor 
Resulta que, como se plantea en parte en el derecho de autor, el derecho busca mantener un balance 
entre lo público y lo privado. Sin embargo, en este caso, el autor como individuo plantea una 
mirada interesante sobre cómo se resuelve la controversia. Como señala Strathern (2003): el lugar 
de la individualidad —originalidad— es al mismo tiempo el lugar de un sentido de comunidad.  
De acuerdo con la Corte, el bien jurídico a debatir al momento de la casación es el derecho de 
autor, en específico los derechos morales. Los magistrados consideran que la casación está 
protegiendo los derechos morales de autor, derechos que son de carácter fundamental, tal y como 
analizan en la sentencia. Desde esta perspectiva, se busca proteger la personalidad del autor, su 
relación con su obra y el conjunto de facultades que permiten al autor exigir la paternidad o autoría 
de su obra, las cuales son intransferibles, irrenunciables e imprescriptibles. Asimismo, esta 
posición de la Corte reconoce la condición de “individuo que piensa y crea, y que expresa esta 
racionalidad y creatividad como manifestación de su naturaleza” del autor (Corte Suprema de 
Justicia, Sala Penal, SP 31.403, 2010). Por este motivo, el uso del principio pro homine otorga una 
exégesis ampliada con el fin de proteger los derechos morales de autor como parte misma de la 
condición de la persona.  
El individuo y su autoría son centrales en esta última parte de la discusión, porque es desde este 
argumento que se solicita la lectura del pro homine y se sustenta la condena final. Esta noción de 
autor ha sido producida en la Ley y las cortes como parte de un conjunto de luchas históricas donde 
el autor es también sus derechos. Este tipo de posiciones hacen parte de las tensiones que 
permanecen casi irresolubles dentro del derecho de autor (Biagioli & Galison, 2003), pues la figura 
del autor se ha ido configurando de distintas maneras. Ejemplo de ello es el actual debate sobre las 
múltiples autorías, en el que continuamente se pone en disputa hasta qué punto un colaborador es 
también parte autor. Es así como la autoría tampoco es un lugar definido. Incluso en el derecho, 
tanto la autoría como el plagio son conceptos situados y flexibles. Desde esta perspectiva se 
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construye también la autoría como los derechos morales, y estos últimos como derechos 
fundamentales.  
Esta construcción individual es relativamente reciente en la lectura de la autoría dentro del derecho 
de autor (Jaszi & Woodmansee, 2003). Aunque la figura jurídica del derecho de autor busca crear 
un balance entre lo privado y lo público, la Corte aporta una mirada de un bien jurídicamente 
protegido que se acoge a la visión del autor como individuo. La experiencia suele decir que las 
prácticas creativas son derivadas de lo colectivo. La Ley reconoce este tipo de prácticas de lo 
colectivo y considera importante las limitaciones al derecho, con el fin del “avance del 
conocimiento”. Por su parte, la Corte hace una lectura de la autoría desde una originalidad propia 
de una acción particular y solitaria. Esto no quiere decir que la visión de los magistrados diste de 
la percepción de lo “público” en el derecho de autor; el caso de Londoño y Giraldo plantea también 
una postura sobre cómo se lee el plagio como delito, así como la parte privada del derecho, la que 
cobija al individuo creador con un conjunto de posibilidades intransferibles, irrenunciables e 
imprescriptibles, como lo son los derechos morales.  
En este sentido, bajo la mirada de la Corte, el “avance del conocimiento”, esta premisa que 
acompaña la justificación de toda la normatividad sobre el derecho de autor, tiene un fuerte 
sustento en la producción propia del autor, donde el “conocimiento” no es una práctica colectiva 
sino individual. Es así como el derecho de autor necesita de la agencia de un individuo para entrar 
en acción, la agencia que le otorga la creación y su categoría de autor.  
No obstante, la visión anterior del derecho de autor representa un problema: este cuerpo de normas 
tiende a recompensar ciertos productos y productores, mientras que otros no tienen el mismo lugar. 
Este panorama afecta las prácticas de producción de ciertas áreas, como las del patrimonio 
científico de determinadas comunidades (Jaszi & Woodmansee, 2003, p. 202), que históricamente 
han tenido dificultades para que se les reconozca sus derechos sobre su propiedad intelectual. Lo 
anterior se debe, en parte, a que lo que es considerado como “conocimiento tradicional” no recibe 
la categoría de original, y en este sentido no está protegido bajo el manto de los derechos de autor. 
Por otra parte, y para no ir tan lejos, el énfasis en el individuo como autor también recalca prácticas 
como las métricas sobre las citas, tales como el índice H. 
Con respecto a los trabajos con múltiples autores, por ejemplo, la Ley reconoce dichas 
producciones colectivas como coautoría perfecta o imperfecta; en la primera no se distingue quién 
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escribió qué parte del texto, mientras que en la segunda son diferenciables los aportes de los 
distintos autores —como los libros compilados por capítulos, donde en cada capítulo se identifica 
el respectivo autor—. En el último caso —incluso en los casos de múltiple autoría como las que 
han generado revuelo últimamente, con listas casi interminables de autores—, aunque la obra es 
entendida como un solo objeto, los derechos sobre ella están divididos entre sus autores. Es decir, 
cada autor tiene derechos sobre la obra en tanto que es propietario de una parte total de ella, que 
es inseparable de las demás, pero los derechos son comunes. Todos los autores comparten la 
propiedad sobre la misma obra y no pueden hacer ningún tipo de negocio con ella sin el 
consentimiento de los demás. En principio, parece que la autoría conjunta deja espacio para 
producciones colectivas, pero vuelve a centrarse sobre el autor individual, en vez de un autor en 
conjunto, pues cada autor por individual ostenta derechos de propiedad sobre el trabajo como si 
este fuera propio, mas, en temas de tipo patrimonial, la autoría es compartida (Mcsherry, 2003). 
De esta manera, y teniendo en cuenta lo expuesto anteriormente, incluso las obras producidas entre 
distintas personas también están limitadas por la figura del autor como individuo, por su “genio 
creativo” y “original”.  
Bajo esta lectura de la figura de autor, Londoño encontró en las salas penales las acciones que 
defendieron su “paternidad” —en términos del derecho de autor— como autora, su lugar como 
creadora, esta visión individual de su trabajo. Aunque en la Universidad Javeriana inicialmente le 
cerraron las puertas, pues allí no existía el plagio, en las cortes el dictamen le reconoció que sus 
derechos morales estaban siendo infringidos por la conducta practicada por Giraldo, llamada 
plagio, llamada también “violación a los derechos morales de autor”. Tras diez años de discusiones 










Lo que en principio parecía un “vacío jurídico”, como dirían algunos, terminó consolidando una 
práctica ampliamente debatida como un delito. Sí, el plagio es un delito con todas las aristas que 
esto contiene. A pesar de que aún no está escrito “plagiar” como verbo rector en el actual Código 
Penal, las características ya formuladas en las sentencias lo produjeron como una violación a los 
derechos morales de autor. La transformación de la denuncia, la acusación y el debate en general 
en una sentencia estabilizaron los argumentos formulados y construyeron —y consolidaron— otro 
lugar de enunciación del plagio. Aquí, las sentencias son documentos coproducidos por la Ley, las 
lecturas de la jueza y los magistrados, la Fiscalía, el perito, los abogados y las pruebas. Los hechos 
a su vez son resultado del proceso penal, en el que los diferentes participantes tejen sus retóricas 
sobre lo que había sucedido.  
Estimados lectores, aquí he presentado cómo el plagio se construyó como delito dentro de unos 
límites muy claros. Como he mencionado insistentemente, no es una mirada absoluta sobre el 
problema del plagio, pero desde esta perspectiva judicial se reúnen un conjunto de miradas que 
enriquecen las redes que se construyen en relación con esta conducta. La eterna advertencia de mis 
profesores de que plagiar acarrearía la cárcel se ensambla finalmente de una forma más sofisticada 
que las meras palabras de mis docentes durante una clase. El expediente, los documentos, la jueza 
y los magistrados, los abogados, incluso las dinámicas de producción de conocimiento en la 
universidad permitieron construir un debate en el que se enactaron diversos conceptos, 
herramientas jurídicas, argumentos y versiones de esas nociones del plagio.  
Considero que es preciso este último espacio, panóptico, que dé cierre a algunos de los análisis 
que se realizan. Varios de los argumentos se elaboraron a medida que el contenido se desarrollaba 
a través de las descripciones y mis herramientas retóricas.  
¿Por qué es que te llaman “delito”? Le pregunté. Él, el plagio, respondió. Así, y entre otras cosas, 
nos vimos. 
El plagio no es una acción concreta, sino un concepto flexible a interpretaciones, que se construye 
en el marco de lo normativo y legal, pero también en los repertorios argumentativos que lo enactan, 
98 
 
en los discursos y las formas textuales a las que altera y las que llegan a limitarlo como posibilidad 
legal y “correcta” de usar lo ajeno, es decir, la excepción a la norma que permite a alguien mutilar 
o transformar sin ser acusado de plagio: la licencia de apoderarse del ingenio de otro. También de 
las formas de autoría que lo posibilitan, ya que el plagio solo sucede en tanto la autoría aparece 
como forma de propiedad sobre el texto, como una forma de construir un vínculo intangible con 
la expresión de las ideas.  
Tanto el problema de la propiedad como el de la originalidad son aspectos que se coordinan para 
hacer emerger ciertos conceptos de plagio. Precisamente es este sentido de “propiedad común” lo 
que es inquietante al momento de enfrentar el problema del plagio. ¿Cómo hablar del problema de 
esta relación sobre la propiedad de todos frente la protección de un particular como lo son los 
intereses de un autor que denuncia ser plagiado? Y la respuesta era que el plagio, a fin de cuentas 
y según las sentencias, no es un asunto de lo común, sino del autor como individuo.  
Incluso, cuando hablamos de lo “jurídico”, esto implica pensar en cómo se negocian y legitiman 
reclamos y disputas durante los procesos penales (Edmond, 2001). En este sentido, el reclamo de 
la estudiante debía ser escuchado, se trataba de una conducta que comúnmente ha sido éticamente 
reprochable, pero que en aquel momento no era claro cómo traducirla como delito. Entonces, 
¿cómo hacer justicia? La Corte creó un tipo penal al reinterpretar los hechos para que la “verdad 
material” justificable dentro de los fundamentos jurídicos pruebe que la conducta de plagio es 
efectivamente un delito. La flexibilidad de un juez sobre su concepto de verdad, al leer los derechos 
morales de autor como derechos fundamentales, ejerce tal poder que crea un delito, e incluso lo 
aplica retroactivamente. Indagar más sobre este tipo de hilos que se plantean en torno al poder de 
las cortes sería un trabajo interesante de realizar. Aquí solo se tocó el borde de un tema lleno de 
matices que valdría la pena ampliar en futuros trabajos.  
¿Por qué dar estas interpretaciones con el plagio?  
Según Maldonado (2011), la sentencia es una tecnología literaria que posee estructuras para inducir 
formas particulares de credibilidad de los hechos a los que se refiere. La Corte construye una suerte 
de dominación legal y jurídica que a través del argumento de pro homine alimenta la legitimidad 
de su decisión. Es así como la Corte no solo respalda las decisiones tomadas anteriormente, sino 
que esto le implica la justificación de un tipo penal, que es inicialmente descrita y traducida como 
“publicación parcial sin autorización”. Finalmente, con la casación se crea la apariencia de que 
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efectivamente pertenece al estándar. Estos estándares, como el de los tipos penales o el del pro 
homine, son respuestas retóricas y operativas de construcción de verdad jurídica. Estos cánones de 
interpretación y prácticas son influyentes y sus implicaciones suelen ser determinantes para 
“purificar” un fallo:  
La reducción legal busca constituir un dominio de hechos incuestionables lo más rápido 
posible (lo que significa que no debe haber ninguna sumisión de la defensa que impugne 
esos hechos), de modo que pueda subsumir los hechos en un estado de derecho (que en la 
práctica es un texto) para producir un juicio (que es, en realidad, un decreto, un texto). La 
reducción científica afecta la misma economía asombrosa porque también reemplaza la 
riqueza y la complejidad del mundo en toda su dimensión con papel y textos. (Latour, 2010, 
p. 229). 
De ahí que la materialidad del expediente, los textos y demás documentos toman un papel 
fundamental. Abrir el expediente también es una manera de entender cómo ciertos argumentos 
fueron construidos, pues cuando los fallos dan jugadas tan inusitadas como la de la casación, es 
difícil romper ese estatus de verdadero y limpio de la decisión de la Corte.  
Como todo mapa, el expediente también requiere de cierto trabajo técnico para ser leído, para 
volver sobre los hechos narrados, sobre las pruebas recogidas, los rastros de cómo se fue 
produciendo un delito llamado plagio. El derecho conoce a través de estos documentos, de los 
protocolos que establece, pero en ocasiones negocia para dar nuevas interpretaciones. Aunque en 
ocasiones al leer una sentencia parece que todo sucedió dentro del orden que prescribe la norma, 
que la acusación y la casación eran “congruentes” en su accionar jurídico, abrir las sentencias y el 
expediente también transforma la materia del análisis. Lamentablemente mi trabajo es limitado y 
aquí no alcancé a esbozar el complejo mundo que este tipo de materialidades moviliza. 
En la academia encontré a una forma de plagio, que, aunque mencionado de diversas maneras, se 
veía como un objeto que en común tenía la indignación de todos los miembros de la comunidad. 
Era controvertido, objetado y estudiado, pero al final se reducía a la mera “copia”. Al ver estas 
conductas como el plagio fuera de la universidad —lugar donde suelen ser centro de debate, pero 
también de aplanamiento y ocultamiento—, se construyen nuevas traducciones de los hechos que 
se articulan con diversas narrativas y movilizan múltiples actores y documentos. Así, se configuran 
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nuevas controversias que incluso permiten discutir fórmulas normativas y otros tipos de 
conocimientos.  
En la Javeriana el plagio no era un delito y la controversia cambió el lugar de la indignación, de 
una conducta reprochable a una denuncia contra la estudiante por no citar a la autoridad en el área. 
Al trasladar la controversia a las salas penales, el plagio como delito emergió, y a su vez produjo 
interpretaciones de los hechos, e incluso, dio lugar a los derechos morales como derechos 
fundamentales. La Ley, similar a la ciencia, tiene sus propias formas de producción de 
conocimiento, e incluso de noción de “verdad”. Las prácticas jurídicas se coordinan para hacer las 
traducciones del “mundo fáctico” a este espacio jurídico donde interactúan diversas formas 
normativas, narrativas y materiales, todo para construir enunciados legibles para el “mundo 
jurídico”.  
Este plagio como delito emergió como un concepto sujeto a interpretaciones, que se construyó en 
el marco legal, los repertorios, las descripciones de los hechos, las materialidades, e incluso las 
formas textuales a las que alteró, como la tesis y el artículo —que a su vez funcionaban como 
pruebas en los casos de investigación judicial—. Todos estos elementos fueron ingredientes que 
se articularon y ensamblaron para producir el delito del plagio. El conjunto de prácticas jurídicas, 
así como las versiones sobre el plagio que se ponían sobre la mesa en las discusiones, y también 
las visiones de las prácticas académicas, nos trajeron hasta aquí, a explorar este animal que es el 
plagio, el cual ha sido siempre divisado y extrañamente caracterizado.  
Creo que a fin de cuentas yo también he sido parte —sí, como autora individual si queremos seguir 
en la tónica de la Corte— de esas producciones del plagio, y lo he sido en mi oficio editorial y en 
mi labor de tesista. Tal vez aún me cueste ser parte de la “comunidad del plagio”, pero seguramente 
ver el plagio tan de cerca me incentive a manifestar esta idea del plagio de manera compleja. Ya 
la ira fue solucionada al echar un ojo a este peculiar caso de plagio. Puedo ver ahora los informes 
del software que detecta “coincidencias” de forma menos inquisitiva, pero aparecen nuevas 
preguntas cuando los porcentajes señalados en el informe sobrepasan el 25 %. Incluso, este viaje 
me permitió “sanar la herida” contra el decreto 1279, el sistema de incentivos y todo este conjunto 
de prácticas de producción de las cuales yo también hago parte. Mi lugar como autora, y en aras 
de la sinceridad que manifiesto, también produjo unas formas de plagio con el que ahora convivo, 
que son el delito, los informes del software, las referencias mal cruzadas, e incluso los motivos 
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interminables que usan los autores para justificar que sus manuscritos deben ser publicados a pesar 
de que las revisiones hacen sospechar que sus trabajos caen en un posible plagio.  
Hasta aquí me trajo esta conducta siempre tachada de maligna. Finalmente, lectores, aquí se 




















Anexo 1. El plagio 
El siguiente cuadro comparativo muestra las similitudes señaladas en varios de los documentos del 
proceso. Algunas de ellas aparecen en el informe del segundo perito, pero también en la casación 
se elabora el mismo trabajo. Ahora dejo a disposición de usted, estimado lector, si lo señalado en 
la tabla es plagio, pues para el caso penal lo descrito a continuación fue un delito.  
Tesis de Londoño Artículo de Giraldo 
El yo lírico se ve transformado. Los tres 
primeros poemas del libro Epitafio del 
poema adolescente, Canción del invierno, 
Parábola del siglo XVIII y el poema para 
recordar a Alicia en el espejo son ejemplos 
estupendos de ese “cantar y contar de 
manera diversa” … Ellos expresan la 
metamorfosis del yo lírico”. (p. 122) 
Un yo lírico que ha evolucionado; en 
Epitafio del poema adolescente, Canción 
del Invierno, Parábola del siglo XVIII y 
Poema para recordar Alicia en el espejo se 
demuestra la metamorfosis de un yo en el 
que “cantar y contar” se asume de manera 
diversa. (Revista, párrafo 13) 
En el poema EPITAFIO DEL POETA 
ADOLESCENTE, genera el autor al crear el 
poema, un juego con el título; al leerlo se 
puede interpretar que el poeta trascribió lo 
ya escrito, y que el lector, se recrea con lo 
plasmado por un tercero; al engendrar 
Quessep, CANCION DE INVIERNO, 
habla por medio de la metáfora, sin 
intermediarios; las imágenes vehiculan el 
canto del poeta y es la, “palabra— poema”, 
la que conversa con un tú, (Para ti Lu). En 
la PARABOLA DEL SIGLO VIII, quien 
cuenta es Li Po; el poeta, no es más que un 
intermediario que recuenta lo ya contado; 
cuando el poeta canta en el POEMA PARA 
El entrecruzamiento de parábolas muestra 
un yo lírico que ha evolucionado; En 
Epitafio del Poeta Adolescente, Canción del 
invierno, Parábola del siglo XVIII y Poema 
para recordar a Alicia en el espejo se 
demuestra la metamorfosis de un yo en el 
que “cantar y contar” se asume de manera 
diversa. En el primer poema se establece un 
juego con el título: el poeta parece 
transcribir algo ya escrito y el lector se 
recrea con lo plasmado por un tercero. El 
personaje del poema, el joven adolescente, 
púber eterno, trata de “contar la Odisea”, y 
vive su propia metamorfosis al desdoblarse 
en el espejo del mito y la leyenda y cambiar 
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RECORDAR A ALICIA EN EL ESPEJO. 
(p. 123, líneas 4-9) 
“su nombre por el de Ulisse/ Navegante y 
encantador”. En el segundo poema el juego 
se articula en la imagen metafórica, 
transportando el canto del poeta en la 
palabra—poema, en la que el yo poético 
dialoga con un tú que se destaca en: “Para ti 
Lu”. En el tercer poema el narrador es Li Po, 
y el poeta actúa como un intermediario que 
recuenta lo contado: “Cuenta Li Po desde su 
exilio en la cuidad de Yehelang /que en el 
palacio imperial de Uu”. (p. 35, párrafo 
XIII, líneas 5-17) 
A partir de este libro Canto del Extranjero, 
Quessep deja a un lado el tono sentencioso 
que permaneció anteriormente, aparece la 
sentencia ahora muy pocas veces, porque el 
sendero que elige el poeta es la exaltación 
de la metáfora; a través de ella, logra 
establecer nuevas relaciones que propician 
la multiplicidad de significados. (p. 127, 
párrafo II, líneas 1 a 6) 
 A partir de este libro, Giovanni Quessep se 
distancia del tono sentencioso y aprovecha 
la potencialidad de la metafórica para 
establecer nuevas relaciones y multiplicidad 
de significados. (p. 36, párrafo IV, líneas 1 
a 4). 
Y siente que si ha sido parte de la leyenda 
se salva de la muerte: Si fui acaso leyenda / 
Me salvas de la muerte17; en medio de la 
preocupación por la muerte, en medio de las 
presencias amadas, en medio de la 
maravillas: tal vez el olvido mortal / sea el 
más puro encantamiento / y aun la rosa 
impronunciable/ Llegue volando18, en unión 
El tema de la muerte se impone en este 
poemario y justifica la nueva recurrencia al 
valor de la fábula, única capaz de darle vida 
a lo perdido, y de salvar de la muerte: 
“¿Dónde podrías mirarte si no fuera en la 
fábula? o “Si acaso fui leyenda/ Me salvas 
de la muerte”. Es así como lo real presente 
se desvanece y se vive en lo intangible: no 
 
17 “Tu reino de alas blancas”, Canto del extranjero. Pág. 74. 
18 “Madrigal de la muerte”, Canto del extranjero. Pág. 87. 
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con el canto y sintiéndose forastero del 
presente concreto: Siento que mi hora está 
cerca/ Y he reinado sobre fantasmas 19, 
transcurre y abandona Quessep las páginas 
de su libro, CANTO DEL EXTRANJERO. 
(p. 128, líneas 6 a 14, segundo párrafo) 
queda más alternativa que acercarse a lo 
intemporal por el camino de la fantasía. En 
medio de la preocupación por la muerte, 
“reino de alas blancas”, y entre las 
presencias amadas, hechas maravilla por el 
canto, el poeta extranjero, forastero de su 
tiempo y de lo real, abandona este poemario 
con un desencanto completo: “Siento que 
mi hora está cerca/ Y he reinado sobre 
fantasmas”. (p. 36, líneas 11 a 16) 
Quessep edifica la fábula de la vida como 
anticipo de la muerte en su poemario 
PRELUDIOS; es la vida que pasa porque se 
acerca en cada pasar la muerte, y porque el 
poeta conoce el espacio de la muerte que ha 
plasmado en su libro MADRIGALES DE 
VIDA Y MUERTE. (p. 129, párrafo II, 
líneas 1 a 4; p. 130, párrafo I, líneas 1 a 4) 
Así pues, en la transición existente entre 
Muerte de Merlín y el poemario más 
reciente de Quessep, el poeta y el poema 
concilian nuevamente realidad y poesía, al 
alejarse del sentimiento de abandono y de 
exilio y asumirlos con determinada potencia 
vital. (p. 38, párrafo XXIII, líneas 1-4) 
La imaginación del poeta sigue el camino de 
la “Lanzadera”, en el libro LA MUERTE 
DE MERLÍN; el tejido de las palabras 
encantadas que construyen la fábula de la 
vida y de la muerte, muestra ahora (sic) el 
encantamiento de la realidad. (p. 131, líneas 
1 a 5) 
La imaginación del poeta sigue el camino de 
la “Lanzadera”: el tejido de las palabras 
encantadas que construyen la fábula de la 
vida y de la muerte muestra ahora mayor 
encantamiento de la realidad. (p. 38, párrafo 
XXIII, líneas 17 a 20) 
La imaginación del poeta sigue el camino de 
la “Lanzadera”, en su libro LA MUERTE 
DE MERLIN; el tejido de las palabras 
encantadas que construyen la fábula de la 
La imaginación del poeta sigue el camino de 
la Lanzadera: el tejido de las palabras 
encantadas que construyen la fábula de la 
vida y de la muerte muestra ahora mayor 
 
19 “Nocturno”, Canto del extranjero. Pág. 76. 
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vida y de la muerte, muestra ahora, el 
encantamiento de la realidad; el poemario se 
colma con las presencias que poseen su 
propia música ( la hoja, la rama, la libélula, 
la corteza del árbol, el naranjal, el ala, ): 
Apenas en el fondo del naranjal / se oye un 
agua lejana, de otro tiempo; / nada tenemos 
aquí que pueda alegrarnos,/ pisamos la 
hoja caída, no miramos al cielo.20 (p. 131, 
párrafo II, líneas 1 a 10) 
encantamiento de la realidad. Es así como 
los poemas se colman de presencias que 
encantan la realidad (muchas de herencia 
modernista), que poseen su propia música, 
tales como libélulas, hojas, ramas, corteza 
de árbol, ala, naranjal: "Apenas, en el fondo 
del naranjal / se oye un agua lejana, de otro 
tiempo; / nada tenemos aquí que pueda 
alegrarnos, / pisamos la hoja caída, no 
miramos al cielo." (p. 38, párrafo XXIII, 
líneas 17 a 26) 
Quessep llega al encantamiento de la 
realidad, con la duda quizá de lo visto en el 
estado de ensoñación, y plasmado en los 
poemarios anteriores, porque se acoge a la 
vigilia en el desconcierto de la vida, en el 
cuestionamiento de su propio quehacer: 
¿Aun si la poesía no es un engaño / del telar 
que se mueve ante tus ojos, / dónde hallarás 
la salvación / y quién o qué podrá salvarte? 
(p. 133, líneas 1 a 7) 
Si en Preludios Quessep edifica la fábula de 
la vida como anticipo de la muerte, y en 
Madrigales de vida y muerte trastoca 
sueño y realidad: "torne a soñar, y el sueño 
sea la vida,/ y la muerte una fábula del 
canto", en Muerte de Merlín llega al 
encantamiento de la realidad, al poner en 
duda lo "visto" en estado de ensoñación y lo 
plasmado en sus poemarios anteriores 
porque quizá no responda al estado vigilante 
de quien se desconcierta por su propio 
quehacer: "¿Aún si la poesía no es un 
engaño/ del telar que se mueve ante tus ojos, 
/dónde hallarás la salvación/ y quién podrá 
salvarte?". (p. 38, párrafo XXIV) 
Si el título Muerte de Merlín alude al mago 
legendario de las tierras de Bretaña, que 
permanece atrapado en la roca y en estado 
Mientras en este libro, cuyo título y 
contenido profundo aluden al legendario 
personaje de Bretaña, el mago Merlín, 
 
20 “Quimera”, Muerte de Merlín. Pág. 61. 
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de duermevela, el nombre de Un jardín y un 
desierto nos lleva a Oriente. (p. 134, párrafo 
II, líneas 1 a 4) 
atrapado en la roca y en estado de 
duermevela. Un jardín y un desierto 
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Resumen Ejecutivo  
El plagio se hace dentro de los repertorios argumentativos que lo constituyen como un hecho. En 
algunos casos se considera el marco legal como una descripción fáctica de lo que es el plagio, sin 
embargo, su interpretación es flexible en la medida de que se argumentan distintas maneras de 
problematizar el plagio. En este trabajo se analizarán las diversas producciones de repertorios del 
plagio desde el análisis de discurso sobre el caso de la condena a Mary Luz Giraldo, literata y 
docente de la Universidad Javeriana, por la violación de derechos morales de Rosa María Londoño 
Escobar, quien en 1996 escribió una tesis sobre Quessep. La denuncia de Londoño fue 
públicamente vista como plagio, y en las cortes se discutió si esta acusación tenía relación con las 
leyes nacionales y el Código Penal. De esta manera, desde el estudio de los discursos que se 
produjeron en el caso busco entender cómo ciertas descripciones se negocian, construyen hechos 
factuales y entran en conflicto con otras versiones de la realidad.  
Planteamiento del Problema  
El 5 de febrero de 2008 el Juzgado Cincuenta Penal del Circuito de Bogotá falló en primera 
instancia en contra de Luz Mary Giraldo, docente del departamento de Literatura de la Universidad 
Javeriana, por violación a los derechos morales de autor. A la acusada se le señalaba de haber 
“plagiado” apartes de la tesis de pregrado de Rosa María Londoño Escobar, estudiante en 1996 del 
programa de Literatura, en un artículo Giovanni Quessep: el encanto de la poesía publicado en la 
revista colombo mexicana “La Casa Grande” en el número 2 de 1996-1997. Posteriormente, el 
proceso llegó hasta el Juzgado del Tribunal Superior de Bogotá, donde nuevamente se encuentra 
culpable a Giraldo. Finalmente, la defensa apela el fallo ante la Corte Suprema, quien en 2010 
finalmente confirma los anteriores fallos y condena a Giraldo a dos años de prisión y una multa de 
cinco salarios mínimos legales mensuales.  
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Antes de este fallo Giraldo era una reconocida docente de larga trayectoria de investigación, con 
cerca de 15 publicaciones relacionadas con Quessep y su trabajo literario. Cuando fue hallada 
culpable de violación a derechos de autor, despertaron distintas opiniones al respecto de la 
situación. Algunos testigos del caso consideraban que la profesora nunca incurrió en delito alguno, 
y que, de haber alguna duda de ello, se pudo tratar simplemente de un error de citación. Otros 
colegas de Giraldo resaltaban su trabajo académico y mencionaban que dentro de las pruebas no 
se había tenido en cuenta su trayectoria, que se debió comparar el estilo de escritura de la docente 
como prueba a favor de su ejemplar conducta. Incluso, con respecto a la anterior petición, otros 
llegaron a considerar que deberían cuestionar a Londoño, pues ella podría ser culpable de copiar a 
Giraldo, dado que, en el momento de la publicación de la tesis, Giraldo ya era una experta en 
Quessep. Por su parte, los principales medios cuestionaron sobre el plagio en la academia; lo 
presentaban como una crisis ética y que debía ser controlada, pues las conductas de este tipo no 
deberían ser admisibles y menos cuando ocurren por profesores. Mientras unos criticaban el fallo, 
otros celebraban que se haya sentado un precedente en el país con respecto a la violación de los 
derechos morales, en específico, que las Cortes, hayan judicializado el plagio.  
Pero ¿por qué tanto debate alrededor de este suceso? El plagio se ha constituido como un enemigo 
de la academia. Constantemente se advierte que este es un crimen, un delito, y que quien incurra 
en él deberá ser castigado según lo ordene el caso. Ante lo último ¿hay plagios más grandes que 
otros? Es decir, el caso de Giraldo no es el primero que llega a ser público, pero sí el primero que 
penaliza con cárcel a alguien por cometerlo. ¿Fue el plagio de Giraldo mayor al de otros que se 
han divulgado, e incluso aceptado? ¿Puede ser el plagio siempre la misma cosa?  
En apariencia el plagio es tomar un fragmento de un texto y hacerlo pasar por propio, es decir, no 
conceder la autoría del original. Sin embargo, muchos comentan sobre plagio como un problema 
que puede ser fácilmente evitado en la medida que se enseñen prácticas de citación correctas. En 
las universidades se enfatiza sobre los métodos de citación, se hablan y crean técnicas que permitan 
ser acertados con cómo referenciar texto y hacen un llamado a la prudencia al momento de escribir. 
Es decir, ¿es el plagio un problema de desconocer las normas correctas de citación? ¿Si todos 
aprendemos a citar el plagio desaparecería? 
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El plagio ha pasado de conducta desviada a mala práctica de citación. Ha pasado de un tema civil 
a uno penal, he incluso se han creado softwares como herramientas y mecanismos de detección 
del plagio. Se han desarrollado campañas de distintos tipos dedicadas a la prevención de este mal 
que se ha popularizado. ¿Siempre fue el plagio un problema? O mejor, ¿el plagio siempre ha 
existido? ¿Siempre se encontraría culpable a Giraldo? ¿Giraldo realmente plagió? Con respecto a 
la última pregunta, según su defensa, he incluso el código penal colombiano, ella no es culpable 
de esta práctica.  
De acuerdo con la defensa de Giraldo, los verbos rectores del código penal no coinciden con la 
palabra “plagiar”, es decir, en ninguna parte ni de este documento ni de la Ley de Derecho de 
Autor, se menciona el plagio como un asunto violatorio de la normal. Si se lee con cuidado, 
siempre se señalan los verbos “mutilar”, “alterar”, “transformar” o “compendiar” como 
violaciones a los derechos morales de autor, pero en ninguna parte se habla explícitamente a 
“copiar” o “plagiar”. De ahí que la defensa nunca argumentó que Giraldo efectivamente no haya 
tomado partes de la tesis de Londoño como propios, sino que no hubo plagio porque esto no existe 
como tal en el código penal, por eso no procedía la demanda de la Fiscalía ni el fallo condenatorio. 
Sin embargo, la Fiscalía finalmente encontró que los apartes reproducidos sin comillas ni 
precedidos de signo alguno que indicara que las ideas se tomaban textualmente un autor diferente 
al que firmaba el artículo debían ser considerados como plagio, a lo que la Corte señaló que la 
conducta de Giraldo consistió en publicar parcialmente -como obra suya- parte, o apartes, o 
párrafos sin autorización previa ni expresa de Londoño. La última descripción finalmente puede 
ser tipificada en la Ley de Derecho de Autor y el Código Penal como delito. Pero si el plagio no 
es explícitamente condenado por la ley, entonces ¿qué es plagio? Si plagio no es mutilar, ni alterar, 
ni transformar, ni compendiar, ¿cuáles serían los “verbos rectores” del plagio? 
Mi proyecto de tesis buscará responder a la pregunta de cómo se produce el plagio en el caso de 
la de la condena a Luz Mary Giraldo por el delito de violación a derechos morales de autor. Sin 
embargo no concibo el plagio como una “realidad”, es decir como algo finalizado y ejecutado, 
tangible en la norma, ni como una cosa abstracta, sino como un conjunto de prácticas que operan 
a través de discursos descriptivos (Potter, 1998). Por este motivo entenderé el plagio desde los 
repertorios argumentativos que se despliegan en el caso, así como elementos discursivos que 
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operan en la construcción de versiones del plagio y a su vez lo constituyen en una práctica situada 
y concreta en el marco de unas acciones de detección y sanción.  
Con esto también quiero analizar cómo se hacen dichos repertorios, cómo los argumentos se hacen 
factuales y se negocian en el esquema de una acusación de plagio, produciendo determinadas 
certezas y hechos considerados como verdaderos, hasta el punto de condenar a alguien por este 
tipo de práctica. Asimismo, me interesa ver cómo ciertas descripciones pasan a la acción y 
construyen ciertas versiones y definiciones, por ejemplo, sobre lo qué es un delito como el plagio, 
las condiciones del plagio, las herramientas como la cita como mecanismo de detección, pero 
también de prevención, y las tecnologías que lo identifican. De esta forma, desde estas versiones 
y relatos factuales se toman determinadas decisiones que crean el plagio como conducta 
condenable. 
Estado del Arte de la Investigación  
¿Qué es el plagio? Es la primera pregunta por dónde inicia la exploración a través de esta práctica 
muchas veces vista como una desviación del comportamiento correcto de un posible autor. Sin 
embargo, parte de hacer esa pregunta algo totalizante es obligarme a desarmar la idea del plagio 
como un objeto finalizado. Esto es que a todo el que se le acusa de plagio se le culpa de la misma 
cosa, de una práctica idéntica, que se enmarca en un estándar de lo que se puede o no hacer. Esta 
mirada monolítica e inmovible del error impide ver las formas específicas de hacer plagio con las 
retóricas que lo enactan y de los repertorios que lo complejizan en un algo fuera del esquema 
normativo del derecho de autor. Por eso, antes de ver cómo las retóricas del plagio constituyen 
formas particulares de plagio prefiero desarmar eso que es el plagio como una versión unificada y 
cosificada, es decir la “realidad del plagio”, para luego reensamblarlo de nuevo desde los discursos, 
en las prácticas y las descripciones que forman parte de una versión menos abstracta del plagio.  
En Colombia generalmente se ha acusado de plagio a la violación del derecho de autor, en 
específico a las prácticas que atenten contra los derechos morales, algunas de estas con 
implicaciones en los derechos patrimoniales. Según la Ley 44 de 1993, los derechos morales de 
autor reivindican la paternidad de la obra, se opone a toda deformación, mutilación u otra 
modificación de la obra cuando tales causen perjuicio al autor o la obra se demerite, y por esto 
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último el autor puede pedir reparación. Asimismo, en el código penal colombiano, en el Articulo 
270 se considera la violación de los derechos morales de autor como un delito que incurrirá en dos 
a cinco años de prisión y una multa de veinte a doscientos salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. En este apartado del código, se definen tres acciones que atentan contra los derechos y 
deben ser entendidos desde una perspectiva penal: 
1. Publique, total o parcialmente, sin autorización previa y expresa del titular del derecho, una obra 
inédita de carácter literario, artístico, científico, cinematográfico, audiovisual o fonograma, 
programa de ordenador o soporte lógico. 
2. Inscriba en el registro de autor con nombre de persona distinta del autor verdadero, o con título 
cambiado o suprimido, o con el texto alterado, deformado, modificado o mutilado, o mencionando 
falsamente el nombre del editor o productor de una obra de carácter literario, artístico, científico, 
audiovisual o fonograma, programa de ordenador o soporte lógico. 
3. Por cualquier medio o procedimiento compendie, mutile o transforme, sin autorización previa o 
expresa de su titular, una obra de carácter literario, artístico, científico, audiovisual o fonograma, 
programa de ordenador o soporte lógico. (Ley 599, 2000, art. 270) 
El apartado citado detalla ciertas actividades que pueden considerarse plagio como la publicación 
parcial, la mutilación o transformación sin autorización previa de una obra, o el presentar como 
propio un texto alterado de un tercero, la definición del plagio se despliega en un grupo de acciones 
en apariencia específicas que se relacionan con romper la integridad de una obra, es decir, alterar 
o deformar la naturaleza de la una creación original: su forma. De esta manera el plagio no está 
dispuesto como un acción concreta, sino que es un concepto flexible a interpretaciones, que se 
construye en el marco no solo de lo normativo y legal, sino que también en los repertorios 
argumentativos que lo enactan, en los discursos y las formas textuales a las que altera y las que 
llegan a limitarlo como posibilidad legal y “correcta” de usar lo ajeno, es decir, la excepción a la 
norma que permite a alguien mutilar o transformar sin ser acusado de plagio: la licencia de 
apoderarse del ingenio de otro.  
Ahora bien, partiendo de los puntos señalados como las licencias y la flexibilidad del plagio, quiero 
profundizar en matices en sus definiciones. ¿Cuál es el problema del plagio, que infringió las leyes 
de derecho de autor o que rompe las normas de la comunidad académica?, ¿qué es lo que se 
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condena cuando hay plagio, la falta de originalidad y la agresión contra la institución académica y 
sus redes de conocimiento?, ¿por qué tanto énfasis en enseñar a las personas sobre los mecanismos 
“correctos” de usar la cita?, ¿estos mecanismos son los que legitiman las redes de conocimiento? 
En primer lugar, no considero que haya “un” problema con el plagio. Si nos referimos a las 
discusiones legales como una de las versiones que producen el plagio, la de protección de la 
autoría, allí se configuran normas para tomar ciertas decisiones que saltan de lo descriptivo del 
delito y a la condena como fue el caso de Giraldo. Aunque en el marco jurídico colombiano la 
acción de plagiar no es claramente descrita dentro de la Ley como se había mencionado antes, sí 
se hacen referencias al pedir autorización para usar contenidos de terceros y a reconocer la 
paternidad de la obra. Por su parte en México se dispone que los autores tienen derecho a exigir el 
reconocimiento de su calidad de autor: 
“El plagio es un robo de ideas” es una respuesta más sofisticada a la pregunta ¿cuál es la 
propiedad afectada? El principio aquí sería el siguiente: los autores han producido “ideas” 
que son de su propiedad y las han expresado en palabras. Lo que el plagiador estaría 
hurtando son ideas, sea que las exprese con las mismas palabras o que lo haga con otras —
o incluso sin palabras—  “un robo de ideas” (Yankelevich, 2016, p. 21) 
Sin embargo, el derecho autoral no tiene jurisprudencia sobre las ideas, porque en la norma no se 
protegen las ideas en sí mismas sino la forma que toman al convertirse en obras. No obstante, si se 
cita el texto, es decir, tomar un fragmento y articularlo con otra u otras obras en una reflexión sobre 
un tema determinado, esto no sería considerado plagio, en parte porque se está haciendo uso de la 
idea referenciando al autor. Pero si esto es así, ¿por qué mutilar sí es considerado como una 
violación al derecho de autor? Es decir, ¿es el plagio un problema con la paternidad que con la 
obra misma? No necesariamente, porque si pensamos el conocimiento como una construcción 
colectiva, entonces incluso las ideas deben ser conectadas con diversas autorías y no con una sola 
en concreto, y por eso las citas tienen determinado valor, porque suponen esas conexiones con el 
conocimiento. Esta visión del plagio desde la perspectiva jurídica tiene sus limitaciones, ya que 
solo representa una forma particular de comprender las prácticas del plagio, y en vez de 
complejizarlo, dado el carácter judicial del derecho de autor, este intenta estandarizarlo en acciones 
y descripciones concretas que puedan ser identificables y procesables dentro de este sistema.  
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Entonces, ¿qué es el plagio? Desde otra perspectiva, por ejemplo, la literatura, Randall (2001) dista 
de la cuestión normativa y se traslada a entender el plagio desde su historia, la cual puede verse 
desde dos puntos: entre los discursos de apología y de condena, el primero generalmente alega que 
toda la literatura o el arte -e incluso toda actividad humana- es esencialmente repetitiva y que el 
plagio es inevitable. En segundo lugar, el plagio es también un problema ético sobre el contenido 
de la actividad estética, es decir, defiende la noción de la propiedad intelectual, la originalidad y 
la autenticidad individual: 
The consequence of this evidence is that 'plagiarism' (I use the term, for the time being, in 
its general sense, to include copyright infractions) is not an immanent feature of texts, but 
rather the result of judgments involving, first of all, the presence of some kind of textual 
repetition, but also, and perhaps more important, a conjunction of social, political, 
aesthetic, and cultural norms and presuppositions that motivate accusations or 
disculpations, elevating some potential plagiarisms to the level of great works of art, while 
censuring others and condemning the perpetrators to ignominy. Particular controversies 
provide clear evidence of the non-textual criteria mobilized in decisions about plagiarism: 
the status and perceived genius of the authors, both plagiarizing and plagiarized; the status 
achieved by the plagiaristic text before the discovery of the 'plagiarism'; the national and 
patriotic interests of accuser and accused; and, of course, the aesthetic and legal norms 
dominating at the various moments of production, reception, and judgment of the text. 
(Randall, 2001, pág. 4-5) 
Esta visión que planta Randall la comparte también Wiener (2005), quien analiza un grupo de 
controversias de historiadores para entender cómo en algunos casos el plagio es algo castigado 
públicamente y en otros, a pesar de la denuncia y las pruebas, no hay sanciones ni escándalos sobre 
moralidad ni autoría. En es su estudio, Wiener destaca que el plagio no debe ser solo un asunto de 
normas sino de construcciones sociales, que se derivan de ciertos actores, conflictos de intereses, 
estatus y discursos que lo legitiman o deslegitiman en determinados contextos.  
Debido al entramado que representa estudiar el plagio, he decidido hacerlo más allá del marco 
legal como estándar de definición, detección y sanción del plagio, lo anterior porque me interesa 
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ver cómo se configura esta práctica situando la investigación desde dos componentes principales: 
el análisis del discurso y las prácticas de citación.  
El principal y transversal a todos los elementos a trabajar será el “análisis de discurso” como 
herramienta teórica y metodológica para entender los repertorios argumentativos que una vez 
desplegados configuran versiones de la realidad, esto es, formas particulares de plagio. Con esto 
tomando como referencia los trabajos de Potter (1998), Shapin (1995), Mulkay y Mulkay et al 
(1981, 1993; 1982), Gilbert (1997), Woolgar (1981, 1989), Ashmore (2004), Pinch (1992), 
Restrepo y Restrepo et al. (2004; 1996; 2016) y de Latour (2005) y Latour y Woolgar (1995) Estos 
trabajos sobre la retórica y su relación con la construcción de realidad me permitirán analizar los 
discursos del plagio en el caso de la acusación y condena de Giraldo. Esta perspectiva del 
argumento y discurso también me permitirá ver cómo el plagio también es una construcción social, 
y que los procesos de sanción y detección son sociales. 
Sin embargo, al estudiar el plagio no quiero centrarme en él como un asunto de moral y error, es 
decir como una desviación de la moral de la institución científica desde la perspectiva de Merton. 
Lo que pretendo es ver cómo al analizar un caso de plagio se articulan las retóricas y se hacen 
ciertas realidades, en las incluso se negocian los héroes y los villanos, es decir, no se da por sentada 
la naturaleza abstracta de las cosas sino como redes que enactan ciertos repertorios, intereses y 
actores, y el “sentido” de las cosas se hace diverso. Varios trabajos han analizado desde esta 
perspectiva algunas controversias como lo son los de Restrepo (1996), Ashmore (2004) y Pinch 
(1992).  
Restrepo estudia un caso de fraude y reparación en la academia, donde alrededor de una acusación 
de plagio se construyen una serie de discursos con respecto a los textos científicos, la moral del 
trabajo académico y de las formas de evaluación en ciertos contextos de la producción científica. 
Allí, al revisar con detenimiento a los actores y sus discursos, se ve cómo ciertas retóricas se 
aplican para reparar la imagen de la Academia Colombiana de Ciencias Exactas, Físicas y 
Naturales y se genera una discusión sobre el científico y su papel en la sociedad. Por su parte 
Ashmore estudia el caso del “engaño” de los rayos-N desde una mirada simétrica de la historia y 
reconstruyendo la retórica de Wood en la denuncia: 
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 “[…]en el fraude científico como el error craso son constituidas textualmente las 
actividades del denunciante […]. Al intentar un análisis detallado de la estructura narrativa 
de un rasgo central de estas historias (en 'El Cuento de la Sustracción del Prisma') y de los 
propios procedimientos textuales de Wood (en 'Wood y Wood sobre Wood en Nancy'), me 
propongo describir cómo se logra el evidente poder retórico de esta paradigmática narrativa 
de denuncia. (Ashmore, 2004, p. 72)  
Por su parte el trabajo de Pich (1992) hace un llamado a ver los contrastes y las negociaciones de 
a quienes históricamente se les han proclamado como héroes y villanos de la ciencia, señalando 
así una invitación a ver con cuidado cómo ciertos discursos cambian, suben o bajan dentro de 
formas específicas de contar los sucesos. Para ello se debe reconstruir los hechos desde las retóricas 
y re-narrar las historias de formas distintas. Por ejemplo, Mulkay (1993) analiza como formas 
discursivas se construyen en el marco de una controversia y de estos repertorios de conciben 
definiciones y fuertes conexiones entre la sociedad y la tecnología.  
Los trabajos citados anteriormente describen cómo en casos de controversias los repertorios 
argumentativos construyen estas formas de mundo. Para Potter (1998), por ejemplo, la factualidad 
de las descripciones son construcciones, es decir, fabricaciones de diversas retóricas y que el 
“mundo literalmente pasa a existir a la medida de lo que se habla o se escribe sobre él” (p. 130), 
es decir, si pensamos esta afirmación a la luz del caso que se analizará en este proyecto de 
investigación, el plagio es la descripción de este como “objeto abstracto” en el fallo (es o no es 
plagio), el cual se constituye de tipos de prácticas en las que opera el discurso descriptivo. Para 
Potter no es posible separar los hechos de sus descripciones, de ahí la importancia de “examinar 
tantos los procedimientos mediante los cuales se construyen versiones factuales como los 
procedimientos mediante los cuales se socavan estas versiones” (p. 141). Desde este punto, es el 
proceso de construcción de hechos el que intenta cosificar las descripciones para que parezcan 
sólidas, entonces el análisis de contenido intenta destruirlas -o ironizarlas como precisa Potter- 
para que parezcan descripciones parciales. Y es que estos enunciados llegan a representar “la 
verdad científica”, los cuales operan sobre categorías que intentan convencer sobre un carácter de 
universalidad sobre el contenido sustancial de la ciencia, y como mencionan Latour &  Woolgar 
(1995), la interpretación de las inscripciones llevan a la construcción de las representaciones. Y 
estos enunciados eran claramente expuestos en los textos científicos, que funcionaban como 
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descripciones y narraciones de la experiencia visual de las inscripciones en conexión con 
referencias bibliográficas que la ubican dentro del plano cartesiano de la ciencia. Este tipo de 
características son las que destaca Shapin (1995) como tecnologías literarias, donde científicos 
construyen hechos experimentales y argumentos, testimonios virtuales, con los que crean las 
condiciones que permiten movilizar el consenso.  
Asimismo, Shapin argumenta que la tecnología literaria de construcción de un hecho científico 
puede ser la misma que la de su destrucción. De esta manera invita a explorar los textos como 
formas de producción de conocimiento que exponen aspectos entre tanto purifican otros, ya que lo 
que permiten ver a veces es solo un pequeño número de circunstancias de producción científica. 
Ante esta propuesta, ¿si se cree que el plagio sucede dentro del proceso de construcción textual, 
qué papel cumple la cita dentro de esta práctica? 
Según Leydesdorff (1998), la citación es una operación de relación en la que se pueden referir a 
otros textos a través de la cita y crear así conexiones de citación como resultado de prácticas de 
repetición entre autores y áreas del conocimiento. Para él, la citación exhibe el carácter colectivo 
de la ciencia e indica una relación con la ciencia como práctica. No obstante, estás prácticas de 
citación también están vinculadas a mecanismos de acreditación y como móvil es un indicador que 
se traduce del texto a la métrica. Por esto entender cómo diferentes agencias usan y procesan esta 
información ayuda a comprender las distintas dinámicas de la citación (Woolgar, 1991) y centra 
el interés en cómo el trabajo académico es producido (Strathern, 1999). En el caso de este trabajo 
quiero concentrarme a las prácticas de citación en relación con el plagio, es decir, como mecanismo 
de prevención y detección de este.  
De acuerdo con Garfield (1996), las normas de citación están estrechamente relacionadas con la 
producción de conocimiento de cada área del conocimiento, para lo cual las instrucciones de cómo 
y qué citar depende mucho de los intereses y el lugar de publicación , pero a su vez, entender las 
normas de citación es fundamental y debe ser una prioridad enseñar este tipo de lenguaje de 
relacionamiento para evitar el plagio y el fraude académico. De hecho, según Garfield las normas 
de citación deben ser parte de la formación de los jóvenes científicos para comprender las formas 
apropiadas de relacionarse con otros textos. Ente orden, para Haviland & Mullin (2009) señalan 
que a pesar de que existe un énfasis en la academia en “aprender a citar correctamente” es necesario 
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repensar el plagio y la noción de originalidad en función del reflejo de un proceso de producción 
de conocimiento que se hace también en la cita, es decir, la cita no como un arma para prevenir el 
plagio, sino como un texto lo hace posible en la ausencia de referencia, pero que lo exonera en la 
medida de las comillas. Asimismo, para entender cómo funciona esta práctica como lo mencionan 
los autores, retomo la idea de que la citación es parte de los procesos de escritura académica que 
se configuran desde ciertas normas estandarizadas por áreas del conocimiento. Las construcciones 
textuales se dan en la medida en que la escritura se superpone como forma clásica de producción 
de conocimiento y la publicación como mecanismo de divulgación de este. Por este motivo 
también es importante en el trabajo de este proyecto estudiar las prácticas de la escritura académica 
y cómo estás se han transformado y construido hasta el punto de incluir el plagio o el pie de página 
dentro de su estructura argumentativa (Agger, 2007; Candlin & Hyland, 2014; Myers, 1985, 2003). 
De ahí las preguntas que también intentará resolver esta investigación ¿qué es la cita en relación 
con el plagio?, ¿la cita hace el plagio?, y si pensamos en la cita como forma de conectar el 
conocimiento científico en los textos, ¿por qué se hablan de problemas de citación?, ¿lo que 
académicamente se condena es el fraude o la ruptura de esas redes de conocimiento?, ¿qué se 
sanciona cuando se habla de plagio, la intencionalidad (dolo) o la falta de cita (culpa)?  
Objetivos  
General:  
Analizar las retóricas y prácticas que hacen el plagio en los procesos de detección y sanción en el 
caso de la condena a Luz Mary Giraldo por el delito de violación a derechos morales de autor.  
Específicos: 
■ Identificar los actores y sus repertorios argumentativos en los procesos de detección y 
sanción en el caso de la condena a Luz Mary Giraldo por el delito de violación a derechos 
morales de autor.  
■ Analizar la construcción de los argumentos y hechos alrededor del caso de la condena por 
violación a derechos morales de autor. 
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■ Analizar las prácticas de citación y tecnologías de detección del plagio como parte de las 
prácticas que configuran el plagio.  
Metodología Propuesta  
El caso de la acusación y condena por violación de derechos morales a Giraldo prendió el debate 
sobre el plagio en las universidades en Colombia. Al revisar el fallo con detenimiento, aunque se 
acusa a Giraldo de plagio, la discusión en el tribunal giró entorno a que el plagio no es un delito 
contemplado dentro el Código Penal y que a su vez no representa una violación de los derechos, 
ya que los verbos rectores de la Ley no corresponden con “plagiar” o “plagio”. Ante esto, surge la 
pregunta de qué es el plagio, ya que normalmente se sugiere como una práctica castigable, pero 
que al mismo tiempo no está claramente definida. De esta manera, será el primer fallo del Juzgado 
Cincuenta Penal del Circuito de Bogotá con el que empezaré analizar cómo se hizo el plagio en 
este caso, desde las discusiones de la fiscalía hasta los argumentos de la defensa en insistir que no 
existía delito a judicializar. Con esto puedo empezar a rastrear quienes estuvieron involucrados en 
el proceso, ya que este documento incluye información sobre testigos, peritos y distintas opiniones 
que van desde análisis de textos y comentarios de expertos en literatura, hasta todo el marco 
jurídico que cubrió el juicio. Con esta información y con el acceso al expediente, así con 
información complementaria que surgió paralela a la de las cortes como noticias, notas de opinión 
y análisis del caso desde distintas perspectivas, pretendo revisar y analizar dichos contenidos con 
el objetivo de ver los repertorios que surgieron alrededor del plagio en relación con el caso de 
Giraldo.  
Para analizar la información propuesta y rastrear las versiones de plagio que se hacen en la práctica 
de los repertorios argumentativos, usaré el análisis de discurso como herramienta conceptual y 
metodológica para identificar las retóricas del plagio en el caso de Giraldo. Este punto está 
relacionado con entender el plagio no solo desde el componente jurídico sino mediante los 
discursos que lo enactan y lo hacen posible en prácticas situadas de producción textual. En segundo 
lugar, me interesa ver cómo estas construcciones discursivas se hacen en la detección y sanción 
del plagio, es decir, los componentes y argumentos que constituyen para identificarlo como plagio, 
los espacios en los que son dichos o denunciados, así como las referencias que se usan para 
configurar ciertas formas de sanción. Por último, considero que el plagio está también conectado 
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con formas de producción textual y tecnologías literarias, así como con tecnología de detección 
como los softwares de identificación de plagio. Estos elementos se configuran a sí mismos a la vez 
que diversifican las formas del plagio.  
En este sentido, para analizar los discursos de que despliegan los distintos actores involucrados 
con la controversia, quiero dar cuenta de que el plagio no es una definición abstracta de una cosa 
ni que es una única forma de práctica derivada de un fraude preconcebido. Considero que el plagio 
es múltiple en la medida de los repertorios argumentativos que se constituyen en relación con él, 
y que son a su vez los que pueden llegar a presentar el plagio como una realidad. Para ensamblar 
(Latour, 2005) el plagio desde este entramado de ciertos repertorios argumentativos, decidí seguir 
la línea del análisis de discursos de los Estudios Sociales de la Ciencia. En primera medida la 
mirada de Potter (1998) en el que enfoca en ver cómo se construye la factualidad de los hechos 
desde las descripciones de la realidad y cómo al estudiar los contenidos de los discursos se puede 
ver la flexibilidad de las descripciones. En términos concretos esto implica no situarme en una 
única forma discursiva sino revisar las diferencias en la percepción y descripción del plagio para 
cada actor tanto en los procesos de detección como en los de sanción. Ahora bien, los trabajos de 
Ashmore (2004), Pinch (1992), Latour (1992), Latour & Woolgar (1995) y Restrepo et al. (2004), 
Shapin (1995) me permitirán conectar estos discursos en relación con los actores, y cómo a través 
de las retóricas de cada uno se movilizaban ciertos intereses y prácticas concretas. Desde la mirada 
de estos autores, podré explorar la manera en que diversos discursos se conectan con ciertas 
realidades y producen al tiempo, a su vez que se vinculan con formas de producción de 
conocimiento específicas, en concreto, formas de producción literaria y textual.  
Este último punto me ayudará a conectar el problema del discurso con las formas de producción 
textual, la manera en que la escritura científica se constituyó como mecanismo de divulgación del 
conocimiento en forma de publicaciones. En este punto conecto con los estudios como el de Agger 
(2007) el cual explora ciertas prácticas de escritura en la sociología. De esta forma pretendo 
conectar este tipo de prácticas de producción textual con la cita como mecanismo de detección, 
pero también de prevención, del plagio. Me interesa ver cómo se configura la idea de la cita en el 
marco del plagio, cómo su ausencia en un documento puede representar la ruptura de una idea con 
un entramado de conocimientos y autores. Para ello reflexionaré desde los debates que se han 
realizado en los Estudios Sociales de la Ciencia con respecto a la citación, como la teoría de 
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citación (Garfield, 1996; Leydesdorff, 1998; Woolgar, 1991) y el análisis de citación (Garfield, 
1963; Garfield & Welljams-Dorof, 1990; Hicks & Potter, 1991; Velho & Krige, 1984) para 
entender la cita no solo desde el componente métrico sino como tecnología de control de textos, 
objeto de conexión textual en relación a la producción de conocimiento, así como práctica que se 
estandariza de acuerdo al área del conocimiento.  
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Recolectar información relacionada con el 
expediente judicial del caso, así como los 
documentos publicados relacionados con este.
Analizar la información contenida en el 
expediente, identificar los actores y  sus 
repertorios argumentativos 
Analizar los discursos y cómo se constituye el 
plagio en estos retóricas y cómo se dan las 
negociaciones con respecto a dichas 
descriciones de lo que es el plagio en los 
procesos de  detección y sanción. 
Analizar las prácticas de citación y las 
tecnologías de detección del plagio en relación 
con las construcciones retóricas del plagio. 
Meses
 
Tabla de Contenido del Trabajo -PROYECTO 
1. Side-by-side 
El objetivo de este capítulo es estudiar cómo se ha configurado el plagio o el fraude en distintos 
estudios tanto del campo de los Estudios Sociales de la Ciencia como fuera de ellos. Pretendo 
discutir los argumentos retóricos del plagio desde sus diversas formas, lo que incluye también una 
discusión con el componente legal y normativo colombiano.  
Desde los ESC podré ver cómo desde distintas perspectivas se han analizado las controversias y 
los casos de “fraude” científico en los que ciertos repertorios se negociaron hasta cerrar el debate. 
Los autores que pretendo abordar son los que trabajaron controversias desde el análisis de discurso 
como herramienta para entender la construcción de determinadas pugnas, y en ellas los repertorios 
argumentativos que se desplegaron. En el caso de detección y sanción de fraude en la ciencia me 
interesa abordar los textos de Restrepo (1996), Ashmore (2004), Pinch (1992) como episodios 
donde se estudiaron a su vez cómo fueron los procesos de detección y sanción del fraude.  
A su vez me interesa explorar como en el caso de controversias se crean diversas versiones de la 
realidad y que estos procesos de construcción de descripciones hacen parte del debate de las 
representaciones de lo que es la naturaleza de las cosas. Para este punto es interesante poner a 
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conversar trabajos como el de Latou & Woolgar (1995), quienes estudian la producción de 
inscripciones y enunciados como parte de la producción textual de un laboratorio. Asimismo los 
trabajos de Mulkay y Mulkay et al. (1993; 1982) y el de Shapin (1995) contribuirán a ver cómo en 
ciertos debates los argumentos hacen parte de las versiones que se configuran sobre un objeto, y 
que en la producción de dichos discursos se dejan entrever versiones y descripciones que se 
negocian para construir hechos y a su vez tomar decisiones que llegan a la acción. 
Respecto a la forma en que se configuran las versiones me interesa trabajar con el concepto de 
tecnología textual de Shapin (1995) en contrate con las formas de producción de documentos y 
publicaciones académicas que recogen Myers, Agger y Restrepo, así como quienes han estudiado 
el plagio más en concreto como Haviland & Mullin (2009), Randall (2001) y Wiener (2005). Este 
punto me permitirá conectar la discusión con el problema de la cita y el debate con respecto a su 
análisis.  
2. Texturas de Quessep [Capítulo empírico] 
Este será el capítulo empírico de la investigación. Con este pretendo entender cómo se hizo el 
plagio en el caso desde los repertorios argumentativos de los actores, así en las discusiones que 
describían las distintas formas de entender el plagio, pero al final repercutieron en la decisión de 
la corte en fallar a favor de Londoño y condenar por violación de derechos morales de autor a 
Giraldo.  
De esta manera identificaré los actores y los discursos que se movilizaron, no solo dentro de las 
discusiones de tipo legal, sino los documentos que fueron publicados haciendo referencia al caso 
y también permitieron que el debate fuera aún más público. Para analizar estas retóricas del plagio 
me centraré en usar los enfoques del análisis de discurso de los ESC, en específico trabajando con 
las herramientas conceptuales propuestas por autores como de Potter, Woolgar, Potter, Mulkay, 
Ashmore, Gilbert y Myers. Desde esta perspectiva me interesan examinar cómo fueron construidos 
ciertos argumentos, cómo se hacían determinadas descripciones y cómo toda esta retórica hizo 
posible una versión de lo que es el plagio.  
Desde este punto me interesa poner en duda el repertorio legal del plagio como el único posible 
poniendo en discusión con otras descripciones en las que se construyen hechos que no son 
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claramente definidos por la norma. De ahí que entender cómo se hace la producción textual es 
importante para conectar la práctica de escritura, tanto de un artículo académico como una tesis 
(que son los dos tipos de publicaciones relacionadas con el plagio, el artículo que publicó Giraldo 
en contraste con la tesis de Londoño), para conceptualizar como el problema del plagio está 
estrechamente vinculado con las prácticas literarias de producción de documentos como con las 
prácticas para conectar publicaciones como lo es la cita.  
3. Buenas prácticas de un buen plagiador 
En este capítulo tengo interés en discutir el tema de prácticas de producción de textos con la cita. 
Considero que el plagio no puede ser entendido sin ver cómo estas dos prácticas describen ciertas 
formas particulares de construir repertorios, de hacer también tipos de argumentos que intentan 
convencer de determinadas realidades.  
De esta manera quiero argumentar que el plagio no es un hecho concreto, sino que tiene formas 
que se configuran en su hacer, que se teje en la medida que se relaciona con determinadas formas 
de producción académica. Aquí quiero complejizar el asunto de la cita como licencia, es decir, 
como uso correcto de las ideas ajenas, pero también como forma de detección y a su vez con la 
construcción factual de la copia mal hecha. Con este punto quiero enfatizar en afirmaciones como 
“plagio involuntario” o el “problema de citación” con los mecanismos de citación y sus formas 
estandarizadas de aplicación. Esta discusión la intentaré conectar con el análisis de citación y cómo 
la cita como métrica invita a pensar en la cita más allá de las comillas.  
Por último, quiero estudiar las tecnologías de detección del plagio, como los softwares de detección 
como Turnitin, los cuales desde su aplicación han configurado nuevas formas de pensar el plagio 
y la escritura. De ahí quiero entender cómo ciertos porcentajes o resultados del procesamiento de 
textos en estos softwares obligan a que se escriba pensando más en no ser detectado por el 
programa y a escribir en virtud de cierto estándar, es decir corrigiendo ciertas frases y formas de 
citar que pueden señalar un indicador de coincidencias, y esto también influye en la manera en que 
pensamos la forma de los textos.  
 
